Boletín N°  2152-07-1.

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley orgánica constitucional del Ministerio Público. 

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República. �

--------

	Durante el estudio de esta iniciativa legal, asistieron a vuestra Comisión la señora Ministra de Justicia, doña María Soledad Alvear Valenzuela; el Presidente de la Excma. Corte Suprema, don Roberto Dávila Díaz; la Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, doña Clara Szczaranski Cerda;  el Coordinador General de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, don Rafael Blanco Suárez; el Jefe de la Unidad de Estudios de esa Unidad, don Ricardo del Canto Méndez; el abogado asesor de la misma, don Mauricio Decap Fernández; los abogados asesores del Ministerio de Justicia, don Raúl Tavolari Oliveros y don Cristián Riego; el Presidente del Instituto de Derecho Procesal, don Miguel Otero Lathrop; el profesor de derecho administrativo de la Escuela de Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso, don Pedro Pierry Arrau; el profesor de Derecho Penal  de la Universidad Católica de Valparaíso, don Tito Solari; el abogado don Waldo Ortúzar Latapiat; el Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, don Haroldo Brito Cruz; los Ministros de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, don Rafael Lobos Domínguez y don Patricio Martínez Sandoval; el Gerente de la Fundación Paz Ciudadana, don Carlos Valdivieso, y el ex Fiscal del Departamento de Justicia de los Estados Unidos de Norteamérica, don Jorge Ríos Torres.

Fundamentos del proyecto.�tc "Fundamentos del proyecto." \f C \l 1�

	Para el Gobierno, la modernización del sistema de justicia constituye uno de sus objetivos prioritarios, cuyo funda�mento último radica en la necesidad de consolidar una democracia basada en el respeto a los derechos de las personas y en la efectiva vigencia del Estado de Dere�cho.

	En este marco de definiciones, la modernización del sistema de justicia supone una política omnicomprensiva, cuyo eje es la adecuación de las instituciones que conforman tal sistema a los procesos de desarrollo político, social y económico del país. 

Está firmemente convencido de la necesidad de reemplazar el actual sistema de enjuiciamiento criminal — de carácter inquisitivo — por un sistema acusatorio basado en un juicio oral público, ante jueces de derecho, que consagre y garantice los prin�cipios de inmediación, imparcialidad y publicidad. 

El nuevo sistema requiere estructurar una instrucción informal que asegure una investigación eficiente y desburocratizada, encargando la misma al Ministerio Público.

De esta forma, a juicio del Gobierno, se asentará efecti�vamente el principio elemental y básico de imparcialidad y se separarán las fun�ciones de investigación y juzgamiento, quedando radi�cada la primera en el Ministe�rio Público y la segunda en los jueces del juicio oral.

En ese marco regulador, el proyecto desarrolla y complementa la reforma constitucional recientemente aprobada mediante la ley Nº 19.519, de septiembre pasado, que creó el Ministerio Público, siendo sus rasgos más importantes los siguientes:

	a) Ubicación institucional del Ministerio Público.�tc "a) Ubicación institucional del Ministerio Público." \f C \l 2� De acuerdo a lo dispuesto en el Capítulo VI-A de la Carta Fundamental, el Ministerio Público se concibe como un órgano constitucional autónomo y jerarquizado, al que se otorga plena independencia para el cumplimiento de sus funciones.

b) Funciones del Ministerio Público�tc "b) Funciones del Ministerio Público" \f C \l 2�. El Ministerio Público tiene, como se ha señalado, la función de investigar y, en su caso, de ejercer y sustentar la acción penal pública en repre�sentación de la comunidad, función que debe desarrollar con estricta sujeción a la Constitución, a los tratados internacionales y a las leyes.

También debe promover y resguar�dar los derechos de las víctimas y de los testigos durante el curso del proceso penal.  Asimismo, debe investi�gar no sólo los hechos que agravan la res�ponsa�bilidad del imputado, sino también los hechos y circunstancias que eximan, atenúen o extingan tal responsabili�dad.

En el marco de la investigación que le corresponderá desarrollar, dirigirá la actuación de la policía, con el objeto de recabar los antecedentes necesarios y sufi�cientes para fundar sus decisiones.

En el ejercicio de la acción penal pública, el Ministerio Público se entiende representado por cualquiera de los fiscales que intervenga.

	c) Sistemas de control y responsabilidades del Ministerio Público.�tc "d) Sistemas de control y responsabilidades del Ministerio Público." \f C \l 2� 	Este tema, unido a la ubicación institucional del Ministerio Público, cons�ti�tuye el centro del debate en la legisla�ción comparada.

El Ministerio Público se sitúa como un órgano constitucional autónomo, lo que hace particularmente importante el sistema de control y respon�sabilidades al que se encuentre sujeto. 

El proyecto establece un conjunto de controles, entre los que se encuen�tran, fundamentalmente, los siguientes:

1. Los fiscales del Ministerio Público tendrán responsabilidad civil y penal por los actos realiza�dos en el ejercicio de sus funciones.

2. Los fiscales adjuntos tendrán responsabilidad disciplinaria.

3. El Fiscal Nacional y los fiscales regionales pueden ser removidos por la Corte Suprema a peti�ción del Presidente de la República, o por solicitud de diez o más diputados, previa declaración de su mal comportamiento. 

4. El control juris�diccional que, res�pecto de las actua�ciones de los fiscales, posee el juez de control de la instrucción.  A éste corresponde, durante el desarrollo de la investigación, interve�nir en todas aquellas ocasiones en las que se afecte o pueda afectar, a través de las actuaciones o resoluciones del Minis�terio Público, un derecho personal o garan�tía constitucional de las personas.

	d) Organización del Ministerio Público.�tc "d) Organización del Ministerio Público." \f C \l 2� El Ministerio Público se encuentra integrado por el Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos.  Además de dichos órganos, se contempla un Consejo General, asesor del Fiscal Nacional. �

	1. El Fiscal Nacional�tc "1. El Fiscal Nacional" \f C \l 3�.  La direc�ción del órgano correspon�de al Fiscal Nacio�nal, quien es el jefe superior del mismo y responsable de su funcionamien�to. 

	Entre sus principales atribuciones, se encuentra la de formular anualmente la propuesta y criterios de persecución penal para el año correspondien�te.  Asimismo, debe contro�lar la marcha general de los casos encomendados  a los diversos fiscales.

Además, le compete proponer las políticas públicas necesarias para el mejoramiento del sistema penal, así como las modificaciones legales que conside�re rele�vantes en materia de persecución criminal y res�guardo de los derechos de las personas. 

Debe destacarse que al Fiscal Nacional se otorga la facultad de asumir directamente la conducción de casos particulares que, por su especial relevancia nacional, la complejidad de su investigación o su trascendencia, así lo exijan. Esta facultad podrá ser delegada en abogados de la Fiscalía Nacional que él designe.

En lo que se refiere a la designación del Fiscal Nacional, materia regulada expresamente en la Carta Fundamental, se ha optado por un sistema de parti�ci�pación de los tres poderes del Esta�do, como ya se ha expresado.

2. El Consejo Asesor.�tc "2. El Consejo Asesor." \f C \l 3� El Fiscal Nacional contará con un Consejo asesor, denominado Consejo General, integrado por el propio Fiscal Nacional y los fiscales regionales.

Las funciones del Consejo General se cen�tran en proponer al Fiscal Nacional las políti�cas para la persecu�ción penal pública, de recursos humanos y de planificación. Además, dicho Consejo deberá informar sobre diversas materias, exigiéndose al Fiscal Nacional que funde las resoluciones que dicte cuando éstas son contrarias a la opinión emitida por el Consejo General.

3. Los fiscales regionales.�tc "3. Los fiscales regionales." \f C \l 3� Dentro de la estructura del órgano, se en�cuentran los fiscales regionales, cuya función es dirigir al Ministerio Público en la región que han sido asignados, siendo el jefe del servicio en la respectiva re�gión.

Deben conocer y resol�ver todas aquellas reclamaciones que los intervinien�tes en un procedimiento determi�nado formulen respecto de las actuaciones desarrolladas por cualquier fiscal adjunto.  Asimismo, deben emitir  al Fiscal Nacional su punto de vista y propuestas sobre aspec�tos regionales que incidan en la formulación de la política criminal anual que debe preparar el Fiscal Nacional.

	4. El fiscal adjunto.�tc "4. El fiscal adjunto." \f C \l 3� En la organización del Minis�terio Público, se encuentra, asimismo, la figura del fiscal adjunto, quien es el abogado que, bajo la dependencia directa del fiscal regional, interviene y litiga en los procesos en nombre del Ministerio Público.

	e) Inhabilidades del Ministerio Público.�tc "e) Inhabilidades del Ministerio Público." \f C \l 2� El proyecto hace extensivas al Ministerio Público las causales de implicancia y recusación que el Código Orgánico de Tribunales establece para los jueces.

   	f) Incapacidades, prohibiciones e incompatibilidades.�tc "f) Incapacidades, prohibiciones e incompatibilidades." \f C \l 2� El proyecto consagra ciertas incapacidades, esto es, ciertas causales que obstan para acceder al cargo de Fiscal, tales como la interdicción por demencia o prodigalidad, salud no compatible con el ejercicio del cargo, acusación o condena por crimen o simple delito, quiebra, vínculos de parentesco, etc.

	Entre las incompatibilidades, se señala expresamente que las funciones del Ministerio Público son incompatibles con todo otro empleo remunerado, con excepción de las de docente en establecimiento de educación media o superior hasta por un límite de seis horas semanales, las que debe compensar extendiendo su jornada laboral en el Ministerio Público.

	Las prohibiciones tienden a impedir que los funcionarios del Ministerio Público ejerzan  facultades, atribuciones o representaciones de las que no estén legalmente investidos o que no les hayan sido delegadas; intervenir en asuntos en que tengan interés su cónyuge o parientes cercanos; actuar contra los intereses del Estado o de sus organismos, salvo que se trate de un hecho que les afecte directamente a ellos o a sus cónyuges o parientes cercanos; intervenir en los tribunales como parte interesada, testigo o perito, respecto de hechos de que hubieren tomado conocimiento en el ejercicio de sus funciones; someter a tramitación innecesaria o dilatar los asuntos confiados a su conocimiento o resolución; solicitar o recibir dádivas, donativos, ventajas o privilegios de cualquier naturaleza, para sí o terceros; ejecutar actos contrarios a la probidad administrativa; realizar actividades políticas, u organizar sindicatos en la institución.

	g) Capacitación.�tc "g) Capacitación." \f C \l 2� Se le obliga a ofrecer programas destinados a la capacitación de sus integrantes y se regula la forma de llevarlos a efecto.

	h) Presupuesto.�tc "h) Presupuesto." \f C \l 2� El Ministerio Público queda sujeto a las normas sobre administración financiera del Estado, debiendo el Fiscal Nacional presentar una proposición del presupuesto del Servicio para su inclusión en el Presupuesto de la Nación.

	i) Patrimonio.�tc "i) Patrimonio." \f C \l 2� El patrimonio del Ministerio Público estará conformado por los aportes presupuestarios que se le asignen, los bienes que se le transfieran o adquiera y los frutos, rentas e intereses que generen. Le está prohibido recibir donaciones. �

	j) Normas generales.�tc "j) Normas generales." \f C \l 2� Las normas e instrucciones dictadas por el Fiscal Nacional son obligatorias para todos los órganos institucionales y tienen carácter público.

	El Fiscal Nacional puede contratar sobre la base de honorarios a profesionales y técnicos de educación superior.

	Sus funcionarios tienen derecho a ser defendidos y a exigir que la institución persiga la responsabilidad civil y criminal de las personas que atenten contra ellos en el ejercicio de sus funciones.

Minuta de la idea matriz o fundamental del proyecto.�tc "Minuta de la idea matriz o fundamental del proyecto." \f C \l 1�

	La idea matriz o fundamental del proyecto es la aprobación de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, con el fin de desarrollar y complementar la reforma constitucional recientemente aprobada mediante la ley Nº 19.519, de septiembre pasado, que creó, precisamente, el Ministerio Público

Su aprobación y entrada en vigor permitirá, con arreglo a lo dispuesto en la disposición trigesimosexta, que entren a regir las normas del Capítulo VI-A “Ministerio Público”, que fijan, precisamente, el contenido de la ley en informe, conforme con los artículos 80 B y 80 I.

Relación descriptiva del contenido del proyecto.�tc "Relación descriptiva del contenido del proyecto." \f C \l 1�

	El proyecto incluido en el Mensaje constaba de sesenta y dos artículos permanentes, agrupados en ocho títulos y un título final.

	El título I, que comprende los artículos 1° al 7°, se refiere al ministerio público, su naturaleza jurídica, sus funciones y los principios que orientan su actuación.

	El título II, que comprende los artículos 8° al 14, regula las responsabilidades del Ministerio Público, civiles, disciplinarias y penales, la forma de hacerlas efectivas, las sanciones administrativas que se pueden imponer, y la remoción del Fiscal Nacional y de los fiscales regionales.

	El Fiscal Nacional está obligado a rendir, en audiencia pública, en forma personal y una vez al año, una cuenta de las actividades del Ministerio Público.

	El título III, que comprende los artículos 15 al 44, está subdividido en cinco párrafos, que se refieren a las normas generales, al Fiscal Nacional, al Consejo General, a los fiscales regionales y a los fiscales adjuntos.

	Las normas generales se limitan a señalar como está conformado el Ministerio Público: Fiscal Nacional, fiscales regionales, fiscales adjuntos. �

	El párrafo relativo al Fiscal Nacional le reconoce el carácter de jefe superior del servicio y responsable de su funcionamiento; fija los requisitos para ser Fiscal Nacional; la forma de su designación; sus atribuciones; los órganos con que contará para la ejecución de sus tareas, una Unidad de Administración General y seis Divisiones. 

	El párrafo relativo al Consejo General, crea este organismo (en el mensaje se dice que es consejo asesor del Fiscal Nacional), integrado por el Fiscal Nacional, que lo preside, los fiscales regionales y, para los efectos de proponer al Fiscal Nacional políticas para la persecución penal pública, por los “coordinadores especializados”, pero sólo con derecho a voz.

	Entre sus atribuciones, está la ya mencionada y las de proponer políticas de recursos humanos y de planificación de desarrollo, colaborar en la preparación de la memoria anual y la de asesorarlo en las materias que el Fiscal Nacional determine.

	Se establecen, por último, las reglas básicas para su funcionamiento.

	El párrafo relativo a los fiscales regionales les confía la dirección y jefatura del Ministerio Público en la respectiva región o parte de la región a su cargo; les encomienda el ejercicio de la acción penal pública por sí o por medio de los fiscales adjuntos; les faculta para organizar los recursos humanos y materiales puestos a su disposición; indica los requisitos para ser designados, fija sus obligaciones y facultades y la forma de su designación; les obliga a cumplir las instrucciones generales que imparta el Fiscal Nacional — pudiendo observarlas por ilegales o contrarias a las políticas generales aprobadas —  y a rendir cuenta pública de la gestión de la fiscalía en el mes de enero de cada año.

	Cada fiscal regional debe designar al fiscal adjunto que debe subrogarlo. De no hacerlo, lo hará el más antiguo.

	En cada región habrá un fiscal regional, a lo menos,  y cuatro en la Región Metropolitana de Santiago.

	El párrafo relativo a los fiscales adjuntos dispone que pueden intervenir directamente en los procesos penales en nombre del Ministerio Público, de acuerdo con las instrucciones del fiscal regional, que están obligados a obedecer, sin perjuicio de su facultad de objetarlas, si existiere alguna ilegalidad, o de reclamar ante el Fiscal Nacional.

	Señala la forma de designación de los fiscales adjuntos, los requisitos para ser designado, su evaluación, remoción y cesación en el cargo al cumplir 75 años.

	El párrafo relativo a las inhabilidades hace aplicables a los fiscales del Ministerio Público las causales de implicancia y de recusación establecidas para los jueces, y regula el procedimiento para hacerlas efectivas.

	El párrafo relativo a las incapacidades, prohibiciones e incompatibilidades establece quiénes no pueden acceder al cargo de fiscal; quiénes no pueden desempeñarse en una misma fiscalía regional; los impedimentos en razón de parentesco, y las incompatibilidades y las prohibiciones que pesan sobre ellos, en los términos ya indicados.

El título IV, que comprende los artículos 45 al 49, se refiere a las inhabilidades, haciendo aplicables a los fiscales del Ministerio Público las causales de implicancia y de recusación establecidas para los jueces, a la vez que regula el procedimiento para hacerlas efectivas.

	El título V, que comprende los artículos 50 al 54, trata de las incapacidades, prohibiciones e incompatibilidades.

Establece quiénes no pueden acceder al cargo de fiscal; quienes no pueden desempeñarse en una misma fiscalía regional; los impedimentos en razón de parentesco, y las incompatibilidades y las prohibiciones que pesan sobre ellos, en los términos ya indicados.

	El título VI, que comprende los artículos 55 al 57,  desarrolla el tema de la capacitación de los integrantes del Ministerio Público, mediante programas que deben ser aprobados por el Fiscal Nacional, programas que deben  garantizar un acceso igualitario de los funcionarios.

	El Ministerio Público puede ejecutar la capacitación directamente o a través de convenios con terceros mediante licitación.

	El reglamento deberá determinar el monto de los dineros que se destinarán a capacitación.

	Los funcionarios seleccionados deben asistir a los cursos y los resultados que obtengan se considerarán en la evaluación de su desempeño.

	Los funcionarios que postulen a ellos deben garantizar su permanencia en la institución.

	El título VII, que  comprende sólo el artículo 58, relativo al presupuesto, sujeta al Ministerio Público a las normas de la ley de Administración Financiera del Estado.

	El título VIII, que comprende el artículo 59,  determina la forma en que estará conformado el patrimonio del Ministerio Público, mediante aportes presupuestarios, bienes que se le transfieran o adquieran, y frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios.

	El título final, que comprende los artículos 60 al 62, denominado reglas generales, consagra la obligatoriedad de las instrucciones del Fiscal Nacional; la facultad de éste para contratar a honorarios a profesionales y técnicos de educación superior, y el derecho a defensa de los funcionarios del Ministerio Público.

--------

	Con fecha 11 de mayo de 1998, el Gobierno formuló diversas indicaciones puntuales al articulado contenido en el Mensaje (arts. 19, 20, 28, 29, 35, 41, 43 y 54). Además, agregó un título IX nuevo, relativo al personal del Ministerio Público, dividido en cuatro párrafos y con un total de 28 artículos, desde el 60 al 88, inclusive; suprimió el título final, e incorporó un total de seis disposiciones transitorias.

	Estas normas inciden en las atribuciones del Fiscal Nacional, a quien se faculta para establecer la estructura administrativa del Ministerio Público; en la estructura orgánica del mismo; en las remuneraciones y en las relaciones de trabajo de los fiscales y del personal con la Institución; en el término del contrato de trabajo; en la designación del primer Fiscal Nacional y de los fiscales regionales; en la instalación del Ministerio Público, y en la entrada en vigencia de las disposiciones relativas al ejercicio de la acción penal, a la investigación de los hechos constitutivos de delito y a la protección de las víctimas y testigos.

	Estas últimas disposiciones regirán primero en las regiones IV y IX, a contar del 1 de marzo del año 2000; luego, en la Región Metropolitana de Santiago, el 1 de marzo del año 2001 y, por último, en el resto de las Regiones, desde el 1 de marzo del año 2002.

Antecedentes.�tc "Antecedentes." \f C \l 1�

	Para una más acertada comprensión de esta iniciativa, cabe tener en consideración los siguientes antecedentes. 

	1. Constitución Política del Estado.�tc "1. Constitución Política del Estado." \f C \l 2�

	A) La reforma constitucional contenida en la ley N° 19.519, de 16 de septiembre de 1997.�tc "A) La reforma constitucional contenida en la ley N° 19.519, de 16 de septiembre de 1997." \f C \l 3�

	Esta reforma constitucional creó e incorporó, con rango constitucional y con la denominación de “Ministerio Público”, un nuevo órgano del Estado, para hacer posible el reemplazo del procedimiento penal vigente, de carácter inquisitivo, en el cual el órgano judicial ( léase tribunal ( asume las funciones investigadoras, acusadoras y juzgadoras, por otro, de perfil acusatorio, en el cual se atribuyen a sujetos diferentes la instrucción y el juzgamiento. 

La necesidad de consagrar su existencia en la Constitución Política de la República fue determinada por la circunstancia de que algunas de las funciones del Ministerio Público estaban radicadas en los tribunales ordinarios. �

La referida reforma constitucional, entre otras materias,  agregó un capítulo VI-A a la Carta Fundamental, que comprende los artículos 80-A a 80-I, que regirá en el momento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, según establece la disposición transitoria trigesimosexta.

B) Naturaleza jurídica del Ministerio Público.�tc "B) Naturaleza jurídica del Ministerio Público." \f C \l 3� 

El artículo 80 A asigna al Ministerio Público los caracteres de un organismo autónomo y jerarquizado. 

	La autonomía le permitirá dirigirse a sí mismo sin intervención de terceros. 

Ella tiene una dimensión funcional, consistente en el libre y expedito cumplimiento de las funciones otorgadas, y una operativa, que permite hacer cumplir las decisiones adoptadas. 

Su contrapartida son los mecanismos de control y la responsabilidad de los fiscales.

La autonomía, en la especie, está referida a los poderes del Estado.

Este concepto fue una de las claves del consenso alcanzado para la reforma, porque es consubstancial a las funciones investigadoras que se otorgan a la nueva entidad. 

Por esta razón, y porque no cumple un cometido jurisdiccional, el Ministerio Público queda excluido del control de la Corte Suprema.

	Si la autonomía hace referencia a la libertad de acción respecto del entorno social y político en que se inserta el organismo, la independencia mira hacia dentro del mismo, a la libertad de los fiscales, a fin de que no se transformen en meros subordinados de quienes posean  cargos superiores.

	El concepto de jerarquía supone asimilar al Ministerio Público a la estructura corriente de las entidades que conforman el Estado chileno. Alude al hecho de que el Fiscal Nacional podrá dar instrucciones generales, fijar prioridades e indicar en forma genérica modos de actuar para el ejercicio de las funciones y para la operación del organismo. Los fiscales regionales, por su parte, podrán dar lineamientos e impartir instrucciones generales y particulares para impulsar las investigaciones y para el ejercicio de la acción penal pública, con la finalidad de que estas funciones se cumplan en forma efectiva, eficaz y eficiente, en sus respectivas áreas geográficas, por los fiscales adjuntos. 

Lo anterior no excluye, por cierto, las funciones administrativas propias de cualquier organización.

	Otro aspecto, vinculado con el anterior y que queda comprendido en el concepto de jerarquización del organismo, es el del grado de  independencia y autonomía y la responsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de la investigación y en el ejercicio de la acción penal pública, en los casos que tengan a su cargo. Ella alude a la estructura interna y a la cuota de atribuciones con que contará cada nivel funcionario, según lo determine la ley orgánica constitucional respectiva.

	Los fiscales adjuntos, como entes operativos, gozarán de una independencia relativa, con miras a obtener una mayor eficiencia y un control adecuado de su desempeño, en el sentido de que ellos determinarán la dirección y la estrategia de las investigaciones y el contenido de las acusaciones a su cargo. 

Sin embargo, ello no obsta a que dependan del respectivo fiscal regional, lo que se justifica como un modo de racionalizar el uso de los recursos y de conducir casos de especial notoriedad, o que requieran la dedicación de más de un fiscal, en razón de la complejidad de los mismos o de las calidades de las personas involucradas.

	La estructura de la entidad y la independencia de sus miembros se apartan del modelo adoptado para el Poder Judicial, en el cual cada juez ejerce en plenitud la función jurisdiccional del Estado, sin otro límite que el de su competencia legal, y gozan de inamovilidad mientras tengan buen comportamiento y no cumplan 75 años de edad. 

Extrapolar este paradigma al Ministerio Público dejaría al Fiscal Nacional y a los fiscales regionales sin otras funciones que las administrativas.

	La no mención en el texto constitucional del patrimonio propio obedece a que este atributo pertenece a las personas jurídicas de derecho público que cuentan con un capital, como el Banco Central, o con ingresos propios, como los Gobiernos Regionales y las Municipalidades. 

El Ministerio Público no tiene personalidad jurídica diferente de la del Fisco y será la ley anual de Presupuestos la que determine el tipo y volumen de los recursos que le asignará para el cumplimiento de sus funciones, para lo cual habrá de crearse una partida específica. 

Además, el organismo quedará afecto a la ley de Administración Financiera del Estado y al control que en estos aspectos ejerce la Contraloría General de la República. 

C) Funciones del Ministerio Público.�tc "C) Funciones del Ministerio Público." \f C \l 3� 

Al Ministerio Público le compete, con arreglo al artículo 80-A,  dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, cuando corresponda .ejercer la acción penal pública en la forma prevista por la ley, esto es, en el Código Procesal Penal.

El uso de la expresión "dirigir la investigación", obedece al hecho de que quien ejecuta materialmente esas acciones es la policía. 

	El ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público no priva al ofendido y a las demás personas que determine la ley para ejercer igualmente la acción penal, en alguna de las formas que el Código del ramo determine.

Es claro que el fiscal y la víctima pueden discrepar en cuanto al carácter de la participación del inculpado y a la calificación jurídica de los hechos, así como en el ejercicio mismo de la acción penal. En tal sentido, si quien ha sufrido las consecuencias del delito, o sus representantes, no se conforman con la decisión del Ministerio Público, podrán accionar por su cuenta, en la forma que señale la ley procesal penal. 

En forma complementaria, le corresponde al Ministerio Público adoptar medidas para proteger a las víctimas y a los testigos, atribución que  antes no estaba radicada determinadamente en ninguna autoridad y que requiere, por lo general, de la adopción de medidas urgentes o inmediatas para ser eficaz.

En caso alguno el Ministerio Público puede ejercer funciones jurisdiccionales.

A efectos de practicar o hacer practicar actos de instrucción, los fiscales del Ministerio Público pueden impartir órdenes directas durante la investigación a las Fuerzas de Orden y Seguridad. Con todo, las actuaciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de sus derechos constitucionales, o lo restrinjan  o perturben, requerirán de aprobación judicial previa. La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite dichas órdenes y no podrá calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad, salvo requerir la exhibición de la autorización judicial previa, en su caso.

	El último tema que contiene este artículo 80 A se refiere a determinadas actuaciones en las causas que sean de conocimiento de los tribunales militares, tales como el ejercicio de la acción penal, la investigación de los hechos relativos al delito, a la participación punible, a la inocencia del imputado, a la protección de las víctimas y testigos, todas las cuales corresponden a los órganos y a las personas establecidos en el Código de Justicia Militar, con arreglo a sus normas y a las de las leyes respectivas.

	Tales órganos, con arreglo a los  artículos 25 y 70  B del Código de Justicia Militar, son los fiscales militares y el fiscal general militar. Los primeros, como tribunales de primera instancia en lo penal, y el segundo, en defensa del interés social, con especial énfasis en el de las instituciones de la Defensa Nacional, ante los tribunales militares de tiempo de paz y en asuntos de competencia de éstos.

	El propósito que se tuvo en vista para incorporar esta norma no fue otro que el de no innovar respecto de la justicia militar ni del Código del ramo y, así como el Ministerio Público recibe consagración constitucional,  se quiso consignar la excepción con el mismo rango normativo.

	Quedó claro que esto no significa que se esté constitucionalizando la justicia militar ni que, para modificarla, en el futuro, se requerirá de una reforma constitucional.

D) Contenido de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.�tc "D) Contenido de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público." \f C \l 3�

D. 1. La Constitución Política de la República encomienda a una ley orgánica constitucional, en lo no contemplado en ella:

a) Determinar la organización y atribuciones del Ministerio Público.

b) Señalar las calidades y requisitos que deben cumplir los fiscales para su nombramiento. 

c) Indicar las causales de remoción de los fiscales adjuntos.

d) Establecer el grado de independencia y autonomía y la responsabilidad de los fiscales en la dirección de la investigación y en el ejercicio de la acción penal pública, en los casos que tengan a su cargo.

(Artículo 80 B)

e) Fijar los requisitos para formar la terna para el concurso público destinado a proveer los cargos de fiscales adjuntos.

(Artículo 80 F)

 	f) Regular la superintendencia directiva, correccional y económica que el Fiscal Nacional tendrá sobre el Ministerio Público.

(Artículo 80 I)

	D. 2. En relación con la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, no sólo las materias que la Constitución ha confiado específica y directamente a una ley de esta naturaleza jurídica deben figurar en ella, sino también las que constituyen el complemento o núcleo esencial indispensable de las mismas, pues, si se omitieran, no se lograría el objetivo del Constituyente al incorporar esta clase de leyes en nuestro sistema positivo, cual es desarrollar normas constitucionales sobre materias de la misma naturaleza en cuerpos legales autónomos, armónicos y sistemáticos. 

	Lo anterior no impide que, dentro de este mismo cuerpo legal, puedan coexistir y coexistan preceptos que tienen esa naturaleza con otros que simplemente constituyen leyes comunes.

	E) Otras materias contenidas en la Constitución sobre el Ministerio Público.�tc "E) Otras materias contenidas en la Constitución sobre el Ministerio Público." \f C \l 3�

E. 1. Acorde con lo preceptuado en el artículo 80 B, las personas que sean designadas fiscales no pueden tener impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez. �

	E. 2. Dispone el mismo precepto constitucional que los fiscales regionales y adjuntos cesarán en su cargo al cumplir 75 años de edad.

	E. 3. El artículo 80 C se refiere, concretamente, a la designación del Fiscal Nacional, tanto en cuanto a la forma en que habrá de hacerse, como a los requisitos que deberá cumplir la persona propuesta.

	El Fiscal Nacional es nombrado por el Presidente de la República, de una quina formada por la Corte Suprema, y con acuerdo de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, que debe adoptarse en sesión especial. Si la Cámara Alta no aprueba la proposición del Jefe del Estado, la Corte Suprema debe completar la quina sustituyendo a la persona rechazada por otra de las seleccionadas, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un  nombramiento. 

	La disposición, que exige la intervención de los tres poderes del Estado en la designación del Fiscal Nacional, tiende a  asegurar que se elija a una persona idónea en los planos personal y profesional y que dará garantías de ecuanimidad a todos los sectores.

	En cuanto a los requisitos para ser designado se requiere tener título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad  y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. �

	El Fiscal Nacional dura diez años en su cargo y no puede ser designado para el período siguiente, al igual que los regionales, con la diferencia de que estos últimos cesan en su cargo al cumplir 75 años de edad.

E. 4. El artículo 80 D establece que habrá un fiscal regional en cada región, pudiendo haber más, si la población o la extensión geográfica de la misma lo hiciere necesario.

La dispersión territorial de los fiscales de este nivel permitirá que la entidad tenga respuestas flexibles, que se adapten al dinamismo y variedad de la delincuencia, que constantemente presenta nuevos desafíos que urgen respuestas apropiadas de la sociedad.

Los designa el Fiscal Nacional, como un modo de acentuar su condición de jefe superior del organismo, a propuesta en terna de la o las Cortes de Apelaciones de la Región respectiva, dado el hecho de que puede haber una región que tenga más de una Corte. En ese último caso, el pleno conjunto de todas ellas es convocado por el Presidente de la Corte de más antigua creación.

	Deben tener el título de abogado por, a lo menos, cinco años, treinta años de edad y poseer las demás calidades para ser ciudadano con derecho a sufragio. 

Duran diez años en su cargo y no pueden ser designados como tales por el período siguiente, pero sí en otros cargos del Ministerio Público, como Fiscal Nacional o fiscal adjunto, por ejemplo.

Cesan en su cargo al cumplir 75 años de edad, de acuerdo con lo prevenido en el inciso primero del artículo 80 B. 

De esta forma, a estos últimos se le fija el mismo límite de edad, 75 años, establecido para el cese de funciones de los jueces y del Contralor General de la República (artículos 77 y 87 de la Constitución Política de la República).

E. 5. El artículo 80 E se refiere a las quinas o ternas para la designación del Fiscal Nacional o de los fiscales regionales, respectivamente, las que se formarán mediante concurso público de antecedentes y serán acordadas por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio de la respectiva Corte, en un pleno especialmente convocado al efecto, en una misma y única votación en la cual cada miembro podrá votar por tres o por dos personas, siendo elegidos los que obtengan las cinco o las tres primeras mayorías, resolviéndose los empates por sorteo.

En las quinas o ternas no pueden figurar miembros activos o pensionados del Poder Judicial.

	Acerca de la inhabilidad especial que afecta a los integrantes del Poder Judicial, ella apunta a consolidar la autonomía del Ministerio Público frente a dicho poder del Estado, justamente porque ambas instituciones deberán actuar en forma coordinada en los  procesos penales. 

	Con todo, como un paliativo, la disposición transitoria trigesimoséptima  permite que un miembro activo del Poder Judicial integre la primera quina y las primeras ternas que se formen para designar al Fiscal Nacional y a los fiscales regionales cuando se instaure el nuevo organismo en plenitud. 

Naturalmente, si resultaren designados deberán renunciar al cargo de juez o de ministro, por aplicación de los preceptos sobre inhabilidades e incompatibilidades que se hacen extensivos a los miembros del Ministerio Público.

E. 6. El artículo 80 E se refiere a los fiscales adjuntos, que serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, previo concurso público, en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva.

	Este mecanismo de provisión de los cargos asegura la vinculación jerárquica de los fiscales adjuntos al regional.

	Deben tener el título de abogado y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.

	Cesan en sus cargos por remoción, de acuerdo con las causales que deben establecerse en la ley orgánica constitucional.

	Cesan en sus cargos, además,  al cumplir 75 años de edad

E. 7. El artículo 80 G regula la remoción del Fiscal Nacional y de los fiscales regionales, precisando quiénes pueden solicitarla, las causales para pedirla, quien resuelve sobre ella y como se adopta el acuerdo respectivo.

	La remoción  pueden  pedirla el Presidente de la República, la Cámara de Diputados o diez de sus miembros. La de los fiscales regionales, además, el Fiscal Nacional.

	Las causales son incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones.

	La resuelve la Corte Suprema, en pleno especialmente convocado al efecto, por los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio.

	Se evita, con la forma propuesta, que la petición de remover a un fiscal se plantee en un contexto político, que puede generar el riesgo cierto de politizar el debate y la decisión del máximo tribunal. Además, ese procedimiento debilitaría la autonomía del Ministerio Público frente al Poder Judicial.

	La remoción se establece para aquellos casos en que las infracciones constitutivas de las causales sean gravísimas. 

Si se tratare de faltas menos graves, o leves, o de errores, la reparación deberá buscarse por la vía administrativa o del derecho común, haciendo efectivas las responsabilidades civiles y penales nacidas de actos u omisiones atribuibles a dolo o negligencia.

E. 8. El artículo 80 H hace aplicables a los fiscales del Ministerio Público el artículo 78 de la Constitución, con lo cual no podrán ser aprehendidos sin orden del tribunal competente, salvo en el caso de crimen o simple delito flagrante y sólo para ponerlos inmediatamente a disposición del tribunal respectivo.

E. 9. El artículo 80 I otorga al Fiscal Nacional la superintendencia directiva, correccional y económica del Ministerio Público, en los términos que indique la ley orgánica constitucional de este organismo. 

E. 10. La ley 19.519 agregó a la Constitución dos disposiciones transitorias, la trigesimosexta y la trigesimoséptima.

La primera preceptúa que la entrada en vigencia de la reforma constitucional, en lo que al Ministerio Público se refiere,  queda supeditada a la de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.

Esta última puede fijar diferentes fechas para su puesta en práctica y puede determinar su aplicación gradual en las diversas regiones del país.

Termina señalando que las normas de la reforma constitucional, de la referida ley orgánica constitucional y de las enmiendas que para complementar a las anteriores deban practicarse en el Código Orgánico de Tribunales y en el Código de Procedimiento Penal, sólo serán aplicables a hechos que hayan acaecido después que ellas hayan entrado en vigor, esto es, no tendrán efecto retroactivo. �

	Además, el Senado agregó una nueva disposición transitoria, la trigesimoséptima, que permite a la Corte Suprema y a las Cortes de Apelaciones integrar las primeras quinas y ternas que formen para proveer los cargos de Fiscal Nacional y de fiscales regionales, respectivamente, con un miembro del Poder Judicial. 

Si bien es cierto que la norma puede dificultar que profesionales eficientes y motivados que hoy forman parte del Poder Judicial pasen a engrosar las filas de los fiscales, no lo es menos que, si su vocación es auténtica y profunda, ellos podrán optar por renunciar a una carrera estable, en la que gozan de inamovilidad,  y optar entre ambas en caso de que sean designados fiscales. 

La disposición transitoria no da margen para que los jubilados y los pensionados del Poder Judicial puedan integrar estas primeras quinas.

2. El Ministerio Público en el nuevo Código Procesal Penal.�tc "2. El Ministerio Público en el nuevo Código Procesal Penal." \f C \l 2�

El Ministerio Público, encargado de la instrucción, intervendrá antes y durante el proceso penal, en las etapas de investigación preliminar, de la formalización de la instrucción, del cierre de la investigación, de la acusación y del juicio oral.

Al objeto de recordar la forma en que operarán los fiscales en cada una de esas etapas, cabe tener en consideración los siguientes antecedentes.

	Durante la investigación preliminar, el Ministerio Público actúa con criterios de objetividad, como sucede hoy en día con los  jueces del crimen; se le imponen  deberes en función de la víctima, siendo el principal de ellos el deber de adoptar medidas para protegerla, debiendo, además, darle toda la información que la víctima requiera; se obliga a los fiscales a motivar sus decisiones y requerimientos, y se les exige inhabilitarse si les afecta una causal que obste a su objetividad.

	El problema más complicado que se presenta en la etapa de la investigación preliminar es que es desformalizada.

La nueva disposición del artículo 19, N° 3, que exige del legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y de una investigación racionales y justos, apunta a exigir que la investigación que pudiera dar lugar a un proceso  debe ceñirse también a los requisitos de justicia y racionalidad. 

Si se tiene en cuenta que la pesquisa que realice el Ministerio Público no tiene carácter jurisdiccional, resultó imperativo, entonces, sujetarla también, expresamente, a las exigencias que la Carta Fundamental impone al procedimiento. 

	Durante el transcurso de la investigación, la actividad del fiscal está sujeta a controles.  El Ministerio Público puede ser renuente a investigar, pues tiene la posibilidad de no iniciar la investigación o de abandonar la ya iniciada, o de resolver el archivo provisional de los antecedentes. 

	Si el Ministerio Público resuelve no iniciar la investigación, la víctima, mediante la interposición de la querella, puede provocar la intervención del juez, el que, si la admite a tramitación, obliga al Ministerio Público a investigar. 

	Si el Ministerio Público resuelve el archivo provisional de los antecedentes, la víctima tiene el derecho de solicitar del fiscal la reapertura del procedimiento y la realización de diligencias de investigación; puede reclamar también ante las autoridades superiores del Ministerio Público y, por último, interponer una querella, la que, admitida por el juez, genera la obligación de investigar.  

	El efecto principal de estas normas es que el Ministerio Público no tiene el monopolio de la acción penal.  En esta etapa previa, la resistencia del Ministerio Público a investigar está sujeta al control del juez.

	La formalización de la instrucción ante el  juez de control de la instrucción tiene por finalidad dar a conocer al imputado el hecho de encontrarse el fiscal desarrollando una investigación penal en su contra. El fiscal lo hará para provocar la declaración judicial del imputado o cuando requiriere de la intervención judicial para adoptar medidas que puedan afectar los derechos de éste. Formalizada la instrucción, el fiscal pierde el derecho de archivar provisionalmente el procedimiento y empieza el plazo de dos años que tiene para cerrar la investigación, pudiendo el juez de control fijarle uno inferior. 

	El fiscal puede pedir al juez pasar de inmediato al juicio oral o la suspensión condicional del procedimiento. Se pueden aceptar, asimismo, acuerdos reparatorios entre el imputado y la víctima si se tratare de delitos que recaen sobre bienes jurídicos disponibles de carácter patrimonial. 

	Finalizada la instrucción y cerrada la investigación, el fiscal puede solicitar el sobreseimiento definitivo o temporal, o formular acusación, todo ello con intervención del juez de control de la instrucción. Si decide acusar, se debe llevar a cabo la audiencia de preparación del juicio oral, al término de la cual el juez  dicta el auto de apertura del mismo.

 	Se llega, por fin, al  juicio oral, en el que se produce una paridad entre los diferentes intervinientes. En esta etapa, si el tribunal estima que la actividad investigadora del Ministerio Público resulta insuficiente, puede decretar pruebas, lo que en sí mismo es una excepción del procedimiento acusatorio, en el cual debe existir absoluta imparcialidad de parte del juzgador.

	Todo lo anterior demuestra que, pese a su autonomía funcional, el Ministerio Público nunca está fuera de controles.

	Esa autonomía funcional, en todo caso, no tiene otro propósito que evitar que la Corte Suprema, ejerciendo la potestad disciplinaria que la Constitución Política de la República le reconoce, incursione dentro de la actividad del Ministerio Público, indicándole que realice tal o cual cosa.

	En la práctica, empero, en todas las actuaciones en que participe el juez de control de la instrucción, quien tendrá la última palabra será la Corte Suprema. Lo anterior, por cuanto sigue vigente la norma constitucional que otorga a la Corte Suprema la superintendencia directiva, correccional y económica sobre todos los tribunales de la República, salvo determinadas excepciones. En ejercicio de esas atribuciones, perfectamente la Corte Suprema puede ver qué es lo que el tribunal hace respecto del Ministerio Público.

	3. Informe  técnico-financiero.�tc "3. Informe  técnico-financiero." \f C \l 2�

	De acuerdo con lo informado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el proyecto irrogará gastos operativos por un total de $ 43.052.205.000, que se desglosan en $ 37.436.700.000 en remuneraciones y $ 5.615.505.000 en bienes y servicios de consumo. 

	Para el año 1999, se prevé la designación del Fiscal Nacional, de los fiscales regionales y adjuntos de la IV y IX Región, con sus respectivos equipos de apoyo, y la designación de los fiscales regionales (4) de la Región Metropolitana de Santiago.

	Para el año 2000, se prevé la contratación del equipo de apoyo de las fiscalías regionales de la Región Metropolitana de Santiago, de los fiscales adjuntos y sus respectivos equipos de apoyo, más la designación de los restantes fiscales regionales.

	Para el año 2001, se prevé la contratación del equipo de apoyo de las fiscalías regionales del resto del país, la designación de los fiscales adjuntos y de sus equipos de trabajo.

	Para el año 2002, se prevé la operación del sistema en todo el país.

	Los gastos en inversiones ascienden a $ 46.523.892.000, que se desglosan de la forma siguiente:

	— Equipamiento, $ 1.439.066.000.

	— Infraestructura, $ 35.380.390.000.

	— Computación, $ 9.704.436.000.

	De acuerdo con antecedentes aportados a la Comisión por don Rafael Blanco Suárez, el monto anual que en la actualidad se destina al Poder Judicial asciende a cincuenta y seis mil millones de pesos. 

Los recursos que dicen relación con este proyecto de ley sólo se refieren a dotar de un Ministerio Público al país y no consideran los que requerirá el Poder Judicial en razón de la reforma procesal penal.

Agregó, al respecto, que se deben elegir los cargos de jueces de control de la instrucción, los cargos de jueces del juicio oral y se debe dotar de equipamiento e infraestructura a los nuevos tribunales, al objeto de que el Poder Judicial responda de manera armónica a la lógica del cambio. 

El aumento está medido no sólo desde la perspectiva de su rentabilidad social, sino también desde la perspectiva de su rentabilidad financiera.  

El aumento de gastos y la inyección de recursos en el sistema judicial, que supone la reforma, resulta más rentable, social y financieramente, que si esos mismos recursos se tomaran y se invirtieran en el actual sistema, manteniendo su lógica. 

El nuevo sistema —claramente— ofrece mayor cantidad de soluciones y, también, más rápidas, por lo que se produce un estándar de mejoramiento de la justicia.

La razón por la cual las cifras del informe financiero de Hacienda son un 10% menor que las señaladas en el informe técnico de Justicia, radica en el castigo a las remuneraciones que no aparecían reflejadas en las cifras presentadas. �

	Ha de recordarse que, para dar flexibilidad a la estructura de personal del Ministerio Público, se estableció que era necesario establecer un patrón de remuneraciones, por tramos.

	El ejercicio que se ha realizado es llevar las cifras al límite superior.  Se ha comparado con el Poder Judicial, el que, de los cincuenta y seis mil millones de pesos que se le asignan, destina entre el 70% y el 80% a remuneraciones, por lo que gasta, actualmente, entre cuarenta mil y cuarenta y cuatro mil millones de pesos en remuneraciones.

	4. Opinión de la Corte Suprema.�tc "4. Opinión de la Corte Suprema." \f C \l 2� 

	La Corte Suprema, por oficio N° 969, de 9 de junio de 1998, formuló diversas observaciones al proyecto, con el único propósito de colaborar en la labor legislativa inherente a esta importante iniciativa, dejando expresa constancia de que, en cuanto no tiene que ver con esa Corte ni, en general, con la organización y atribuciones de los tribunales, no le correspondía emitir opinión al tenor del inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política de la República.

	Desde un punto de vista general, observa que en este proyecto de ley no se incluye norma alguna tendiente a modificar la denominación “Ministerio Público” contenida en el Código Orgánico de Tribunales y otros códigos y leyes vigentes, por corresponder a una institución diferente de aquella creada en el capítulo VI-A de la Carta Fundamental y de aquella a que se refiere esta iniciativa. Le parece obvio que el órgano auxiliar de la administración de justicia, denominado también “Ministerio Público” (artículos 350 al 364 del C.O.T.), no puede continuar con ese nombre después de la reforma constitucional de la ley N° 19.519.

	Después de formular algunas observaciones particulares respecto de algunos artículos, que no es del caso señalar en esta oportunidad, hace presente que echa de menos una disposición que señale el estatuto jurídico al que estarán sujetos los funcionarios del Ministerio Público en lo tocante a sus relaciones con el Estado.

	Como tales funcionarios no pertenecen a un servicio creado para el cumplimiento de la función administrativa del Estado propiamente tal, podría entenderse, al tenor del artículo 1° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, que este cuerpo legal no les sería aplicable, a menos que el proyecto de ley en estudio así lo estableciera.

	Si nada se dijese sobre este particular, existiría el riesgo de que se sostuviera que las relaciones del personal del Ministerio Público con el Estado quedarían sometidas al Código del Trabajo, al tenor del inciso tercero del artículo 1° de este cuerpo legal, por cuanto no se aplicaría a su respecto el Estatuto Administrativo, según lo dicho. Esto plantearía dudas, porque el Código del Trabajo no contiene reglas relativas a asuntos propios del ejercicio de la función pública, tales como las referentes a comisiones, viáticos, permutas y otras materias. Por otra parte, en la medida en que el Ministerio Público ejercerá una actividad necesaria para el cumplimiento de una función esencial del Estado, que es irrenunciable e indelegable, no parecería acertado sujetar a sus agentes a normas dictadas para regular las relaciones de empleadores particulares con sus trabajadores.

Discusión y aprobación en general del proyecto.�tc "Discusión y aprobación en general del proyecto." \f C \l 1�

	Vuestra Comisión inició el estudio del proyecto con una información global sobre el mismo de parte de la señora Ministra de Justicia, doña Soledad Alvear Valenzuela, quien concurrió acompañada del encargado de la Unidad Coordinadora  de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, el abogado Rafael Blanco.

	Indicó la señora Ministra que con el envío de esta iniciativa a trámite parlamentario, se completa una primera fase de reformas del sistema procesal penal, que empezara con el Código Procesal Penal y continuara con la reforma constitucional relativa al Ministerio Público.

	Dio a conocer que en el curso del presente año, el Gobierno enviará a trámite legislativo el proyecto de Defensoría Pública, que constituye el complemento y contrapeso necesario de las funciones y atribuciones de los fiscales del Ministerio Público.

	Con la presentación de este proyecto, el Supremo Gobierno manifiesta, una vez más, con hechos concretos, la voluntad de llevar adelante el proceso de modernización del sistema judicial como tarea prioritaria y como exigencia de la profundización de nuestro sistema democrático.

	El Gobierno se encuentra firmemente convencido de la necesidad de modificar el actual sistema de enjuiciamiento criminal, basado en un juicio oral público ante jueces de derecho, que consagre y garantice los principios de inmediación, imparcialidad y publicidad, con un sistema de instrucción informal que asegure una investigación eficiente y desburocratizada, encargando la misma al Ministerio Público.

	De esta forma, se busca asentar efectivamente el principio elemental y básico de imparcialidad y separar las funciones de investigación y juzgamiento, quedando radicada la primera en el Ministerio Público y la segunda en los jueces del juicio oral.

	Esta inserción orgánica responde a la necesidad de separar radicalmente las funciones del Ministerio Público de aquellas atinentes al Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial, pues la experiencia comparada presenta ejemplos elocuentes de la inconveniencia que dichos modelos conllevan.

	Destacó que en esta ley orgánica se contempla un completo sistema de control y de responsabilidades del Ministerio Público, cuyos fiscales tendrán responsabilidad civil y penal por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.

	La responsabilidad penal se podrá hacer efectiva por los delitos de los fiscales en el ejercicio de sus funciones, siempre que la causa en que se supone que se cometió el delito esté terminada por sentencia firme o se haya sobreseído temporal o definitivamente y, además, que se haya declarado la admisibilidad de la querella de capítulos, conforme a las disposiciones contenidas en el Código Procesal Penal.

	Los fiscales tendrán también responsabilidad disciplinaria, la que podrá hacerse efectiva por cualquier interesado ante las autoridades superiores del Ministerio Público.

	Tanto el Fiscal Nacional como los fiscales regionales pueden ser removidos por la Corte Suprema a petición del Presidente de la República, o por solicitud de diez o más diputados, previa declaración de su mal comportamiento. 

	Los fiscales adjuntos podrán ser removidos por el Fiscal Nacional, a solicitud del fiscal regional, cuando exista una mala evaluación de su rendimiento o haya transgredido gravemente los deberes del servicio.

	Existe, además, el control judicial y jurisdiccional que, respecto de las actuaciones de los fiscales, posee el juez de control de la instrucción. A éste corresponde, durante el desarrollo de la investigación, intervenir en todas aquellas ocasiones en las que se afecte o pueda afectar, a través de las actuaciones o resoluciones del Ministerio Público, un derecho personal o una garantía constitucional de las personas.

	Por último, el Fiscal Nacional está obligado a rendir, en forma pública, una cuenta anual de las actividades de la Institución. 

	La señora Ministra  también destacó las prohibiciones que afectan a los funcionarios del Ministerio Público, que les impiden ejercer facultades, atribuciones o representación de las que no estén legalmente investidos, o no les hayan sido delegadas conforme a la ley.

	Sobre el tema del estatuto del personal del Ministerio Público, recordó que, desde el comienzo de la discusión de la reforma procesal penal, existe la decisión de que el sistema laboral por el cual deben regirse quienes desempeñen labores profesionales y administrativas en el Ministerio Público sea flexible y permita movilidad, basado en calificaciones permanentes y en un sistema de remuneraciones a las que se sumen asignaciones por desempeño laboral. 

	Esto permitirá contar con una institución moderna, que pueda establecer procesos de trabajo acorde con los requerimientos de sus funciones, que disponga de personal que responda a estos requerimientos con dinamismo, con eficiencia y con eficacia. �

--------

	Terminada la exposición de la señora Ministra, diversos Diputados hicieron presente sus reservas acerca de algunas disposiciones del proyecto, como aquellas que reproducen parcialmente o en forma inexacta normas constitucionales relativas al Ministerio Público; las que contemplan la existencia de fiscales coordinadores especializados, categoría de fiscales que la Constitución no contempla; las que aluden a la inamovilidad del Fiscal Nacional en su cargo; las que se refieren al nombramiento del Fiscal Nacional y de los fiscales regionales, lo que de acuerdo con la Carta Fundamental debe hacerse previo concurso público de antecedentes y no mediante un sistema de audiencias como se propone, en donde se evalúa la idoneidad de los postulantes; las relativas a la subordinación de los fiscales al Fiscal Nacional, que podrían considerarse atentatorias al grado de independencia con que deben actuar los primeros, o las atinentes a las actuaciones de los fiscales, particularmente en cuanto a la publicidad de las mismas.

	El tema de la naturaleza jurídica del Ministerio Público también fue objeto de debate, atendida su autonomía constitucional, especialmente en lo que se refiere a la aplicabilidad o no aplicabilidad de las disposiciones de la ley de Bases Generales de la Administración del Estado, en temas tan importantes como la probidad administrativa y la carrera funcionaria.

	Las actuaciones de la Contraloría General de la República y los eventuales conflictos que pudieran suscitarse entre el Ministerio Público y las facultades del Consejo de Defensa del Estado, el Servicio de Aduanas o el Servicio de Impuestos Internos también concitaron el interés de la Comisión.

	Llamó también la atención la ausencia de disposiciones transitorias que permitieran una aplicación gradual de las nuevas disposiciones sobre investigación de los hechos punibles y sobre el ejercicio de la acción penal pública. Se debe cumplir el mandato constitucional que establece que la ley orgánica constitucional regulará el régimen de transición.  Esto es, debe regular el proceso de instalación progresiva del Ministerio Público.

	Una preocupación generalizada motivó el hecho de que el proyecto viniera acompañado de un informe técnico financiero general, que sólo señala que la aplicación de este proyecto no importará gasto fiscal durante el ejercicio presupuestario del año 1998.

	Varios señores diputados fueron de opinión de que ese informe no daba cumplimiento al artículo 14 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que obliga a acompañar los antecedentes que expliquen los gastos que pudiere importar la aplicación de las normas del proyecto, la fuente de los recursos que la iniciativa demande y la estimación de su posible monto.

--------

	La señora Ministra de Justicia aclaró que los eventuales conflictos entre el Ministerio Público y otros órganos del Estado se resolverán en una o más leyes adecuatorias. � Recordó, al efecto, que en la ley que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes se otorgó al Consejo de Defensa del Estado la facultad de realizar la investigación administrativa sobre lavado de dinero, pero ya en el mensaje respectivo se indicó que esa facultad se mantendría mientras no entrara en vigencia la normativa que establece el Ministerio Público.

	En cuanto al informe técnico-financiero, informó que estaría — y lo estuvo— elaborado aproximadamente a mediados de mayo.

--------

	En definitiva, la Comisión optó por no votar la idea de legislar sin antes contar con el informe financiero que precise el costo de esta iniciativa. 

--------

	Sin perjuicio de lo anterior y con el objeto de no entrabar la discusión del proyecto, acordó continuar el estudio del mismo escuchando a las diversas personas invitadas.

--------

	El abogado señor Miguel Otero Lathrop, Presidente del Instituto de Derecho Procesal, fue de opinión de que el proyecto tenía carencias, dado que hay materias que no ha considerado, como la estructura completa que tendrá el servicio que regula.  

	El proyecto no contiene nada o muy poco de lo que caracteriza a una ley orgánica, porque no regula lo relativo a las plantas de funcionarios, ni su ubicación geográfica. El proyecto habla de los fiscales, pero nada dice acerca de su número, salvo en lo concerniente a los fiscales regionales, ni sobre el régimen jurídico aplicable, esto es, si se les aplica el estatuto administrativo o la legislación general del trabajo o un estatuto propio.  Tampoco nada se establece respecto del personal administrativo, ni sus categorías, ni su calificación, ni sus remuneraciones, ni los elementos necesarios para efectuar los nombramientos, ni el régimen jurídico aplicable.  

	El proyecto de ley no otorga al Fiscal Nacional la facultad para fijar la planta del Ministerio Público, por lo que no podría hacerlo, ya que en derecho público sólo se puede hacer lo expresamente permitido.

	En síntesis, el proyecto de ley no considera los elementos que son necesarios para el funcionamiento del servicio, por lo que no es una ley orgánica.

	En el caso de los fiscales coordinadores especiales, señaló que la Constitución Política de la República sólo considera al Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos.  

	Recordó que, en el momento de reformar la Constitución, se discutió qué ocurriría en el caso de que se quisiere nombrar un fiscal especial, y se concluyó que podía ser nombrado de entre los fiscales regionales o adjuntos, esto es, un fiscal considerado en la normativa.  Es una situación análoga a la de los ministros visitadores, o de los ministros sumariantes, o de los ministros de Cortes de Apelaciones constituidos en tribunal unipersonal, que no están establecidos en la Constitución, sino solamente en el Código Orgánico de Tribunales.

	Por lo mismo, la ley orgánica constitucional deberá indicar cuál será la categoría de los fiscales coordinadores especiales. En lo personal, piensa que deberían ser fiscales adjuntos.

	Los fiscales coordinadores, tal como se los propone en el proyecto de ley, están al margen de la Constitución Política de la República.

	Sugirió que la ley orgánica constitucional del Ministerio Público  siguiera el modelo del Código Orgánico de Tribunales, reproduciendo lo que corresponda y desechando lo inconveniente.

	Debe regularse lo relativo a las permutas, traslados, ascensos, calificaciones, etcétera.  Si no, debe aplicarse el Código del Trabajo, salvo en lo que dice relación con la remoción, que está regulada en la Constitución.

	Formuló, además, diversas observaciones al articulado del proyecto, las que la Comisión acordó tener en consideración durante la discusión en particular de esta iniciativa.

--------

	Más tarde, la Comisión tomó conocimiento de los criterios que se han tenido en consideración para definir las estructuras de organización del Ministerio Público y sus unidades de trabajo; la dotación de su personal, tanto profesional como administrativo, en los niveles nacional, regional y local; el gasto que irrogará; el estatuto de su personal, y la implementación gradual de la reforma procesal penal.

	Sobre el particular, se hizo saber que el último estudio cuantitativo presentado respecto al tema de la reforma procesal penal, es el denominado “Formulación y aplicación de un modelo de localización de tribunales y fiscalías de la justicia criminal oral”, realizado por la Escuela de Ingeniería Industrial de la Universidad Católica de Valparaíso, de octubre de 1997, que fuera solicitado por la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

	En el informe final respectivo, se formula  una proposición fundamentada sobre la ubicación geográfica, a lo largo del territorio nacional, de las fiscalías del Ministerio Público, de los tribunales de control de la instrucción y de los tribunales colegiados del juicio oral. �

	Para tales efectos, se utilizó un modelo matemático desarrollado por la referida Universidad, que arroja resultados para cada una de las regiones del país para el período 1997-2005, teniendo como función-objetivo minimizar el costo total del sistema, es decir, la suma de los costos asociados a la instalación, operación y ampliación de entidades y el asignable al traslado de las personas hasta la entidad correspondiente.

	Con tal fin, se tomaron en consideración los siguientes criterios:

	a) Demanda.

	Para toda causa que ingrese al sistema judicial, existirá siempre la entidad correspondiente que pueda atenderla, esto es, la demanda por justicia siempre será satisfecha.

	b) Optimalidad.

	Dado que los recursos disponibles son escasos, la localización y el número de entidades serán óptimos desde la perspectiva de los costos de instalación, operación y ampliación, y del costo total del desplazamiento de las personas. Igualmente, se optimizará el momento de la creación y de la ampliación de las entidades.

	c) Equidad.

	La distancia que se deba recorrer para acceder a la entidad correspondiente será similar a lo largo del país, considerando las distancias que normalmente recorren las personas en cada región para realizar actividades de naturaleza semejante.

	d) Eficiencia.

	Las entidades tendrán una carga de trabajo proporcional a su capacidad de atención y relativamente homogénea en cada una de ellas a lo largo dell país.

	e) Competencia.

	Todas las causas que se originan en una comuna determinada, serán atendidas por la fiscalía, juzgado de control y tribunal oral correspondiente a esa comuna.

	f) Estabilidad territorial.

	Las entidades no cambiarán de ubicación geográfica durante el horizonte de planificación, como tampoco cambiará la jurisdicción territorial asignada a cada entidad durante el mismo período, salvo, claro está, que se instale una nueva entidad en la región.

	g) Regionalización.

	Todas las causas que se generen en una región serán atendidas en la misma sin excepción.

	Como factores relevantes para una adecuada solución del problema en estudio se tomaron en cuenta la demanda, capacidad, costos y horizonte de planificación.

	La demanda por justicia en materia criminal está representada cuantitativamente, en el caso del Ministerio Público, por la cantidad de causas ingresadas a nivel de comuna, ante la fiscalía correspondiente. En el caso del juez de control de la instrucción, por el número de causas anuales generadas en su territorio jurisdiccional y que lleguen a la audiencia judicial. Para los tribunales colegiados, por el número de causas anuales que se producen en el territorio jurisdiccional y que llegan a la instancia del juicio oral.

	La capacidad de atención, para el caso del Ministerio Público, es la cantidad de causas que un fiscal es capaz de tramitar en un año. Para el juez de control de instrucción, está dada por la cantidad de causas anuales que debe controlar o fallar. Para los tribunales colegiados, está dada por la cantidad de juicios orales que un tribunal es capaz de fallar anualmente.

	Los resultados obtenidos fueron los siguientes:

Región�Fiscal��Juzgado de control�Tribunal oral��I�1.425�876�172��II�1.378�841�172��III�1.510�919�180��IV�1.379�821�167��V�1.213�745�168��VI�1.297�790�170��VII�1.279�758�194��VIII�1.289�781�171��IX�1.292�752�185��X�1.433�853�210��XI�1.785�1.053�202��XII�1.502�872�168��RM�1.173�701�158��	Los costos relevantes corresponden a los costos de inauguración de fiscalías, tribunales de control de la instrucción y tribunales orales, los costos de ampliación de esas entidades debido a un aumento esperado de demanda y los costos de traslado de las personas hasta dichas entidades.

	El horizonte de planificación fue de 9 años (1997-2005), divididos en trienios, período que  permite efectuar proyecciones realistas y da pie a que el sistema refleje cambios en la demanda:

Entidades por Región y período.

�Fiscales�Juzgados de control�Tribunales orales��Región�97-99�00-02�03-05�97-99�00-02�03-05�97-99�00-02�03-05��I�19�19�19�11�11�13�4�5�5��II�21�21�22�12�13�13�4�4�5��III �11�12�13�7�8�8�3�3�3��IV�17�18�20�10�11�12�4�4�4��V�61�65�70�37�37�42�12�13�14��VI�24�25�27�15�16�18�5�5�5��VII�30�31�34�19�19�21�5�5�6��VIII�59�61�63�34�36�37�10�11�11��IX�30�31�33�20�21�22�5�5�5��X�36�38�39�21�22�24�7�7�7��XI�6�7�7�5�5�5�1�1�1��XII�7�7�8�5�6�6�2�2�2��RM�259�290�323�158�178�196�54�61�65��Total Nacional�580�625�678�354�383�417�116�126�133��	El Ministerio de Justicia, a través de su Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal, presentó un informe técnico de costos del Ministerio Público, anexo a los antecedentes del proyecto, de 11 de mayo de 1998.

	De dicho informe, es útil destacar los siguientes antecedentes:

	— El total de fiscales del Ministerio Público que habrá en el país es de 642: 1 Fiscal Nacional; 16 fiscales regionales; 151 fiscales adjuntos jefes de locales, y 474 fiscales adjuntos.

	— El número de ayudantes de fiscales es de 550. Cada fiscal adjunto tendrá un ayudante de fiscal, no así los fiscales adjuntos jefe de la oficina, salvo en donde la fiscalía tenga un solo fiscal adjunto, en que sí contará con un ayudante.

	— La dotación de personal del Ministerio Público, a nivel nacional, es de 3.617. De esa cifra, 2.975 corresponden a la dotación de personal de apoyo, lo que da  4,6 personas de apoyo por cada fiscal.

	Ellos se distribuyen de la forma siguiente:











�Dotación fiscales�Dotación personal de apoyo�Total personal��Fiscalía Nacional�1�47�48��Fiscalía Regional�16�464�480��Fiscalía Local�625�2.464�3.089��Total Nacional�642�2.975�3.617��	— El número previsto de jueces de control de instrucción es de 383.

	— El número de jueces de  tribunal del juicio oral son 378. Cada uno de estos tribunales tiene tres jueces.

	Ha de tenerse en consideración que en la actualidad existen 233 jueces de letras con competencia en materia penal, de los cuales 170 tienen jurisdicción común y sólo 63 conocen exclusivamente materias penales.

--------

	El señor Carlos Valdivieso, Gerente de la Fundación Paz Ciudadana, hizo saber que habían desarrollado una simulación del proceso penal oral con el objeto de determinar las cifras necesarias para hacer funcionar la propuesta del nuevo Código Procesal Penal.

	Para tales efectos, se utilizó un “software” que se emplea para simular procesos industriales, al objeto de aplicarlo al nuevo sistema procesal penal.  

	Se dividió el proceso en sus diversas etapas, desde el ingreso de la denuncia al Ministerio Público. El modelo considera todas las posibilidades del procedimiento, esto es, por ejemplo, el archivo de las causas, salidas alternativas, juicio oral, etcétera.  Se dividió a los delitos según su complejidad y según el bien jurídico que afecten.  Se ingresaron dos millones y medio de causas para simular el funcionamiento del sistema por el lapso de cinco años. 

	Se pretende que el nuevo sistema no tenga más del 11% de causas pendientes al año, calculado sobre un total de quinientas mil causas ingresadas al sistema por año. En la actualidad, se llega aproximadamente al 35% de causas pendientes al año.

	La simulación permitió determinar la cantidad de jueces y de fiscales que se necesitan para alcanzar a tener no más del 11% de las causas pendientes.  

Para hacer funcionar el sistema, se requieren seiscientos veinticinco fiscales, trescientos ochenta y tres jueces de control de la instrucción y trescientos setenta y ocho jueces de tribunales orales.  Esto significa aumentar la planta del país, en lo relativo a producción de justicia, en aproximadamente cinco veces lo que actualmente existe.  Hoy hay aproximadamente doscientos cincuenta jueces.

	Una vez determinado el número de fiscales y de jueces, se debió decidir cómo se reparten en el territorio nacional.  Para esto, se utilizó el modelo elaborado por la Universidad Católica de Valparaíso, que distribuye tribunales siguiendo los criterios anteriormente mencionados.

	El modelo indicó que el país necesita ciento cincuenta y una fiscalías repartidas, servidas por seiscientos veinticinco fiscales, de los cuales el 46%, esto es, doscientos noventa fiscales, aproximadamente, corresponden a la Región Metropolitana de Santiago; el 10% a la Quinta Región, con setenta y cinco fiscales; el 9% a la Octava Región, con sesenta y un fiscales.  El resto se distribuye en las demás Regiones del país.

	Lo importante —según destacó— es que los números no se inventaron, sino que fueron el resultado de una operación científica.  Tampoco su distribución se determinó arbitrariamente, sino siguiendo criterios de equidad, de acceso, de homogeneidad en la carga laboral, etcétera.

	Se consideraron los datos aportados por los actores del sistema, esto es, por los jueces, por abogados, por quienes participan en el sistema vigente en el país y por quienes desarrollan funciones en sistemas comparados semejantes al sistema procesal penal en discusión.

	También se trabajó en determinar los equipos de trabajo de cada fiscal regional, que coadyuvan en el cumplimiento de la función de persecución criminal y de las fiscalías locales.  Se ha determinado la dotación de personal administrativo, que considera desde personal profesional, tales como contadores, hasta empleados que cumplirán funciones en la recepción, como chofer o “junior”.

La propuesta es mejor que el sistema actual, pero no constituye lo óptimo.

	Si este país fuera infinitamente rico, es posible representarse cuántos fiscales se necesitarían para que no hubiese causas pendientes.  La respuesta a esta interrogante es la cantidad de mil doscientos fiscales.

	La proposición del proyecto de ley significa el 11% de causas pendientes, lo que significa un poco más de cincuenta mil causas pendientes por año.

	El gasto social que representa el proyecto resulta razonable dentro del gasto social total del país. Se estima, además, que el gasto social que significa el proyecto resulta rentable. Así ha opinado la Universidad Católica.  

Para responder a si constituye o no constituye una prioridad, debe considerarse la incidencia que tiene la reforma en el tema de la reducción de la delincuencia y cómo ésta afecta en la actualidad al 40% más pobre del país.

--------

	Sobre la elección de las regiones pilotos para el inicio de la reforma procesal penal, el señor Rafael Blanco Suárez, Jefe de la Unidad de Coordinación de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, señaló que el Presidente de la República había elegido a las Regiones de Coquimbo y de La Araucanía basado en criterios absolutamente técnicos, habiendo tenido en consideración, entre las diversas variables, las características físicas del territorio; las facilidades de las comunicaciones; la realidad urbana y rural; la jurisdicción especializada de tribunales; el tamaño y la carga de trabajo actual de la jurisdicción del crimen regional, y el grado de complejidad institucional, que dice relación con el compromiso de la comunidad jurídica y de las Facultades de Derecho de la zona para que se lleve adelante en su jurisdicción la primera experiencia.

En la implementación del sistema procesal penal, existe una doble gradualidad. 

Primero. Este sistema no va a comenzar a operar en todo el país al mismo tiempo, sino que lo hará inicialmente en dos regiones, la IV y la IX, en seguida en la Región Metropolitana de Santiago y luego en todas las Regiones. 

Segundo. Los casos que el Ministerio Público va a comenzar a ver hacia el futuro son todos los hechos nuevos, mientras que los acaecidos con anterioridad a la puesta en marcha del sistema van a ser conocidos de acuerdo al modelo anterior, por los actuales jueces del crimen. 

Eso significa que, desde el punto de vista de la estructura, no se necesita que todo esté instalado el primer año. Incluso es posible que el primer año no exista ningún juicio oral.

Se parte por la elección, a finales de este año, del Fiscal Nacional.  Esto da inicio, en el año 1.999, a actividades tales como la elección de los fiscales de las regiones del plan piloto. La necesidad de elegir al Fiscal Nacional radica en que participa, junto al Poder Judicial, el Ejecutivo y el Senado, en la elección de los fiscales regionales.  A su vez, los fiscales regionales proponen al Fiscal Nacional los fiscales adjuntos.  

También durante el año 1.999, el Fiscal Nacional debe designar al personal de las unidades de apoyo, esto es, de las gerencias de área ya indicadas.  Lo propio deben hacer los fiscales regionales.  Por último, se debe contratar a los fiscales adjuntos que cumplirán sus funciones en las fiscalías del plan piloto.  Este año se caracteriza por el reclutamiento, selección y capacitación del personal que cumplirá funciones durante el año 2.000 en dos regiones, el año 2.001 en la Región Metropolitana de Santiago y el año 2.002 en el resto del país.

	En el año 2.000, se inician las actividades en las dos regiones del plan piloto, se contrata al personal de apoyo de las fiscalías regionales y locales de la Región Metropolitana de Santiago, se implementa la infraestructura para la Región Metropolitana de Santiago y la contratación de los fiscales regionales del resto de las regiones del país.

	En el año 2.001, se inicia el funcionamiento del sistema en la Región Metropolitana de Santiago, se contrata a los fiscales locales del resto del país, se contrata el personal de apoyo de las fiscalías locales del resto de las regiones del país y se implementa la infraestructura de las fiscalías locales en el resto de las regiones.

	En el año 2.002, se inicia el funcionamiento del sistema en el resto de las regiones del país, en la idea de que a fines del año el sistema estará funcionando en todas las regiones de Chile.

La planta de personal está diseñada sobre la base de un mecanismo que establece remuneraciones diferenciadas para las diversas categorías de fiscales, ejecutivos, profesionales, administrativos, técnicos y auxiliares. Cada una de estas personas han sido asimiladas desde el punto de vista de sus remuneraciones, a grados más o menos similares del Poder Judicial, con un piso y un techo, lo que permite establecer distintos rangos,  dependiendo del grado de experiencia o de otros factores relevantes.

La planta no es rígida desde el punto de vista de su número. Si lo fuera, se estaría introduciendo la clásica rigidez de la cual se ha estado renegando en el último tiempo y que tanto daño le causa a la administración del Estado. Cada fiscalía decidirá, de acuerdo a la carga de trabajo que tenga y de acuerdo a la estructura que se dé, si requiere, por ejemplo, dos o tres guardias. Ponerlo en la ley sería claramente un error.

Explicó que la estructura de la Fiscalía Nacional considera un Gerente Nacional y las divisiones de recursos humanos; de evaluación, control y desarrollo; de informática; de finanzas, y de estudios legales y criminológicos. 

La división de recursos humanos es la encargada de la generación de las políticas de reclutamiento, selección y capacitación de personal, por lo que cumplirá un papel fundamental en la puesta en marcha del sistema.  

La división de finanzas estará a cargo del desarrollo, ejecución y evaluación del presupuesto.  

La división de evaluación, control y desarrollo tendrá a su cargo la necesidad de evaluar la marcha del Ministerio Público en las diversas categorías en que éste se divida, esto es, nacional, regional y local, generando políticas para el incentivo del personal.  

La división de informática constituirá el soporte que permitirá el desarrollo de la política del sistema de informaciones de la Fiscalía Nacional. 

La división de estudios legales y criminológicos se hará cargo del soporte conceptual.  

Además, existirán los funcionarios administrativos.

	Cada una de las divisiones es dirigida por un gerente. Los gerentes son coordinados por el Gerente Nacional.  

Se ha pretendido separar las funciones de persecución criminal y de representación que tiene el Fiscal Nacional de las funciones de control administrativo, o sea, del soporte que hace posible que el Fiscal Nacional, entre otras cosas, imparta las instrucciones generales a las fiscalías regionales sobre cada uno de los temas relativos a cada una de las divisiones, como, por ejemplo, sobre políticas de recursos humanos, políticas de administración de presupuestos, políticas de evaluación e incentivo del personal, de capacitación del mismo, de los diseños de información, de los soportes de estudios legales y criminológicos para elaborar criterios de política criminal a lo largo del país.

	La estructura de las fiscalías regionales es semejante a la estructura de la Fiscalía Nacional.  Cuenta cada una con un gerente regional y con las divisiones de recursos humanos; de evaluación, control y desarrollo; de informática; de finanzas, y de estudios legales y criminológicos, además de funcionarios administrativos.

	Recordó que la reforma constitucional que creó el Ministerio Público centra la importancia del servicio en el Fiscal Nacional y en los fiscales regionales. y, en el conjunto de controles y responsabilidades, que son claves en la organización, estructura y funcionamiento de la Fiscalía.  

El Fiscal Nacional puede dictar orientaciones generales que deben ser cumplidas por los fiscales.  

En la labor de persecución criminal propiamente tal, el fiscal regional tiene un importante grado de autonomía, que tiene como fundamento las diversas realidades político-criminales de cada región, que requieren la adecuación de la persecución criminal y del soporte necesario para el cumplimiento de las funciones.

	Dio a conocer que el organigrama de una fiscalía local grande, desde el punto de vista administrativo, considera un administrador general, las unidades de contabilidad, de recepción, de informática, de archivos, de denuncias, de administración de causas, de identificación y de administración de espacios físicos.  También se consideran funcionarios administrativos.  Éste es el resultado del análisis de experiencias comparadas, tanto del sistema anglosajón como del resto de Latinoamérica.

	La estructura de la fiscalía local grande, para el cumplimiento de la función de persecución criminal, considera al fiscal jefe, que se contacta directamente con el fiscal regional en lo relativo al procesamiento de los casos.  Tendrá la posibilidad de estructurar diversas unidades, que podrán estar determinadas en función de especialización, complejidad de los delitos, etcétera.  Cada unidad estará a cargo de un fiscal supervisor, que tendrá a su cargo a otros fiscales, los que, según su experiencia y el trabajo desarrollado en la fiscalía, pueden ser clasificados como fiscales “senior” y “junior”. 

Existirán también los ayudantes del fiscal, que responden al perfil del licenciado o titulado en alguna rama de las ciencias sociales y que puedan colaborar con el fiscal en el trabajo de la persecución criminal.

	En lo que respecta a los funcionarios del Ministerio Público que no desempeñan labores de fiscales, se les ha agrupado en cinco niveles: ejecutivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares.

	Para los efectos de determinar las remuneraciones del personal, se las ha asimilado a las que corresponden a las diversas categorías del Poder Judicial. Por ejemplo, la remuneración del Fiscal Nacional se asimila a la del Presidente de la Corte Suprema.  

En esta materia se han introducido criterios de flexibilidad que se traducen en la existencia de tramos, dentro de los cuales el Fiscal Nacional puede determinar la remuneración conforme a distintos criterios. Así, puede pagar más a quien ofrece mayor experiencia y pagar menos a quien tiene menos experiencia pero puede ser formado en la Fiscalía. Se consideran mecanismos de incentivo y bonos de desempeño.

	De modo que se puede concluir que la cifra proporcionada también constituye un límite máximo en lo relativo a infraestructura y que se realizarán ajustes hacia la baja en el monto.

	En lo que se refiere a la implementación gradual de la reforma procesal penal, ella significa comenzar con dos regiones, sus respectivas fiscalías regionales y con la Fiscalía Nacional.  Esto costaría, según las primeras aproximaciones, durante el año 1999, tres mil trescientos millones de pesos.  Esta cifra, atendida la magnitud de la reforma, no es considerable.

	Una vez elegido el Fiscal Nacional, y dentro de la gradualidad, se tendrá la ventaja de contar con el tiempo y ritmo para reclutar, seleccionar y capacitar al personal. En este momento, sólo se pueden desarrollar los modelos teóricos de capacitación, porque aún no hay fiscales a los cuales capacitar, y las políticas de capacitación corresponden a las que dicte el propio Ministerio Público, que es un organismo constitucional autónomo, al cual no se le pueden imponer criterios en esta materia.  Se deben dar las oportunidades y fijar en la ley orgánica constitucional los lineamientos generales.

	Según los cálculos realizados, el menor tiempo que un fiscal tendrá para formarse serán seis meses, que será el tiempo de formación para los fiscales de las regiones piloto.  Los últimos fiscales que se nombren tendrán más de un año de formación.

	La Comisión quiso saber si se podía aprovechar algo de lo actualmente existente en la justicia penal, en materia de infraestructura y personal, para implementar el Ministerio Público.

El señor Blanco manifestó que no hay un Ministerio Público, por lo que no se está transformando una institución existente. Se crea desde cero y no hay nada que exista actualmente que pueda ser aprovechado para la generación de la futura Fiscalía. Los actuales jueces del crimen son solamente cincuenta y ocho con jurisdicción especializada y ciento setenta con jurisdicción común, lo que representa un número insuficiente para proveer los cargos de jueces de control de la instrucción y jueces del juicio oral en el nuevo sistema.

	Los jueces de control de la instrucción serán jueces. Se necesita dotar al sistema de mayor número de personal.  También se debe dotar al sistema de tribunales que posean el diseño arquitectónico que permita el desarrollo de los juicios orales. 

Piensa que lo que se pueda aprovechar será objeto del estudio de esta Comisión, en el momento en que se trate el proyecto de ley que modifique el Código Orgánico de Tribunales.

--------

	La señora  Clara Szcaransky, Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, indicó que en el procedimiento penal que se reforma se contempla, entre las funciones del Ministerio Público, la persecución penal con criterios de objetividad, pero sin que pueda asumir la defensa de los inculpados o querellados. 

La primera diferencia con esa Institución se produce en que en algunas oportunidades el inculpado o querellado es el Estado de Chile, en el cual debe asumir la defensa la entidad que preside.

	El otro tema es que, de acuerdo a la normativa que se propone y a la que ya ha sido aprobada, existe el papel de querellante particular. La víctima en todo momento puede participar en forma complementaria y contradictoria con el Ministerio Público, puede discrepar de su decisión de archivar o de no dar prioridad a un caso o de varias de sus resoluciones.

	El Estado puede ser víctima particular de un delito y el Consejo puede discrepar de los criterios que adopte el Ministerio Público en cuanto al no ejercicio de la acción  penal.

Opinó que varios delitos, que no dicen relación directa con el Estado como víctima, deberían tomar su curso natural e ir al Ministerio Público. Por ejemplo, todos los delitos de tráfico de drogas y estupefacientes.

No se produce la misma situación en el caso del delito de lavado de dinero, porque esta instancia, ejercida por el Consejo de Defensa del Estado, es prejurisdiccional; incluso es previa a la actuación del Ministerio Público. 

Recordó que, por razones de conveniencia de la economía del país, de nuestra relación con el exterior, de nuestras actividades de comercio e inversión, se decidió que existiera una investigación preliminar administrativa, en la cual lo primero que se hace es poner un filtro antes de hacer judicial una situación y antes de criminalizar. Sólo cuando el Consejo, al concluir la investigación preliminar administrativa, por un quórum calificado, acuerda querellarse, entra a coincidir con lo que debería ser la función del Ministerio Público. Estima, por tanto, que, a partir de la querella, la labor podría ser continuada por el fiscal, con la colaboración de quienes hicieron la investigación preliminar.

	Todo el tema civil, tributario, administrativo y de protección es totalmente ajeno al Ministerio Público. En el tema penal, se tiene la defensa, ya que el Ministerio Público, aunque deba ser objetivo, tiene la persecución. 

	Estimó que, incluso en la persecución, existe la víctima particular, y el Estado podría tener la actividad de querellante particular al lado del fiscal en algunos temas relativos a los intereses generales del Estado y de la sociedad. En esos casos no existe colisión, ya que si se acepta que el Estado puede ser querellante particular, se puede objetar ante el juez de control la decisión que tome el Ministerio Público.

A su juicio, debería legislarse para que, en determinadas materias, existiera la posibilidad de otorgar a ciertas autoridades la opción de establecer negociaciones directas que resuelvan el tema, desde un punto de vista administrativo, antes de empezar a invertir y recargar el sistema judicial. El Consejo, en juicios ya iniciados, tiene la posibilidad de negociar transacciones extrajudiciales, por lo que en modo alguno le pareció inconveniente que el fiscal pueda recurrir a este principio de oportunidad y negociar de inmediato. 

Lo importante es que se otorgue al Estado la facultad de discrepar de lo que resuelva el Ministerio Público.

El señor Pedro Pierry, abogado y profesor de Derecho Administrativo, indicó que en el proyecto existía una estructura sin funciones, lo cual le parecía  muy extraño, porque las funciones del Ministerio Público están casi todas en el Código de Procedimiento Penal. El análisis separado entre ambos textos legales puede resultar inconveniente, porque se trata sólo de un marco donde posteriormente se insertan las funciones.

Señaló que le llamaba la atención que no se contemplara ninguna planta del servicio, materia que no puede ser objeto de un decreto con fuerza de ley, porque se trata de una ley orgánica constitucional; tampoco puede haber delegación de facultades, la que, por lo demás, el proyecto no contempla. Aprobado un proyecto como éste, para llevarse a cabo, tendría necesariamente que dictarse otra ley orgánica constitucional que establezca la planta con sus remuneraciones. No se puede legislar sin tener la planta.

Se refirió a la autonomía del Ministerio Público, explicando  que ésta no tiene que ver con el hecho de que se inserte o se estime que forma parte de la administración del Estado. La autonomía tiene que ver con las atribuciones y con la injerencia del jefe de la Administración, es decir, el Presidente de la República, en su funcionamiento. El órgano puede ser absolutamente autónomo y no existir ninguna injerencia del Presidente de la República en él, pero formar parte de la administración, como ocurre, por ejemplo, con la Contraloría General de la República.

Si el Ministerio Público no forma parte del Poder Judicial y no forma parte del Congreso Nacional, es Administración, porque no hay una cuarta función. 

Respecto a la personalidad jurídica, dijo que tampoco es atributo de la autonomía. Citó otra vez el caso de la Contraloría General de la República, que no tiene personalidad jurídica y es autónoma. Como contrapartida, indicó que en el 90% de las leyes que crean nuevos servicios públicos se dice que son entidades autónomas con personalidad jurídica y se añade que el director del servicio será de la confianza del Presidente de la República, con lo cual la autonomía no existe.

	No está claro tampoco en el proyecto si el Ministerio Público tendrá o no tendrá personalidad jurídica. Por ejemplo, el artículo 19, letra h),  dice que corresponde al Fiscal Nacional representar judicial y extrajudicialmente al Ministerio Público Con ello, podría entenderse que existe personalidad jurídica. Por su parte, el artículo 59, referido al patrimonio, está redactado de una forma que habitualmente se utiliza cuando se está creando un ente con  personalidad jurídica. Estimó conveniente precisar el tema, para evitar ambigüedades.

Se refirió luego a algunas materias puntuales, como la forma de hacer efectiva la responsabilidad civil; las sanciones y el procedimiento relativos a la responsabilidad administrativa; los órganos del Ministerio Público y su relación jerárquica; las atribuciones del Fiscal Nacional y su compatibilidad con el grado de autonomía e independencia de los fiscales; la desconcentración funcional; los reclamos de los fiscales regionales en contra de las instrucciones del Fiscal Nacional; el ejercicio de la potestad reglamentaria; la inexistencia de una planta de personal; la calificación y la evaluación funcionaria;  la constitucionalidad de los fiscales coordinadores especializados, que la Constitución no menciona, y la ausencia de normas estatutarias que regulen las relaciones entre el Estado y los funcionarios del Ministerio Público.

--------

	El señor Haroldo Brito,  Ministro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, destacó que el proyecto en informe tiene como característica la flexibilidad del ejercicio de la función del Ministerio Público, lo que constituye una de sus fortalezas.  

	La división que el proyecto plantea entre el Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos, entendiendo estos últimos como la regla general y con carácter operativo, también le parece adecuada. 

	Los fiscales coordinadores especializados constituyen una respuesta ágil a determinadas contingencias y al problema de la criminalidad, que es un fenómeno que cambia y requiere mecanismos de respuesta y de persecución que también deben cambiar.

	La decisión del Fiscal Nacional de crear una oficina de coordinación constituye un antecedente suficiente para su creación.  No obstante ello, la ley debería señalar las razones que permitirían la creación y el eventual cierre de estas oficinas de coordinación especializadas, que se entienden como organismos que no tienen el carácter de permanentes, sino excepcionales, que modifican la estructura prevista, pudiendo permanecer vigentes por largo tiempo, en consideración a los fundamentos que motivaron su creación.

	Es interesante la creación de un sistema de persecución que no tenga las características de un organismo público, burocrático y “pesado” en su accionar.  La posibilidad de fijar y de revisar las políticas que se establezcan y la idea de fiscales que respondan al fiscal regional, permaneciendo en el cargo sólo mientras cuenten con la confianza de quien los ha nombrado, sin perjuicio de sus derechos como trabajadores, crea la certeza de contar con el organismo ágil que la persecución penal requiere.

	La capacitación prevista para los fiscales es relevante.  La tradición de investigación del país es el resultado de la autoformación de los jueces a cargo de la instrucción.  Esto ha producido resultados positivos pero también deficiencias. La investigación moderna debe realizarse a partir de los principios que orientarán el proceso penal. 

	Es fundamental que la investigación se realice partiendo del concepto de que las garantías constitucionales no sólo se relacionan con el juez de control de la instrucción y del tribunal del juicio oral, sino también con los fiscales.  

--------

	El señor Patricio Martínez, Ministro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Valparaíso, indicó que le extrañaba la ausencia de normas que definan con mayor claridad las relaciones del Ministerio Público con las policías, que son sus auxiliares en la investigación.

	Respecto del carácter propio del Ministerio Público, observa que el constituyente ha querido equiparar la superintendencia directiva, correccional y económica del Ministerio Público a la que tiene el Poder Judicial. Por lo mismo, le llama la atención que se apliquen a los fiscales adjuntos las normas del Código del Trabajo.  

	Si están sujetos a remoción y a sanciones administrativas, no se justifica que se les apliquen las normas generales del trabajo, porque se resta independencia a su gestión y se podría entender que podrían recurrir ante los tribunales del trabajo si estiman que su despido es injustificado para que así lo declaren.  Esta misma situación podría aplicarse a los fiscales regionales.

--------

	El señor  Tito Solari, abogado y académico de la Universidad Católica de Valparaíso,  señaló que el Ministerio Público es un celador de la legalidad.  Sostiene la acción penal pública y posee particularidades.  

	Busca la verdad material, porque se trata de condenar al culpable y absolver al inocente.  Si llega al convencimiento de que el hecho no existió o de que no hubo participación del imputado, debe proponer el sobreseimiento.  Esto lo diferencia del querellante particular, que nunca pide el sobreseimiento.

	El Ministerio Público no tiene el monopolio de la acción penal pública. 

	Le corresponde, por mandato de la ley, ejercer la acción penal pública, pero no tiene su monopolio.  

	El nuevo Código Procesal Penal aprobado por la Cámara de Diputados así lo entiende, en razón de que regula la intervención del querellante particular.  

	De aquí deduce que no son relevantes los roces que pudieren producirse con las actuaciones del Consejo de Defensa del Estado si este organismo, al que temporalmente se le han otorgado algunas atribuciones de persecución penal en asuntos que no atañen al interés fiscal, retorna a su espacio natural.  El Consejo debe volver a ser el representante del Estado en cuanto sujeto de derechos patrimoniales, pudiendo intervenir conjuntamente con el Ministerio Público en la persecución de los delitos establecidos en el Título V del Libro II del Código Penal.  

	La diferencia estará en que el Ministerio Público podrá provocar la finalización anticipada del asunto, solicitando el sobreseimiento definitivo o temporal, según fuere el caso.

	Esta reforma debe considerar diversos cuerpos legales, lo que provoca algunas dificultades.  Se cuenta con un texto constitucional ya aprobado y con un nuevo Código Procesal Penal aprobado en su primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados.  En una situación intermedia, se encuentra la ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.  Se esperan la ley de Defensoría Pública y las leyes denominadas adecuatorias que se deben referir, a lo menos,  a los siguientes cuerpos normativos: Código Penal, ley de Alcoholes, ley de Seguridad Interior del Estado, ley sobre Conductas Terroristas y que Determinan su Penalidad, Código Civil, Código de Procedimiento Civil, Código Orgánico de Tribunales, ley del Consejo de Defensa del Estado, ley N° 19.366, sobre Tráfico de Estupefacientes, Código de Justicia Militar, Ley de Arrepentimiento Eficaz, decreto N° 211, sobre Delitos Económicos, decreto con fuerza de ley N° 329, sobre Ordenanza de Aduanas, ley de Votaciones Populares y Escrutinios, ley sobre Prontuarios y Certificados de Antecedentes, ley de Quiebras, Código Tributario, ley Orgánica Constitucional sobre Sistemas e Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, ley orgánica de la Policía de Investigaciones, Ley orgánica de Carabineros de Chile,  reglamento sobre la Aplicación de la Pena de Muerte, normas sobre el Patronato de Reos, ley N° 18.216, sobre Medidas Alternativas del Cumplimiento de la Pena, reglamento de la ley N° 18.216, decreto N° 426, que suprime los promotores fiscales, ley orgánica del Instituto Médico Legal, ley General de Bancos, ley orgánica constitucional del Banco Central, ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, ley sobre Violencia en los Estadios, ley sobre Violencia Intrafamiliar, ley Orgánica Constitucional sobre Partidos Políticos.

	A propósito del decreto con fuerza de ley N° 329, sobre Ordenanza de Aduanas, se preguntó qué ocurrirá con el delito de contrabando y fraude aduanero, que tiene un procedimiento muy especial en la normativa vigente.  Se tendrá que determinar si se mantienen las disposiciones vigentes y la forma en que se inserta el Consejo de Defensa del Estado.

	Sobre la Defensoría Pública, señaló que debe estar bien dotada desde la perspectiva humana y material, al objeto que el gran esfuerzo legislativo que se está efectuando por modernizar el sistema no se frustre. En el caso de que el imputado no tenga recursos, será el organismo que enfrentará los inmensos poderes de la Fiscalía, que desde luego tendrá a su disposición a la Policía de Investigaciones y Carabineros, que tendrá acceso a los registros públicos, etcétera.  Es necesario lograr el equilibrio, al menos en el nivel de las instituciones, esto es, entre la que formula los cargos y la que formula los descargos.

	Acerca de los coordinadores especializados, comentó que estaban fuera de la Constitución Política de la República.  Ésta sólo considera al Fiscal Nacional, a los fiscales regionales y a los fiscales adjuntos.  Podría sostenerse que la ley orgánica constitucional está sobrepasando los marcos constitucionales.  Este problema podría salvarse estableciendo en la ley expresamente la existencia de una planta a contrata.  Así se contaría con los coordinadores especializados y también con procuradores que serán necesarios en un Ministerio Público operante.

	Sobre los derechos del imputado antes de que se inicie el juicio oral, opinó que, al parecer, el único resguardo que tienen es la actuación del juez de control de la instrucción, por lo que sugiere que las resoluciones que él dicte sean apelables para ante la Corte de Apelaciones respectiva.  Se trata de resguardar las garantías individuales consignadas en la Constitución Política de la República y en los tratados internacionales suscritos por Chile.  Al no existir la posibilidad de apelar, la única posibilidad es recurrir de amparo, el que, si es desestimado, deja en muy malas condiciones al imputado.

--------

	El señor  Waldo Ortúzar, abogado y profesor de Derecho Procesal, manifestó que su principal y fundamental objeción dice relación con los fiscales adjuntos, que son la cédula básica del sistema y que, no obstante lo anterior, pasan  a ser ”no funcionarios públicos”, “trabajadores” regidos por el Código del Trabajo, sujetos a las instrucciones del superior administrativo y que pueden ser removidos en cualquier momento. No tienen independencia alguna. Van a ser un apéndice del fiscal regional. Piensa que el problema empieza con la denominación que les dio la Constitución, pues adjunto es una cosa que acompaña a otra, o una persona que acompaña a otra.

	Destacó la carencia de atribuciones o cometidos propios de este fiscal, que para él es un funcionario público, pues su función es pública, lo que le garantiza la admisión a la función y al empleo público y le garantiza la carrera funcionaria, por lo que no puede quedar entregado a los vaivenes de la política,  ni a la buena o mala voluntad de sus superiores jerárquicos, o regido por el Código del Trabajo. Tampoco puede tener una remuneración arbitraria o convencional, sino fijada por ley.

	La designación por concurso público requiere inexcusablemente la determinación de la remuneración.

	Todo lo expresado es igualmente válido para los fiscales regionales y para el Fiscal Nacional. 

	De acuerdo con los planteamientos anteriores, varios diputados estimaron pertinente dilucidar si el Ministerio Público es o no es parte de la Administración del Estado y los límites que esta situación tiene, al objeto de definir un estatuto jurídico adecuado. Si el Banco Central, las municipalidades y los gobiernos regionales —que también gozan de una autonomía constitucional— están sujetos a la referida ley, surge la duda respecto de la situación del  Ministerio Público. Hay que resolver hasta qué punto la decisión de crear un órgano autónomo, como debería ser el Ministerio Público, es incompatible con su pertenencia o no pertenencia a la Administración del Estado.

	Si se considera al Ministerio Público como una parte acusadora autónoma, se perjudicará su capacidad operativa, que lo obliga a ser flexible, creativo, con iniciativa, si se pretende someterlo al Estatuto Administrativo.

--------

Cerrado el debate, se procedió a votar la idea de legislar, prestándose aprobación al proyecto por unanimidad.

Para adoptar la decisión anterior, la Comisión tuvo presente, al margen de los antecedentes anteriormente reseñados, que el proyecto es idóneo y propio de ley orgánica constitucional, al tenor de lo preceptuado en los artículos 80 B, 80 F y 80 I de la Carta Fundamental, siendo su objeto específico desarrollar y complementar la reforma constitucional recientemente aprobada mediante la ley Nº 19.519, de septiembre pasado, que creó, precisamente, el Ministerio Público.

	La organización y atribuciones del Ministerio Público; el señalamiento de las calidades y requisitos que deben tener y cumplir los fiscales para su nombramiento y las causales de remoción de los fiscales adjuntos, en lo no contemplado en la Constitución; el grado de independencia y autonomía, así como la responsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de la investigación y en el ejercicio de la acción penal, en los casos que tengan a su cargo; la formación de las ternas, previo concurso público,  para la designación de los fiscales adjuntos, y la superintendencia directiva, correccional y económica del Fiscal Nacional sobre el Ministerio Público, constituyen materias propias de dicha ley.

	Acorde con lo preceptuado en el artículo 63 de la Carta Fundamental, su aprobación requiere de las cuatro séptimas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio.

	Por la misma razón, deberá  ser objeto de control por el Tribunal Constitucional, según el artículo 82, N° 1, de la Constitución.

Discusión y aprobación en particular del proyecto.�tc "Discusión y aprobación en particular del proyecto." \f C \l 1�

Para los efectos de la discusión en particular, la Comisión acordó, en principio, agrupar los artículos por materias, con el objeto de estudiar orgánicamente, por módulos, los temas relativos a la dirección del Ministerio Público y su diseño organizacional; la estructura del personal, sistemas de designación del mismo, evaluación, remuneraciones e incentivos, remoción y término del contrato de trabajo, y dictación de instrucciones generales y particulares y su relación con la autonomía e independencia de los fiscales en la dirección de la investigación y en el ejercicio de la acción penal pública. 

Dado que los módulos anteriores no comprendían todos los artículos del proyecto, ya que había algunos dispersos que no respondían a la lógica establecida para los módulos, se optó en definitiva por estudiar los artículos en el orden en que aparecen tanto en el mensaje como en la indicación del Ejecutivo.

Al término de la revisión de todos ellos, se dispuso que la Secretaría diera una nueva estructuración al proyecto tomando en consideración el contenido que debe tener esta ley orgánica constitucional y elaborara un texto refundido, coordinado y sistematizado para su posterior estudio y aprobación por la Comisión.

El texto que figura al final, que corresponde al aprobado por la Comisión y que es el que se informa y se somete a la consideración de la Corporación, consta de un total de ochenta artículos permanentes y seis transitorios, agrupados en ocho títulos, que tratan, respectivamente, de las siguientes materias:

— Título I: El Ministerio Público, funciones y principios que orientan su actuación (arts. 1° al 5°).

— Título II: De la organización y atribuciones del Ministerio Público (arts. 6° al 36)

Esta dividido en cinco párrafos, que tratan de las normas generales, del Fiscal Nacional, del Consejo General, de los fiscales regionales y de los fiscales adjuntos.

— Título III: Responsabilidades de los fiscales del Ministerio Público (arts. 37 a 43).

— Título IV: Inhabilidades de los fiscales del Ministerio Público (arts. 44 a 48).

— Título V: Incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones (arts. 49 a 54).

— Título VI: Normas de personal (arts. 55 al 76).

Esta dividido en cinco párrafos, que tratan de las relaciones estatutarias, de las remuneraciones, evaluaciones, término del contrato de trabajo y normas varias.

— Título VII: Capacitación (arts. 77 a 79).

— Título VIII: Presupuesto (art. 80).

— Artículos transitorios (1° al 6°).

A continuación se analizan las disposiciones del proyecto aprobado por la Comisión, siguiendo el orden de su articulado, con indicación del título o párrafo bajo el cual se agrupan. 

Título I.

El Ministerio Público, funciones y principios que orientan su actuación.

Artículo 1°.

	Dispone que el Ministerio Público es un organismo autónomo y jerarquizado, cuya función es dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito y los que determinen la participación punible del imputado. Asimismo, ejercerá, en su caso, la acción penal pública en la forma prevista por la ley. De igual manera, le corresponde la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones jurisdiccionales.

	En relación con este artículo, lo primero que se debatió fue el tema de la naturaleza jurídica del Ministerio Público, esto es, de qué organismo público se trata, cuál es su ubicación institucional, su esencia y, en general, qué es lo que lo identifica en relación con el resto de los órganos del Estado.

	La posición del Gobierno en la materia, que fue compartida por la mayoría de la Comisión, fue la siguiente.

	El Ministerio Público  es un órgano del Estado que no se articula en el interior de ninguno de los poderes clásicos en que se ha entendido dividido el Estado, esto es, no forma parte ni del Poder Ejecutivo, ni del Poder Judicial ni del Poder Legislativo.

	Se ubica en el interior del sistema de distribución de competencias del Estado, con autonomía e independencia del resto de los poderes del Estado, del resto de los órganos del Estado que ejercen potestades públicas y que recoge la propia Constitución.

	La Constitución de 1980 optó por señalar los órganos del Estado que cumplen funciones constitucionalmente asignadas, distribuyendo las competencias entre estos distintos órganos, con las debidas interrelaciones que permiten su funcionamiento, al margen de la clásica división de poderes. Las funciones del Estado se distribuyen entre órganos diversos, cada uno con sus competencias, con sus atribuciones y con sus controles. Cada uno ejerce una porción del poder estatal, ya sea directamente, ya a través —por delegación, desconcentración o descentralización— de un órgano superior. Cuando ejercen esa porción del poder estatal en forma directa, se está en presencia de un órgano autónomo del Estado, que ejerce funciones estatales que le han sido encomendadas directamente por la Constitución, de manera exclusiva y excluyente. 

	Las autoridades que la Constitución establece, por el solo hecho de estar contempladas en la Carta Fundamental, son esencialmente depositarias de una competencia pública de base soberana, en un plano de igualdad jurídica con las demás, sólo diferenciadas entre sí por la naturaleza, extensión y nivel de funciones que les reconoce la Constitución.

	El Ministerio Público no es una persona jurídica de derecho público, esto es, no ha sido dotado de personalidad jurídica propia, no ha sido personificado, porque, al no requerir un patrimonio propio para funcionar, su personalidad jurídica no resulta ser diferente de la que posee el propio Estado.

	Al ser un órgano del Estado, no integrante de ninguno de los poderes clásicos, no se le podría incorporar, por ejemplo, en la ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, o aplicarle de manera forzosa las normas constitucionales referidas a dicha Administración.

	Hay diferencia entre un órgano autónomo del Estado y un órgano autónomo de la Administración del Estado, como lo son la Contraloría General de la República, el Banco Central y las municipalidades.  Éste no es el caso del Ministerio Público, que puede aceptar como único símil en la Constitución Política de la República el Tribunal Constitucional, que es un órgano constitucionalmente autónomo e independiente del resto de los poderes, según su ley orgánica constitucional.

	Esta libertad normativa significa que sería inconstitucional incorporar el Ministerio Público a la ley de Bases Generales de la Administración del Estado.  Lo que sí se puede hacer es estructurar un estatuto, lo más completo posible, ya que por sí mismo no se le pueden aplicar las normas indicadas, salvo que la propia ley lo diga.

	Cuando se dice que se está frente a una función pública y se pregunta cuál será el estatuto aplicable, esto es, si es el Código del Trabajo o un estatuto público, cualquiera que sea la normativa aplicable, siempre se estará en presencia de un estatuto público, aun cuando se aplique el Código del Trabajo.

	El hecho de que el Código del Trabajo se aplique a funcionarios del Estado no es nuevo, y su aplicación transforma al Código del Trabajo en el estatuto administrativo de los funcionarios del Estado a los cuales se aplica.  La conexión entre función pública y Estatuto Administrativo está dada por la conceptualización de fondo que tiene el hecho de que se trata de un estatuto público.

	Se está creando el Ministerio Público a fines del siglo XX, lo que otorga como ventaja la posibilidad de ver qué es lo que está ocurriendo en el resto del mundo respecto de la función pública.  En los otros países, se avanza cada vez más en el término del funcionariado y en la contractualización de la función pública, al objeto de otorgar mayor dinamismo a los estatutos jurídicos que regulan la relación de los funcionarios con el respectivo órgano del Estado.

	Por todo lo expresado, el Ministerio Público no se encontraría supeditado más que a la Constitución Política de la República, a su propia ley orgánica y a las normas internas que se dicten en el futuro por el propio Fiscal Nacional en el ejercicio del poder de organización. �

	Sobre el contenido mismo del artículo, se observó su directa vinculación y similitud con el artículo 80-A de la Constitución.

	Se hizo presente que las diferencias que se observan con el texto constitucional no revestirían mayor importancia, pues esta ley orgánica constitucional no tiene por qué referirse a la materia, que está regulada de la forma en que lo disponen la Constitución y  el Código de Procedimiento Penal.

	En contrario, se argumentó que era preocupante que la ley no repitiera de manera exacta la norma constitucional, sea porque omite o porque cambia el orden de las disposiciones.  En la especie, la norma legal propuesta originalmente omite lo relativo al ejercicio de las funciones jurisdiccionales y lo relativo a los hechos que acrediten la inocencia del imputado.

	La explicación que se dio a la segunda situación es que el artículo 2º de la ley orgánica constitucional regula la materia.  No obstante ello, se solicitó que las omisiones fueran  solucionadas mediante la incorporación de las normas respectivas en el artículo 1º del proyecto.

	La tesis anterior fue controvertida, atendida la naturaleza de las leyes orgánicas constitucionales, que desarrollan los preceptos constitucionales en forma orgánica y sistemática. En esa perspectiva, el artículo 1º no es una reproducción del artículo 80-A de la Constitución Política de la República. La ley orgánica constitucional es una explicitación, en diversos artículos, de la norma constitucional.

	En vez de hacer una mención expresa del principio de la inocencia, se opta por consagrar el principio de objetividad en el artículo 2°, en virtud del cual el fiscal debe investigar con igual celo no sólo los hechos y circunstancias que configuren el delito o agraven la responsabilidad del imputado, sino también los que le eximan de ella, la extingan o la atenúen.

	Con todo, para algunos diputados, el tema de la presunción de inocencia y el concerniente a que el Ministerio Público no ejerce funciones jurisdiccionales deberían ser considerados en el artículo 1°.

	En lo que respecta al primer punto, se manifestó que la función del Ministerio Público no es acreditar la inocencia del imputado, sino perseguir los delitos. Es la parte acusadora, la que va a investigar los elementos que permitirán acusar. El principio de objetividad obliga al fiscal a hacer presente las eximentes o atenuantes de responsabilidad criminal que surjan claramente durante la investigación.  Esto es distinto de buscar la inocencia del inculpado. 

	El principio de la presunción de inocencia, que lamentablemente fue mal consignado en el artículo 80-A de la Constitución, es un tema, y otro tema es el principio de objetividad, que constituye una exigencia, sobre todo para las fiscalías autónomas. El Ministerio Público tiene la obligación de expresar las eximentes que aparezcan de la investigación.  Lo mismo ocurre con las pruebas ilícitas, las que no podrán ser utilizadas por el fiscal.

	La otra parte, la que defenderá, será el defensor público, quien tendrá que investigar para sustentar la inocencia del inculpado. 

	Se manifestó que acreditar la inocencia del imputado violentaría los principios emanados de los tratados internacionales sobre derechos humanos y ratificados por Chile, conforme a los cuales la inocencia no se debe acreditar, sino que se presume.  Por lo mismo, no es necesario que exista una institución del Estado para acreditar la inocencia de los inculpados. Si la ley orgánica constitucional nada dice, no se comete ningún error jurídico. En cambio, si se repite la expresión de la Constitución sobre la materia, se incurre en un error. El tema de la inocencia no debió ser considerado en la norma constitucional, porque es un resabio del sistema inquisitivo.

	En definitiva, se optó por incorporar en este artículo la prohibición de ejercer funciones jurisdiccionales y eliminar la frase “y con las excepciones que ella misma contempla”.

Artículo 2°.

	Contempla el principio de objetividad.

	En virtud de él, en sus actuaciones, los fiscales del Ministerio Público deberán ceñirse estrictamente a criterios de objetividad, velando por la correcta aplicación del derecho. En consecuencia, investigarán con igual celo no sólo los hechos y circunstancias que configuren el delito o agraven la responsabilidad del imputado, sino también los que le eximan de ella, la extingan o la atenúen.

	La frase “velando por la correcta aplicación del derecho” fue observada, porque esta función corresponde al juez de control de la instrucción y no al fiscal.

	Por tal motivo, se sugirió su supresión, quedando en claro que eso no significa que el fiscal no esté obligado a respetar el derecho durante la investigación y, particularmente, las garantías individuales y normas de procedimiento.

	Respecto de este artículo, se hizo presente que el principio de objetividad no estaba suficientemente explicitado, pues se obliga al fiscal a investigar con igual celo no sólo los hechos y circunstancias que configuren el delito o agraven la responsabilidad del imputado, sino también los que le eximan de ella, la extingan o la atenúen.  Se le obliga a investigar cosas que no tiene por qué investigar.  Distinto es que ellas surjan de la investigación y que el fiscal tenga la obligación de hacerlas presentes.

	Este error también estaría  presente en el artículo 94 del proyecto de ley sobre nuevo Código Procesal Penal.

	Para obviar el problema, se sugirió agregar, a continuación de la expresión  “En consecuencia,” el siguiente texto: “deberán hacer presentes con igual celo no sólo los hechos y circunstancias que configuren el delito o agraven la responsabilidad del imputado, sino también los que le eximan de ella, la extingan o la atenúen.” 

	Con ello, se busca eliminar la expresión “investigarán” y de obligar a los fiscales a que no oculten información.

	La proposición anterior no fue acogida, porque el fiscal, para poder acusar, debe investigar.  Podrá contar con la colaboración de los organismos policiales, pero investigar es una función principal para posteriormente acusar. Los antecedentes que el fiscal debe hacer presentes emanan de la investigación.

	En definitiva y para resolver el problema, se optó por modificar el encabezamiento del inciso segundo, para señalar que, “En consecuencia, en toda investigación deberán considerar, con igual celo”, los hechos y circunstancias que en la norma se indican.

Artículo 3°.

	Se refiere a las actuaciones del Ministerio Público y a su representación por cualquiera de los fiscales.

	La disposición  original estaba circunscrita al ejercicio de la acción penal pública.

	Hubo dudas sobre el sentido y alcance de la norma, por entender algunos señores Diputados que los fiscales son el Ministerio Público, y, por lo tanto, no es necesario señalar que lo representan.  Cada uno de los fiscales tiene la función del Ministerio Público.  Es una situación análoga a la del juez cuando falla.  Él es el Poder Judicial; no lo representa.

	Se indicó, a la vez, que el Ministerio Público tiene otras funciones, como la de investigar, por lo cual la redacción debería ser más amplia.

	La expresión “representación” no estaría  utilizada en el sentido de que uno actúa por otro, sino  en relación con el principio de unidad y jerarquía del Ministerio Público, porque, si hay decenas de fiscales en el país, cada uno de ellos será el Ministerio Público en los casos en que deba intervenir.

	Se estimó pertinente distinguir entre la representación procesal, que es el poder para actuar en juicio, y la representación orgánica, en la que el fiscal es el Ministerio Público.  

	A juicio de varios diputados, la disposición tendría un tinte procesal, siendo su objeto regular la representación ante los tribunales.

	Lo anterior llevó a analizar cómo el fiscal acredita su representación, concluyéndose que lo hace mediante la norma legal y el decreto que lo nombra fiscal.

	En definitiva, se acordó utilizar la expresión “actuaciones procesales”, dejándose expresa constancia de que en ellas el Ministerio Público se entenderá representado por cualquiera de los fiscales que, con sujeción a lo dispuesto en esta ley, intervenga en ellas.

Artículo 4°.

	Impone al Ministerio Público la obligación de adoptar las medidas administrativas tendientes a asegurar el adecuado acceso a los fiscales por parte de cualquier interesado, con pleno respeto a sus derechos y dignidad personal.

Artículo 5°.

	Se refiere a las órdenes que pueden impartir los fiscales del Ministerio Público a las Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación, con arreglo a lo preceptuado en el artículo 80 A de la Constitución.

	Las única duda que generó esta disposición es si en ella se debía hacer mención de los fiscales encargados de la investigación en el caso particular de que estén conociendo, o genéricamente del Ministerio Público, como lo hace el texto constitucional.

	Se optó por mantener la terminología utilizada en la Carta Fundamental y ajustar los términos de la norma al precepto constitucional que le sirve de antecedente.

Título II.

De la organización y atribuciones del Ministerio Público.

Párrafo 1°.

Normas generales.

Artículo 6°.

	Dispone que el Ministerio Público se organizará en una Fiscalía Nacional, dieciséis fiscalías regionales y en las fiscalías locales que el Fiscal Nacional determine.

	Existirá, además, un Consejo General, que actuará como órgano asesor y de colaboración del Fiscal Nacional.

	En el proyecto original no existía una estructura orgánica del Ministerio Público, ya que se limitaba a señalar que estaría constituido por el Fiscal Nacional, los fiscales regionales, los fiscales adjuntos y el Consejo General.

Artículo 7°.

	Regula la delegación de las atribuciones y facultades administrativas propias de los distintos órganos del Ministerio Público, así como la delegación de firma por orden de la autoridad delegante, en términos similares a como lo hace el artículo 43 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Párrafo 2°.

Fiscal Nacional.

Artículo 8°.

	Dispone que el Fiscal Nacional es el jefe superior del Ministerio Público y responsable de su buen funcionamiento.

	Ejerce sus atribuciones personalmente o a través de los distintos órganos de la Institución, en conformidad a esta ley, lo cual le permite delegar sus atribuciones y facultades en los términos indicados en el artículo anterior.

Artículo 9°.

	Establece cuáles son los requisitos para ser nombrado Fiscal Nacional.

	Ha de recordarse que esta ley, con arreglo a lo preceptuado en el artículo 80 B de la Carta Fundamental, debe señalar las calidades y requisitos que deben tener y cumplir los fiscales para su nombramiento en lo no contemplado en la Constitución.

	Dado que no pueden tener impedimento alguno que los inhabilite para desempeñar el cargo de juez, se dispone que no pueden encontrarse sujetos a alguna de las incapacidades e incompatibilidades previstas en esta ley.

	En lo demás, la disposición reproduce los otros requisitos constitucionales, como el ser ciudadano con derecho a sufragio, tener a lo menos diez años el título de abogado y haber cumplido cuarenta años de edad.

	En el texto original se establecía, como límite de edad máxima,  los 75 años de edad, exigencia que la Constitución sólo contempla respecto de los fiscales regionales y los fiscales adjuntos.

	A la Comisión le pareció que era inconstitucional establecer  un límite de edad al Fiscal Nacional, sea para su nombramiento, sea para su cesación en el cargo. Si la Constitución lo hubiera querido así, lo habría hecho tal cual lo hizo respecto de los fiscales regionales y adjuntos.

Artículo 10.

	Se refiere a la designación del Fiscal Nacional y al procedimiento para la formación de la quina,  materia expresamente contemplada en los artículos  80 C y  80 E de la Constitución.

	La norma propuesta contenía tres ideas ajenas al texto constitucional. 

	Contemplaba:

	— La existencia de una comisión integrada por, a lo menos, cinco miembros de la Corte Suprema, la que debería citar a una audiencia pública, a la cual concurrirían los candidatos y cuyo objeto era entrevistarlos y evaluar su idoneidad para el cargo, informando de ello al Pleno. 

	— Un plazo para realizar la elección.

	— La inamovilidad en el cargo de Fiscal Nacional.

	En lo que dice relación con la audiencia pública, se hizo saber que la Corte Suprema no tiene regulado un procedimiento para entrevistar y recibir a los candidatos, por lo que los miembros del máximo tribunal no tienen forma de enterarse de los antecedentes de cada una de las personas que postulan a los cargos.  Esto lleva a que los candidatos se entrevistan informalmente con los ministros que los reciban.

	La Comisión consideró que el inciso segundo, en cuanto establece esta audiencia pública, es inconstitucional, porque transforma un concurso público de antecedentes, que es lo que exige el inciso primero del artículo 80-E de la Constitución, en un concurso público de antecedentes y oposición. Por tal razón, se suprimió todo lo relativo a dicha audiencia.

	El plazo para realizar la elección fue suprimido, pues la Constitución no lo establece.

	La norma relativa a la inamovilidad del Fiscal Nacional también fue eliminada, pues la Constitución en parte alguna la consagra.

Artículo 11.

	Enumera las atribuciones del Fiscal Nacional.

	En la letra a), llamó la atención de la Comisión que se encomendara al Fiscal Nacional fijar los criterios para la elaboración de una política de persecución penal, materia que es propia del Gobierno.

	Se señaló, al efecto, que la idea era que el Fiscal Nacional fijará los criterios en conformidad a los cuales los fiscales desarrollarán su labor de persecución penal.  Por ejemplo, determinar en qué condiciones se deben promover los acuerdos reparatorios, señalar cuáles son las condiciones que se requieren para decretar la suspensión condicional del procedimiento, decir cómo orientar el trabajo policial en relación con las órdenes de la fiscalía.  

	En el derecho comparado, existen verdaderos manuales de procedimiento que se refieren a cuestiones específicas, como, por ejemplo, la recomendación de promover acuerdos reparatorios en el caso de la comisión del delito de riña cometido a la salida de lugares de baile.

	También llamó la atención la periodicidad que se establecía para el ejercicio de esta atribución: un año.

	Atendido lo expresado y por la certidumbre que deben tener los criterios que se adopten, se optó por establecer que deberá fijar la política de persecución penal del Ministerio Público, oyendo previamente al Consejo General.

	En la letra b), se estimó pertinente precisar que al Fiscal Nacional le corresponde ejercer la potestad reglamentaria en conformidad con esta ley. 

	Esta potestad, que tradicionalmente ha sido reconocida al Presidente de la República, se les ha reconocido también a los organismos que tienen carácter autónomo de la administración central, por ser consustancial a la organización que se constituye; su normativa fundamental la establece la Constitución, la ley orgánica constitucional desarrolla los aspectos fundamentales relativos a su organización, funcionamiento y atribuciones, y el órgano máximo de la entidad suple las insuficiencias de la ley.  Todo aquello que no esté en la ley deberá ser explicitado en otras normas de carácter general.

	Como letra c), se propone agregar una que habilite al Fiscal Nacional para dictar los reglamentos de evaluación del desempeño funcionario.

	La letra d), relativa a la dictación de instrucciones generales, fue modificada, con el fin de que ellas guardaran relación con la organización y el funcionamiento del Ministerio Público y, además, para consagrar expresamente que le está vedado dictar instrucciones u ordenar actuaciones específicas en casos particulares, con lo cual se busca resguardar la autonomía e independencia de los fiscales.

	La letra e) faculta al Fiscal Nacional para controlar el funcionamiento de las fiscalías regionales.

	La letra f), que originalmente facultaba al Fiscal Nacional para proponer al Presidente de la República y al Congreso Nacional las políticas públicas para el mejoramiento del sistema penal y las modificaciones legales que estime necesarias para una más efectiva persecución de los delitos y un mejor resguardo de los derechos de las personas, fue modificada con el propósito de acotar mejor su contenido y contemplar la situación de las víctimas y testigos.

	Al mismo tiempo, se acordó precisar que lo que el Fiscal Nacional puede hacer es “sugerir” al Presidente de la República, a través del Ministerio correspondiente y escuchando previamente al Consejo General, las políticas públicas en las materias a que la disposición se refiere, dado que es el Gobierno quien las fija. La proposición del Fiscal Nacional no es vinculante para el Gobierno.  El Fiscal Nacional propone o sugiere y el Ejecutivo determinará si las implementa o no las implementa.  De lo contrario, se ubicaría al Fiscal Nacional por sobre el Ejecutivo.

	La letra g) obliga al Fiscal Nacional a rendir la cuenta pública de la gestión del Ministerio Público, que está regulada en el artículo 14.

	La letra h), que originalmente permitía al Fiscal Nacional, en coordinación con el Consejo General y con la división de finanzas, elaborar la propuesta de presupuesto anual del servicio y fijar la política de remuneraciones, de inversión y de gasto de los fondos respectivos, fue reemplazada por otra que lo faculta para comunicar al Ministerio de Hacienda las necesidades presupuestarias del Ministerio Público, con lo cual guarda correspondencia y armonía con el artículo 80, relativo al presupuesto, materia en la cual debe ajustarse a la ley de Administración Financiera del Estado.

	La letra i), nueva, le permite fijar, oyendo previamente al Consejo General, las políticas de recursos humanos, de remuneraciones, de inversiones, de gastos de los fondos respectivos, de planificación del desarrollo y de administración y finanzas, materias que se abordan en diversos artículos de la iniciativa en informe.

	La letra j) le otorga la representación judicial y extrajudicial del Ministerio Público, por sí o por medio de apoderado.

	Se aclaró que esta atribución no se refiere al ejercicio de la acción penal pública, sino a la representación del órgano denominado Ministerio Público.

	La facultad del Fiscal Nacional de representar judicial y extrajudicialmente al Ministerio Público no obsta a que pueda conferir mandatos.

	La letra k) concede al Fiscal Nacional la atribución de nombrar y solicitar la remoción de los fiscales regionales.

	La letra l) le permite crear, previo informe del Consejo General, unidades especializadas para la persecución de determinados delitos.

	La letra m), de clausura, permite al Fiscal Nacional ejercer las restantes atribuciones que la ley le confiera.

Artículo 12.

	Permite al Fiscal Nacional asumir la persecución penal de determinados hechos que se consideren constitutivos de delitos.

	La disposición original contemplaba dos hipótesis en las cuales el Fiscal Nacional podía involucrarse en la conducción directa de asuntos.  La primera se refiere a casos que, por su relevancia nacional, requieran de una conducción especial.  La segunda, a delitos que, por su complejidad y trascendencia, así lo exigieren.

	La primera observación que mereció la disposición es que no se precisaban cuáles serían los asuntos de relevancia nacional.

	Por vía ejemplar, se mencionó la investidura de las personas involucradas como imputados o víctimas, o situaciones complejas o que hayan causado alarma pública, o que excedan las realidades regionales.  

	Hubo algunas críticas al sistema propuesto, que se asemejó a la situación de los ministros visitadores, dado que en la designación de éstos la resolución se adopta en virtud de una resolución del pleno de la Corte.  Quien califica los hechos que aconsejan la designación del tribunal especial es el pleno de un tribunal colegiado.  En el caso en discusión, la decisión la toma el mismo Fiscal Nacional, previo informe del Consejo General, que no es vinculante. El Fiscal Nacional decide por sí, ante sí y para sí, asumir la representación en una causa de relevancia nacional, sin que nadie lo controle.  

	En esa perspectiva, pareció más lógico que el Fiscal Nacional decidiera que una causa tiene relevancia y que ella sea asumida por un fiscal adjunto especial, y no decidir que la asume él mismo. La idea es que la causa sea investigada por un fiscal con experiencia y que sea connotado.

	El problema mayor para apoyar la tesis anterior fue que, si no se aprobaba esta norma, se podría pensar que el Fiscal Nacional nunca podría asumir una causa, que no es la idea. Lo más natural sería aprobarla, pero fijando en la propia ley los casos en que podrá asumir directamente la investigación y la persecución penal, con lo cual se daría una señal a la sociedad de que existe la voluntad de investigar de manera especial un determinado delito y, con ello, se le da tranquilidad.

	Sobre el carácter de la norma, hubo consenso en que ella era facultativa y no imperativa.

	En definitiva, se acordó redactar la disposición de la forma siguiente:

“El Fiscal Nacional asumirá directamente, de oficio o a petición de parte interesada, de manera excepcional y previo informe del Consejo General, la persecución penal de determinados hechos que se estimen constitutivos de delito, en los casos siguientes:

	1. Cuando la investidura de las personas involucradas como imputados o víctimas lo haga necesario para la preservación de la objetividad en el ejercicio de la persecución penal.

	2. Cuando se trate de hechos que hubieren causado alarma pública y que por su gravedad, por la complejidad de su investigación o por la necesidad de operar en varias regiones, hagan necesaria su conducción a nivel nacional."

Artículo 13.

	Establece la estructura orgánica de la Fiscalía Nacional.

	Cuenta con una Gerencia Nacional, a cargo de un Gerente Nacional, quien, en base a los objetivos, políticas y planes de acción que le defina el Fiscal Nacional, organiza, planifica y supervisa las unidades administrativas de la Fiscalía Nacional, a cargo de las tareas que en la disposición se mencionan.

	Tales unidades son la División de Evaluación, Control de la  Gestión y Desarrollo, la División de Contraloría Interna, la División de Recursos Humanos, la División de Administración y Finanzas, la División de Informática y la División de Atención a las Víctimas

	La Comisión prestó especial importancia a esta última División, que no figura en la propuesta original, por considerar de trascendental importancia evaluar la atención de las víctimas a nivel nacional y promover políticas de mejoramiento de los servicios, de ampliación de la cobertura y de promoción del acceso de la ciudadanía al sistema de justicia criminal, así como la elaboración de instrucciones destinadas a implementar tales políticas.

	Al margen de lo anterior, decidió crear una División de Estudios Legales y Criminológicos, dependiente directamente del Fiscal Nacional, que deberá efectuar las investigaciones que se le encomienden y asesorará al Fiscal Nacional en la elaboración de propuestas de persecución penal.

Artículo 14.

	Impone al Fiscal Nacional la obligación de rendir, en audiencia pública, una cuenta de las actividades del Ministerio Público, efecto para el cual se le obligaba a presentar una memoria con determinadas menciones.

	La Comisión optó por eliminar la memoria, disponiéndose que es en la cuenta en donde deben contenerse las menciones que debía consignar la memoria. Se establece que debe dar cuenta de las dificultades e inconvenientes habidos en el funcionamiento del Ministerio Público. 

	Además de ello, se fija la oportunidad en que debe rendir la cuenta, que será el mes de abril de cada año, y se determinan las autoridades que deberán ser invitadas a escucharla.

	Copia de la cuenta debe ser enviada al Presidente de la República, a la Cámara de Diputados y a la Corte Suprema, debiendo mantenerse copias a disposición del público.

	Lo novedoso está en la incorporación de una norma por la cual se establece que la cuenta debe ser conocida en una sesión especial de esta Comisión, a la que debe asistir el Fiscal Nacional. La Comisión emite un informe a la Sala sobre la cuenta. Copia del debate habido en la Corporación se remite al Fiscal Nacional.

	La Comisión acordó dejar expresa constancia de que en la sesión en que se produzca el debate en la Sala de la Corporación no se podrá someter a votación la cuenta ni adoptar acuerdo alguno a su respecto. Lo único que se hará es enviar copia del debate al Fiscal Nacional.

Artículo 15.

	Regula este artículo las unidades especializadas que el Fiscal Nacional puede crear para la persecución de determinados delitos.

	La disposición aprobada establece que serán dirigidas por un fiscal adjunto, designado por el Fiscal Nacional, previo informe del Consejo General, que tendrá como función coordinar y asesorar a los fiscales a cargo de la persecución penal pública de determinada categoría de delitos, de acuerdo con las instrucciones que al efecto dicte el Fiscal Nacional.

	Los fiscales adjuntos que trabajen en las referidas unidades podrán actuar en todo el territorio nacional.

	La Comisión acordó dejar constancia de que estos fiscales no asumen casos sino que apoyan, coordinan y asesoran a otros fiscales que tienen casos complejos.

Artículo 16.

	Fija las reglas para la subrogación del Fiscal Nacional.

	Lo subroga el fiscal regional que designe. A falta de designación, por el fiscal regional más antiguo. En el entretanto y mientras asume el fiscal subrogante, el cargo lo desempeña el fiscal regional metropolitano más antiguo.

Párrafo 3°

Consejo General.

Artículo 17.

	Señala la composición del Consejo General, que integran el Fiscal Nacional, quien lo presidirá, y los fiscales regionales.

	En la proposición original también lo integraban los fiscales coordinadores especializados, que la Comisión ha suprimido.

	La existencia de este Consejo General, que no  está contemplado en la Constitución Política de la República, motivó un amplio debate en la Comisión.

	Algunos diputados sugirieron que el Consejo General se integrara con personas que no pertenecen al Ministerio Público, como, por ejemplo, por representantes del Colegio de Abogados, por académicos, por Ministros de Cortes de Apelaciones, etcétera, como se hizo con la Academia Judicial.

	La argumentación anterior dio lugar a diversas argumentaciones acerca del papel específico del Consejo General.

	Para algunos diputados, sería conveniente llevar al Consejo General hasta el límite de lo posible, para convertirlo en un contrapeso del Fiscal Nacional. Si bien sus acuerdos no son vinculantes, existe la posibilidad de transformar el Consejo General en un referente obligatorio dentro del Ministerio Público. En esa perspectiva, resulta interesante que el Consejo General esté integrado por personas extrañas al Ministerio Público, porque existe el riesgo de que el Ministerio Público se anquilose y actúe corporativamente y de manera autorreferente.

	Otros, en cambio, opinaron de manera diferente, ya que el Consejo General es un órgano asesor y colaborador del Fiscal Nacional. Además, puede ocurrir que las personas extrañas al Ministerio Público no tengan idea respecto de los asuntos internos o actúen sin responsabilidad. 

	En definitiva, por mayoría de votos, se acordó que el Consejo General esté integrado sólo por el Fiscal Nacional y por los fiscales regionales.

Artículo 18.

	Señala las atribuciones del Consejo General.

	La primera atribución del Consejo General es proponer al Fiscal Nacional las políticas de persecución penal del Ministerio Público.

	En este caso, pareció lógico que se llame a personas para que ilustren sobre la materia, ya que el establecimiento de estas políticas requiere de miradas compartidas.  Es importante la opinión de los académicos, de los magistrados y de las demás personas preocupadas del tema.

	En relación sólo con esta atribución, se aprobó, por mayoría de votos, que el Consejo General debe realizar, a lo menos una vez al año, una sesión especial, en la que deberá oír a determinadas autoridades, académicos y expertos. 

	La segunda atribución, que no generó mayores comentarios, es la de proponer al Fiscal Nacional las políticas de recursos humanos, de planificación de desarrollo y de administración y finanzas.

	La tercera atribución es colaborar con el Fiscal Nacional en la preparación de la cuenta.

	La cuarta atribución, agregada por la Comisión, le permite hacer presentes al Fiscal Nacional las observaciones relativas al buen funcionamiento del Ministerio Público.

	La quinta atribución le permite asesorar al Fiscal Nacional  en las materias que éste solicite. 

	La posibilidad de que el Fiscal Nacional asignara otras funciones al Consejo General pareció inadecuada a la Comisión, razón por la cual la suprimió.

	La sexta atribución le permite cumplir las demás atribuciones que esta ley le asigne.

Artículo 19.

	Regula el funcionamiento del Consejo General.

	Se debatió, a propósito de este artículo, la pertinencia de que el Consejo General, que es un órgano asesor, se autoconvoque y, en tal caso, si debe o no debe ser integrado por el Fiscal Nacional.

	Las opiniones fueron divididas. Unos fueron de parecer de que un órgano asesor sólo se debe reunir cuando quien requiera la asesoría lo pida. Otros, en cambio, dado que se pretende que el Consejo General sea un contrapeso del Fiscal Nacional, estuvieron por darle la facultad de autoconvocarse.

	Se señaló que se debe distinguir el hecho de que el Consejo General no está establecido en la Constitución Política de la República de la posibilidad que tiene la ley orgánica constitucional del Ministerio Público de crearlo.  

	Lo que la Constitución Política de la República no quiere —ni permite— es que se cree un órgano por sobre el Fiscal Nacional, pero esto no significa la imposibilidad de crear el Consejo General dotado de atribuciones, las que no pueden estar por sobre las del Fiscal Nacional.  El Consejo General puede hacer al Fiscal Nacional todas las observaciones que quiera, pero no lo podrá obligar a adoptar resoluciones.

	Desde este punto de vista, es razonable que el Consejo General se autoconvoque para poner en conocimiento del Fiscal Nacional, que es el superior jerárquico del Ministerio Público, algunas cuestiones de interés  que deben ser tratadas antes del plazo establecido para la celebración de las sesiones ordinarias.  Puede, incluso, ser políticamente aconsejable que las sesiones extraordinarias no siempre sean convocadas por el Fiscal Nacional.  Todo esto no le resta carácter consultivo al Consejo General.

	En definitiva se aprobó que el Consejo General sesione ordinariamente cada sesenta días, sin perjuicio de reunirse extraordinariamente, cuando así lo requiera el Fiscal Nacional o la mayoría de sus miembros.

	El quórum para sesionar es la mayoría de sus integrantes y sus acuerdos se adoptan por la mayoría absoluta de los asistentes.

Párrafo 4°.

Fiscales regionales.

	En relación con este párrafo, se acordó que los artículos que lo conforman sigan el mismo orden de las disposiciones consideradas en los tres incisos del artículo 80-D de la Constitución Política de la República.  

Artículo 20.

	Establece que a los fiscales regionales corresponde el ejercicio de las funciones y atribuciones del Ministerio Público en la región o parte de la región que corresponda a la fiscalía regional a su cargo, por sí o por medio de los fiscales adjuntos que se encuentren bajo su dependencia.

	El fiscal regional es el dueño de los casos en su región y los asigna a los fiscales adjuntos. Cumple tareas de representación y también puede llevar personalmente casos, aunque no será lo usual.

	El fiscal adjunto es el que opera, investiga y se relaciona con la policía.

Artículo 21.

	Dispone que en cada una de las regiones existirá un fiscal regional, con excepción de la Región Metropolitana de Santiago, en la que existirán cuatro.

	En cada región — con la salvedad indicada— se constituirá una fiscalía regional, que será dirigida por un fiscal regional, que contará con unidades de apoyo.  Cada fiscalía regional administrará recursos para la ejecución presupuestaria regional, contratará personal y deberá evaluar su desempeño.  Estas tareas, propias de las fiscalías regionales, las cumplirán conforme a las instrucciones que imparta el respectivo fiscal regional y según las instrucciones que éste reciba del Fiscal Nacional y que tienen el carácter de generales. 

	Existe una relación de jerarquía y complementariedad entre el nivel nacional y el nivel regional. Con todo, el Gerente Nacional no es superior del Gerente Regional.  Entre ellos, existe una relación de coordinación y no de jerarquía.

	En cuanto a la sede de las fiscalías regionales, se aprobó que ella esté ubicada en las respectivas capitales regionales.  Así se evitarán los conflictos que se podrían generar entre las distintas localidades para obtener que en ellas se establezcan las fiscalías regionales. En donde exista más de una, la sede y la distribución territorial serán determinadas por el Fiscal Nacional.

Artículo 22.

	Se refiere al nombramiento de los fiscales regionales, recogiéndose, al efecto, las normas contenidas en los artículos 80 D y 80 E de la Constitución.

	Tal como se hiciera con el nombramiento del Fiscal Nacional, se suprimió aquí la audiencia pública destinada a evaluar la idoneidad de los candidatos, dado que la Constitución establece sólo un concurso público de antecedentes.

Artículo 23.

	Regula el plazo dentro del cual se debe hacer la designación de los fiscales regionales, la duración el cargo (diez años) y la cesación de funciones al cumplir 75 años de edad, como lo dispone la Constitución.

	No pueden ser designados como tales para el período siguiente, lo que no obsta a que puedan ser nombrados en otro cargo, tal como lo indica el artículo 80 D de la Constitución.

Artículo 24.

	Fija los requisitos para ser nombrado fiscal regional: ser ciudadano chileno con derecho a sufragio, tener a lo menos cinco años el título de abogado, haber cumplido treinta años de edad y no encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades previstas en esta ley.

Artículo 25.

	Contiene las atribuciones del fiscal regional.

	La disposición fue aprobada con diversas adiciones y enmiendas, siendo las más importantes  la que faculta al fiscal regional para distribuir las causas a los fiscales adjuntos, de conformidad con los criterios que señale el reglamento, y la que lo obliga a disponer las medidas administrativas necesarias que permitan el acceso expedito de las víctimas y demás intervinientes a la fiscalía.

	Como responsable de la fiscalía, está facultado para impartir instrucciones generales y particulares; supervisar su buen funcionamiento administrativo; proponer el presupuesto regional, y determinar la ubicación de las oficinas locales de la fiscalía regional, el número de fiscales adjuntos y el personal administrativo que se desempeñará en cada una de ellas, previo financiamiento aprobado y con aprobación del Fiscal Nacional.

	Le corresponde, además, informar al Fiscal Nacional sobre las dificultades e inconvenientes habidos en el funcionamiento de la fiscalía regional y emitir opinión sobre el mejoramiento o la formulación de las políticas de persecución penal del Ministerio Público en razón de las características de la región.

Artículo 26.

	Indica las unidades de que dispondrán las fiscalías regionales para la ejecución de las tareas que se les encomiendan.

	Tendrán una gerencia regional, a cargo de un gerente regional, quien, bajo la dependencia directa del fiscal regional, velará por el funcionamiento de la fiscalía regional.

	De él dependen las unidades de administración y finanzas, de control de y desarrollo, de recursos humanos, de informática y de atención de víctimas y testigos. 

Artículo 27.

	Desarrolla la unidad de atención de víctimas y testigos, a la cual se obliga a implementar un sistema que cumpla, a lo menos, las funciones de informar a las víctimas de sus derechos, el curso del procedimiento y de sus resultados; de brindar a las víctimas una atención adecuada a su carácter de tales procurando evitarles cualquier molestia innecesaria y facilitando el ejercicio de las facultades que la ley les confiere, y que adopte medidas para la protección de las víctimas y testigos.

Artículo 28.

	Junto con imponer a los fiscales regionales la obligación de dar cumplimiento a las instrucciones generales impartidas por el Fiscal Nacional, les permite objetar aquellas que incidieren en el ejercicio de sus facultades de investigación o en el ejercicio de la acción penal pública, como una forma de garantizarles el grado de autonomía que la Constitución les asegura.

	Si el Fiscal Nacional acoge la objeción, debe modificar la instrucción, con efectos generales para todo el Ministerio Público.

	En caso contrario, debe informar al Consejo General, y oída la opinión de éste, decide y asume la plena responsabilidad en la materia, debiendo el fiscal cumplir con lo resuelto.

Artículo 29.

	Establece la obligación de los fiscales regionales de rendir una cuenta de su gestión en audiencia pública, en términos muy similares a la que debe rendir el Fiscal Nacional.

Artículo 30.

	Regula la subrogación del fiscal regional.

	Es subrogado por el fiscal adjunto que designe. En caso de no hacerlo, por el más antiguo de la región o del territorio a su cargo.

Párrafo 5°.

Fiscales adjuntos.

	Este párrafo fue reformulado con el objeto de que los diferentes artículos que lo componen sigan el mismo orden que tienen las disposiciones del artículo 80 F de la Constitución Política de la República y guarden similitud con los correspondientes a los fiscales regionales.

	Se discutió respecto de cuáles son las posibilidades que tiene la víctima de un delito para denunciarlo, especialmente cuando se cometen en lugares apartados o de difícil acceso.  

	Se hizo saber que el sistema permitirá que la denuncia, en la mayoría de los casos, se presente inicialmente ante la policía, la que remitirá los antecedentes a la fiscalía, sin perjuicio de que las víctimas denuncien los hechos constitutivos de delito y a sus presuntos autores directamente ante las fiscalías locales, ya que las personas se vincularán con los fiscales adjuntos, los que en su calidad de investigadores serán los principales interesados en que se presten las declaraciones y en proteger adecuadamente a las víctimas. 

	La discusión anterior derivó hacia el tema de la ubicación geográfica de las oficinas locales de las fiscalías regionales y al número de los fiscales adjuntos.

	Se indicó que se ha elaborado un modelo de distribución territorial que permite la diseminación de los fiscales adjuntos, de manera que éstos no sólo estén en las ciudades más importantes de cada región. 

	Con la Corporación Administrativa del Poder Judicial se ha trabajado en la localización de los tribunales de control y del juicio oral de las regiones piloto.  También se ha localizado a las fiscalías.  

	La conclusión es que, con el nuevo sistema, los fiscales llegarán a lugares a los que los jueces no han llegado, con la ventaja de que los fiscales se trasladarán dentro del territorio para investigar, a diferencia del juez, que es pasivo.  Los fiscales serán más que los jueces, cubrirán más territorio y trabajarán con una estructura más flexible, que les permitirá constituirse en localidades apartadas.

	Habrá trescientos setenta y ocho jueces de control de la instrucción.  En la actualidad, hay ciento setenta jueces de jurisdicción común y sesenta y tres jueces con jurisdicción en lo penal, lo que suma aproximadamente doscientos veinte jueces.  El aumento de personas destinadas a investigar alcanza a ciento cincuenta.

	Sobre una eventual fijación del número y distribución de los fiscales adjuntos por ley, se manifestó que el problema era complejo de resolver de esa forma, porque se cuenta con un modelo teórico que, por mucho que se aproxime a la realidad acerca de qué es lo que se necesita, no podrá ser exacto.  

	La proposición es que no se efectúe una distribución regional, esto es, que no se asigne un número determinado de fiscales a cada región, porque se restringe el funcionamiento del Ministerio Público.

	De no ser posible actuar de la forma indicada, se sugirió que en la ley se señalara, de modo expreso, que debe haber un fiscal adjunto por comuna, a lo menos, haciéndose notar que en el país hay 334 comunas y se piensa en un total de 625 fiscales adjuntos.

Artículo 31.

	Dispone que los fiscales adjuntos ejercerán directamente las funciones y atribuciones del Ministerio Público en las causas de que conocieren, estando obligados a cumplir las instrucciones generales y particulares que impartiere el fiscal regional respectivo.

Artículo 32.

	Se refiere a la designación de los fiscales adjuntos por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, como lo establece el artículo 80 F de la Constitución.

	Tal como lo exige esa disposición constitucional, se regula el procedimiento de formación de las ternas, así como las bases para el concurso público.

Artículo 33.

	Fija los requisitos para ser nombrado fiscal adjunto.

	A los requisitos constitucionales previstos en el artículo 80 F de tener el título de abogado y la calidad de ciudadano chileno con derecho a sufragio, se agrega el de no encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades previstas en esta ley.

	Ha de recordarse que es en esta ley en donde deben señalarse las calidades y requisitos que deben tener y cumplir los fiscales para su nombramiento, en lo no contemplado en la Constitución, como dispone el artículo 80 B de la Constitución.

Artículo 34.

	Impone a los fiscales adjuntos la obligación de obedecer las instrucciones del fiscal regional, pudiendo objetarlas si son manifiestamente arbitrarias o atentan contra los principios de la ética profesional.

	En caso de objeción, el fiscal regional puede acogerla o desecharla. Si la acoge, el fiscal adjunto debe actuar conforme a los términos expresados en la objeción. Si la rechaza, el fiscal regional asume la plena responsabilidad en la materia y puede relevar al fiscal adjunto del conocimiento del caso.

Título III.

Responsabilidades de los fiscales del Ministerio Público.

	La Comisión cambió de ubicación y reestructuró este título, con el objeto de consignar en él las diferentes responsabilidades a las cuales están afectos los fiscales del Ministerio Público; determinar los requisitos para perseguir su responsabilidad penal por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones e indicar quién deberá perseguirla; regular la responsabilidad disciplinaria, las sanciones por aplicar y el procedimiento para hacerla efectiva, y la remoción de los fiscales. 

Artículo 36.

	Dispone que los fiscales del Ministerio Público tendrán responsabilidad civil, disciplinaria y penal por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.

	El Fiscal Nacional no tendrá responsabilidad disciplinaria, sin perjuicio de su remoción con arreglo a la Constitución.

	Se hizo presente que los fiscales, a propósito del ejercicio de sus funciones, pueden originar distintos tipos de responsabilidad.  Pueden incurrir en  hechos constitutivos de delitos, o pueden causar daños a terceros, o pueden constituir infracción de los deberes funcionarios, determinando responsabilidad penal, civil o disciplinaria, respectivamente.

	En lo que respecta a los delitos ministeriales de los fiscales, esto es, a los cometidos en el ejercicio de sus funciones, habrá que modificar el Código Penal para hacerlos responsables de algunos de los delitos ministeriales que pueden cometer los jueces.  

	Esta ley se limita a establecer que los fiscales tienen responsabilidad penal y que la forma de enjuiciarlos es mediante procedimientos especiales, consignados en los artículos siguientes.

	En lo que respecta a la exención de responsabilidad administrativa que opera a favor del Fiscal Nacional, 	hay que tener en consideración que ello obedece al hecho de que no hay nadie en el Ministerio Público  que pueda remover al Fiscal Nacional por sus actuaciones propias. No hay un órgano superior al Fiscal Nacional. Si alguien pudiera sancionarlo, se rompería la estructura orgánica.

	Ello no obsta a su remoción, dada alguna de las causales constitucionales.

Artículo 37.

	Exige, para perseguir la responsabilidad penal de los fiscales por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, que se haya declarado la admisibilidad de la querella de capítulos.

	La disposición originalmente propuesta exigía, además, que la causa en que se supone cometido el delito estuviera terminada por sentencia firme, o  suspendida o sobreseída, definitiva o temporalmente, lo que se estimó excesivo, ya que si se da lugar a la querella de capítulos es porque existen pruebas suficientes que demuestran la imputación hecha en contra del fiscal.

	En esta parte, se observó que, de acuerdo con el nuevo Código Procesal Penal, la querella de capítulos sólo la puede interponer el Ministerio Público, pese a no tener la exclusividad en el ejercicio de la acción penal.

Artículo 38.

	Indica a quiénes corresponde perseguir la responsabilidad de los fiscales por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones.

	La del Fiscal Nacional, al fiscal regional que se designe por sorteo por el Consejo General.

	La de un fiscal regional, al fiscal que designe el Fiscal Nacional, oyendo al Consejo General.

	La de un fiscal adjunto, al fiscal adjunto que designe el fiscal regional respectivo.

Artículo 39.

	Establece que la responsabilidad disciplinaria de los fiscales puede hacerse efectiva por la autoridad superior del Ministerio Público, de acuerdo con los procedimientos que establecen los artículos siguientes.

Artículo 40.

	Consagra las medidas disciplinarias que pueden aplicarse a los fiscales adjuntos y el procedimiento para hacer efectiva su responsabilidad administrativa.

	Las medidas son amonestación privada, censura por escrito, multa y suspensión de funciones.

	La sanción la impone el fiscal regional que corresponda, de oficio o a requerimiento del afectado, previa audiencia del fiscal adjunto, siendo su resolución revisable por el Fiscal Nacional.

	Se dejó constancia de que aquí no había un sumario administrativo, pues se trataba de medidas que no involucran remoción y, además, que el requerimiento lo puede efectuar cualquiera que tenga interés en ello. 

	Las sanciones, que son análogas a las establecidas para los funcionarios del Poder Judicial, se aplican previa audiencia del fiscal, con el fin de asegurar a éste el derecho a defensa.

	La idea es que la revisión de la resolución del fiscal regional sea a requerimiento del afectado o del fiscal sancionado.

Artículo 41.

	Trata de las infracciones de los fiscales regionales a los deberes y prohibiciones que les impone esta ley, su sanción y el procedimiento para hacer efectivas las medidas disciplinarias a que se hagan merecedores.

	Las sanciones son las mismas que se prevén en el artículo anterior.

	En este caso, la resolución la dicta el Fiscal Nacional con audiencia del fiscal respectivo y previo informe del Consejo General, integrado para tales efectos sin el fiscal denunciado.

Artículo 42.

	Trata de la remoción del Fiscal regional y de los fiscales regionales, reproduciendo las causales establecidas en el artículo 80 G de la Constitución y el procedimiento que dicha disposición establece.

Artículo 43.

	Trata de la remoción de los fiscales adjuntos, materia que específicamente debe contemplarse en esta ley, por expresa disposición del artículo 80 B de la Constitución.

	La remoción la puede decretar el Fiscal Nacional, a solicitud del fiscal regional respectivo.

	La primera causal es incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, que son las mismas que operan para los efectos de la remoción del Fiscal Nacional o de los fiscales regionales.

	La segunda es la falta de probidad, vías de hecho, injurias o conducta inmoral grave, debidamente comprobadas, que en el caso del personal que no desempeña funciones de fiscal es causal de término del contrato de trabajo sin derecho a indemnización.

	La tercera es el incumplimiento grave de las obligaciones, deberes y prohibiciones establecidos en esta ley.

	El procedimiento para la remoción es el siguiente: el fiscal regional notifica al fiscal adjunto la solicitud de remoción, en la cual se deben consignar los cargos y hechos que constituyen la causal, entregándole copia de la misma. En el plazo de diez días, deben presentarse los descargos ante el fiscal regional. Recibidos, se remiten junto con la solicitud de remoción al Fiscal Nacional, quien es el que debe resolver. El Fiscal Nacional resuelve previa audiencia del afectado, debiendo fundar la resolución de remoción.

Título IV.

Inhabilidades de los fiscales del Ministerio Público.

Artículo 44.

	Hace aplicables a los fiscales del Ministerio Público las causales de implicancia y recusación de los jueces, de conformidad a lo señalado en el Código Procesal Penal, que trata de esta materia en su artículo 97. �

	La disposición original hacía una remisión errónea e incompleta a determinados artículos del Código Orgánico de Tribunales.

	Conforme a esa norma, lo que esta ley debe resolver es el procedimiento.

Artículos 45, 46, 47 y 48.

	Señalan el procedimiento para hacer efectivas las implicancias y recusaciones que afecten al Fiscal Nacional, a los fiscales regionales o a los fiscales adjuntos.

	La implicancia debe ser representada por escrito por el propio fiscal afectado, quien debe abstenerse de toda actuación personal en el caso respectivo.

	En cambio, si la implicancia o recusación es pedida por un interviniente, el fiscal sigue interviniendo en la causa respectiva, hasta que se resuelva.

	La implicancia de oficio o la solicitud de implicancia o recusación, deben ser resueltas dentro de quinto día de recibida la solicitud.

	De la inhabilidad de un fiscal adjunto conoce el fiscal regional respectivo; de la de los fiscales regionales, el Fiscal Nacional, y de la de éste último, el fiscal regional donde tenga su sede la fiscalía nacional.

	Si se rechaza, el fiscal continúa con la investigación del caso. Si se acoge, se asigna el caso a otro fiscal.

	Las resoluciones que al efecto se dicten no son susceptibles de recurso alguno.

Título V.

Incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones.

Artículo 49.

	Establece que no pueden acceder al cargo de fiscal quienes tengan algún impedimento que los inhabilite para desempeñarse como jueces, tal como lo señala el artículo 80 B de la Constitución.

	En caso de impedimento sobreviniente, procede la remoción, con arreglo a los procedimientos establecidos en la Constitución y en esta ley.

	Ha de recordarse que la Constitución señala las causales y el procedimiento para la remoción del Fiscal Nacional y de los fiscales regionales, y esta ley, la de los fiscales adjuntos, como lo ordena el artículo 80 B de la Constitución.

Artículo 50.

	Establece que no podrán desempeñarse como fiscales en el Ministerio Público o dentro de una misma fiscalía, en cualquier cargo, los cónyuges y las personas vinculadas por parentesco de consanguinidad o afinidad en línea recta ni los colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad o afinidad.

	Esta incompatibilidad también regirá entre el Fiscal Nacional y cualquier otro miembro de la institución.

	Con motivo de esta disposición, se discutió y explicó cuál es el cuarto grado de parentesco, citándose, como ejemplo, el primo.  Asimismo, se discutió la amplitud de la norma, que afecta, por ejemplo, a la suegra con el yerno, al marido con la abuela de la cónyuge, a abuelos y nietos, etcétera.

	Se explicó que esta incompatibilidad es la utilizada en la actualidad tanto en el ámbito público como en el privado.  Coincide con la tendencia vigente en la materia.  Las relaciones entre los familiares son muy conflictivas.  Una de las críticas que en la actualidad se hace al Poder Judicial es que en él trabajan muchos parientes.

Artículo 51.

	Establece que las funciones del Ministerio Público son incompatibles con toda otra actividad o empleo remunerado, con excepción de los cargos docentes de hasta un máximo de seis horas semanales.

	La compatibilidad de remuneraciones no libera al funcionario de las obligaciones propias de su cargo, debiendo prolongar su jornada para compensar las horas que no haya podido trabajar por causa del desempeño de los empleos compatibles.

	La disposición original sólo se refería a los empleos remunerados, dejando fuera las actividades que pudieran realizarse sin contrato de trabajo, como las relativas al ejercicio de profesiones liberales.

	En relación con esta disposición, la Comisión optó por hacer una referencia genérica a los cargos docentes, sin especificar los establecimientos en los que éstos se pueden desempeñar.

Artículo 52.

	Señala las prohibiciones a que están afectos los fiscales que se desempeñen en el Ministerio Público.

	La disposición fue redactada teniendo en consideración las disposiciones contenidas en el proyecto de ley sobre probidad administrativa.

Artículo 53.

	Dispone que sin perjuicio del derecho a informar, antes de formular la acusación, los fiscales se abstendrán de adelantar opinión respecto de los asuntos de que esté conociendo el Ministerio Público.

Artículo 54.

	Hace aplicables al personal que desempeñe labores diferentes a la de los fiscales, las incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones previstas en esta ley.

Título VI.

Normas de personal.

	Este título, que comprende los artículos 55 al 76, fue completamente reestructurado con el fin de agrupar las diferentes normas sobre personal.

	Dividido en cinco párrafos, contiene materias sobre las relaciones estatutarias, las remuneraciones, las evaluaciones, el término del contrato de trabajo y disposiciones varias.

Párrafo 1°.

Relaciones Estatutarias.

Artículo 55.

	Dispone que las relaciones entre el Ministerio Público y quienes se desempeñen en él como fiscales o funcionarios se regularán por las normas de esta ley y por las de los reglamentos que de conformidad con ella se dicten y, en subsidio, por las del Código del Trabajo y su legislación complementaria.

	Descartada la aplicación del Estatuto Administrativo, la alternativa era  que todo el personal fuera de la exclusiva confianza del Fiscal Nacional, como ocurre en el caso de la Contraloría General de la República, de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y de la Fiscalía Nacional de Quiebras, con lo que no sería necesario aplicar la legislación laboral.  

	Se trata de un sistema que ofrece pocas  garantías, porque si el funcionario es de exclusiva confianza, perdida ésta, simplemente cesa en sus funciones, sin necesidad de que se aplique un procedimiento o se invoque una causal.  Nada se discute.

	En cambio, si se utilizan supletoriamente las normas del Código del Trabajo y su legislación complementaria, existe un procedimiento de reclamación, con invocación de causal y con derecho a indemnización, se obtiene un sistema que ofrece mayores garantías quienes se desempeñan en el Ministerio Público.

Artículo 56.

	Regula la contratación y el término de las funciones de los funcionarios que se desempeñen en la Fiscalía Nacional y en las fiscalías regionales.

Artículo 57.

	Señala que la contratación de los funcionarios que se desempeñen en la Fiscalía Nacional o en las fiscalías regionales del Ministerio Público deben ajustarse estrictamente al marco presupuestario respectivo.





Artículo 58.

	Determina la forma de selección de los funcionarios que ejerzan labores diferentes a las de los fiscales.

	La selección se hace por los jefes de las unidades en que se desempeñarán, previo concurso público de antecedentes.

	Por excepción y por resolución fundada, se puede recurrir a otros sistemas de selección que garanticen la debida transparencia y objetividad.

Párrafo 2°.

Remuneraciones.

Artículos 59 al 64.

	En esta materia, se ha establecido un mecanismo que establece remuneraciones diferenciadas para los fiscales y para los funcionarios del Ministerio Público, las que se han asimilado a determinados grados de la escala de sueldos bases mensuales del Poder Judicial, incluidas todas sus asignaciones.

	De esta forma, el Fiscal Nacional tiene una remuneración equivalente al ingreso bruto, incluidas todas las asignaciones que corresponden al Presidente de la Corte Suprema.

	Los fiscales regionales, tienen una remuneración equivalente a la que corresponde al Presidente de la Corte de Apelaciones de la región en que se desempeñen.

	Los fiscales adjuntos tienen una remuneración equivalente a la que corresponde al grado VI del escalafón superior, esto es, a la de jueces letrados de asiento de Corte de Apelaciones. Si se desempeñan como jefe de la oficina local de la fiscalía regional, el tope es el grado IV, que equivale a la remuneración de un Ministro de Corte de Apelaciones.

	Para los efectos de la determinación de la remuneración de los funcionarios, se establecen cinco niveles: ejecutivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares.

	En el caso de ellos, se establece un techo respecto de las remuneraciones que pueden percibir, lo que significa que el Ministerio Público no puede acordar, en los contratos que celebre, una remuneración superior al grado de la escala de sueldos bases mensuales del Poder Judicial que en cada caso se indica, incluidas todas sus asignaciones. Pero sí puede acordar una inferior. 

	La tesis del Ministerio de Hacienda, que es la que en el proyecto se recoge, es que todo está considerado dentro de los topes.

	En definitiva, quien fija la remuneración es el Fiscal Nacional, el cual podrá aplicar criterios de mercado para determinar a quién debe contratar, privilegiando la experiencia de la persona o la posibilidad de entrenarla en el caso de que se trate de un abogado joven, por ejemplo.

	Se expresó que la idea era que los fiscales adjuntos ganaran un 70 a un 80% de la remuneración de un juez y que el resto correspondería a los incentivos.

	El sistema de remuneraciones contempla bonos por desempeño individual, basados en los resultados de la evaluación del personal, así como bonos de gestión institucional por el cumplimiento de las metas establecidas por el Fiscal Nacional, todo ello conforme con las reglas que establezca el reglamento.

	Los índices que sirven para medir la gestión individual dicen relación con la oportunidad y eficiencia en el desempeño laboral y con la calidad de los servicios prestados a los usuarios.

	Estos bonos forman parte de las remuneraciones que se homologan con el Poder Judicial; no son adicionales a ellas. 

Párrafo 3°.

Evaluaciones.

Artículos 65, 66, 67, 68 y 69.

	Establecen estos artículos el sistema de evaluación de los fiscales regionales, de los fiscales adjuntos y de los funcionarios del Ministerio Público.

	La de los fiscales regionales compete al Fiscal Nacional; la de los fiscales adjuntos al fiscal regional respectivo, y la de los funcionarios, al superior jerárquico.

	Copia de la evaluación de los fiscales regionales se remite al Presidente de la República y a la Cámara de Diputados, pues puede servir de base a una  solicitud de remoción por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones.

	De la evaluación de los fiscales adjuntos se remite copia al Fiscal Nacional.

	Los criterios de evaluación deben considerar, a lo menos, el cumplimiento de metas preestablecidas y la calidad del trabajo realizado.

	Las evaluaciones sirven de base para determinar los incentivos remuneracionales y de antecedentes para la remoción o término del contrato de trabajo, según corresponda, o de referentes para la aplicación de medidas disciplinarias.

	Toda esta normativa requiere de un desarrollo por la vía del reglamento, el cual establecerá un mecanismo público, transparente y objetivo de evaluación y reclamación.

Párrafo 4°.

Término del contrato de trabajo.

Artículos 70, 71, 72 y 73.

	Consagran estos artículos las causales de término de los contratos de trabajo de los fiscales adjuntos y el de los funcionarios. Respecto de estos últimos, se establecen causales especiales.

	El contrato de trabajo termina sin derecho a indemnización en caso de remoción  de los fiscales adjuntos o cuando a aquél se le ponga término por causales de extrema gravedad, tales como la no concurrencia al trabajo sin causa justificada, abandono del trabajo, incumplimiento grave de las obligaciones que establezca el contrato, falta de probidad, vías de hecho, injurias o conducta inmoral grave e incumplimiento de las obligaciones, deberes o prohibiciones establecidos en esta ley.

	El procedimiento para poner término al contrato de trabajo, los reclamos e indemnizaciones a que éste diere lugar, se rigen por las normas del Código del Trabajo, en lo no previsto en esta ley.

Párrafo 5°.

Normas varias.

Artículos 74, 75 y 76.

	El primero de los artículos hace aplicables a los fiscales y funcionarios del Ministerio Público las normas sobre funcionarios de la Administración del Estado establecidas en la ley N° 19.296.

	A las personas que laboren en el Ministerio Público les está prohibido negociar colectivamente y declararse en huelga.

	El segundo de los artículos faculta al Fiscal Nacional y a los fiscales regionales para contratar servicios externos para el desempeño de funciones que no son propias de la Institución, o a profesionales y técnicos de educación superior o expertos en determinadas materias, sobre la base de honorarios, o la prestación de servicios para cometidos específicos.

	El tercero consagra el derecho de las personas que se desempeñen en el Ministerio Público a exigir a la Institución que las defienda y que se persiga la responsabilidad de quienes atenten en su contra con motivo del desempeño de sus funciones.

Título VII.

Capacitación.

Artículos 77, 78 y 79.

	El primero impone al Ministerio Público la obligación de ofrecer programas destinados a la capacitación de sus integrantes, los que deberán ser aprobados por el Fiscal Nacional, pudiendo ser propuestos por los fiscales regionales.  Dichos programas siempre deberán garantizar un acceso igualitario a ellos.

	La capacitación la puede ejecutar directamente el Ministerio Público o a través de convenios con terceros, previa licitación.

	Si la capacitación impide al funcionario desempeñar sus labores, conserva el derecho a percibir las remuneraciones correspondientes. La asistencia a cursos obligatorios fuera de la jornada ordinaria de trabajo da derecho a descansos complementarios.

	Los fiscales y funcionarios seleccionados tienen la obligación de asistir a los cursos y los resultados de los mismos se consideran para efectos de su evaluación.

	El fiscal o funcionario seleccionado tiene la obligación de seguir desempeñándose en la Institución, a lo menos, por el doble del tiempo de extensión del curso de capacitación.

	La normativa de detalle sobre la capacitación será establecida en el reglamento, el cual determinará el monto de los recursos anuales que se destinarán a actividades de capacitación, así como su periodicidad, formas de selección de los alumnos, bases de los concursos; licitación de fondos y los niveles de exigencias mínimas que se requerirán a quienes realicen la capacitación.

Título VIII.

Presupuesto.

Artículo 80.

	En materia presupuestaria, el Ministerio Público se rige por las normas de la ley de Administración Financiera del Estado.

	La ley de Presupuestos del Sector Público debe consultar anualmente los recursos necesarios para el funcionamiento del Ministerio Público, para cuyos efectos el Fiscal Nacional debe comunicar al Ministerio de Hacienda las necesidades presupuestarias del Ministerio Público.

Artículos transitorios.

Artículo 1°.

	Regula el procedimiento para el nombramiento del primer Fiscal Nacional, para cuyo efecto el proceso respectivo debe iniciarse dentro de los cuarenta días siguientes a la publicación de esta ley.

Artículo 2°.

	Regula el procedimiento para el nombramiento de los fiscales regionales de las regiones IV, IX y Metropolitana de Santiago.

Artículo 3°. 

	Fija la oportunidad en que deberá procederse a la elaboración de las ternas para la designación de los demás fiscales regionales.

Artículo 4°.

	Señala las fechas en que entrarán en vigencias las normas de esta ley que autorizan al Ministerio Público para ejercer la acción penal pública, dirigir la investigación y proteger a las víctimas y los testigos, lo que, como ya se ha expresado, se producirá en forma escalonada, entre el 1 de marzo de año 2000 y el 1 de marzo del año 2002.

	Ha de hacerse constar que la Comisión supeditó los plazos anteriores a la entrada en vigencia de la ley de Defensoría Pública, dado que hay numerosas normas en el nuevo Código Procesal Penal que establecen como requisito de validez de diversas actuaciones la presencia del defensor público. Además, parte importante de las decisiones de esta Comisión lo han sido sobre la base de la existencia simultánea de un sistema de defensoría pública fuerte que equilibre y compense las enormes atribuciones que tendrá el Ministerio Público. La motivación principal es desarrollar una institucionalidad en la que el imputado tenga derechos resguardados.

	Ha de recordarse que los criterios que se consideraron para elegir como regiones piloto a la IV y IX, fueron: 1. Las distancias. 2. La facilidad de la inversión conforme a la realidad regional.  Por ejemplo, se estudió el costo de la instalación de las redes eléctricas y computacionales. 3. La facilidad de las comunicaciones. 4. La existencia de tribunales especializados en materia criminal. 5. La existencia de universidades que impartan la carrera de Derecho. 6. La percepción de los actores respecto de la reforma.  Es importante la reacción de la comunidad jurídica, por lo que se evaluó a todas las regiones, fundamentalmente a los colegios de abogados, las Cortes de Apelaciones, la Asociación de Magistrados, las Corporaciones de Asistencia Judicial. 7. La existencia de programas de asistencia jurídica. 8. La existencia de núcleos urbanos importantes.  Hay regiones con realidad rural muy extendida, lo que hace más compleja la instalación del sistema.

	La idea de comenzar la aplicación del sistema en dos regiones piloto tiene dos objetivos fundamentales.  

	El primero se vincula con el éxito del proceso, que consiste en que se debe tratar de regiones que, por su disposición estructural y anímica, estén en condiciones de ejecutar de manera autónoma la reforma.  La reforma depende de la forma en que los actores perciben su papel y de cómo interactuarán.  Reunían estas características las regiones III, IV, VII y IX.  Las otras comunidades jurídicas eran renuentes al cambio y tienen un nivel menor de organización.  Se eligió una región del norte y una región del sur.

	Se hizo saber que se utilizaron criterios de exclusión de algunas regiones.  Se excluyó a las que, por su complejidad, su tamaño o número de tribunales involucrados, hicieran difícil el proceso.  Esto motivó la exclusión de la Región Metropolitana de Santiago  y de las regiones V y VIII.  También se excluyeron las regiones de los extremos norte y sur del país:  las del sur, por su aislamiento, y las del norte, por la agudeza de los problemas penitenciarios que en ellas se presentan, en relación, principalmente, con los delitos de narcotráfico.

	Entre los criterios positivos, el que puso a la IX Región en el primer lugar fue el de la existencia de una comunidad jurídica activa, entusiasta y con numerosos componentes. Tiene Escuelas de Derecho que han desarrollado programas de capacitación en las materias relativas a la reforma procesal penal. Otra característica de la IX Región es que cuenta con un solo centro urbano, lo que significa la instalación de un solo gran edificio.  Este mismo factor fue la desventaja de la VII Región, que tiene varios centros urbanos, lo que obliga a responder en qué lugar se instala el tribunal del juicio oral o el número de tribunales de juicio oral.

	La III Región presenta el problema de las comunicaciones, porque hacia o desde ella hay menos vuelos.

Artículo 5°.

	En tanto no se hubieren designado todos los fiscales regionales, el Consejo General funcionará con el Fiscal Nacional  y los fiscales regionales que se hubieren designado.

Artículo 6°.

	Establece un plazo de seis meses, contados desde su nombramiento, para que el Fiscal Nacional dicte los diferentes reglamentos que esta ley establece.

Constancias reglamentarias.�tc "Constancias reglamentarias." \f C \l 1�

	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar:

	1° Que todas las disposiciones del proyecto tienen el carácter de orgánicas constitucionales, con la salvedad de las relativas a remuneraciones (artículos 59 a 64); normas varias (artículos 74 a 76), y presupuesto (artículo 80).

	2°. El proyecto no contiene disposiciones de quórum calificado.

	3° Que por su incidencia financiera y presupuestaria, deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda los siguientes artículos del proyecto: 6°, 13, 21, 26, 27, 32, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 75, 77, 80, y 1°, 2°, 3° y 4° transitorios. 

	4° Que el proyecto de ley fue aprobado en general, por unanimidad.

Texto del proyecto aprobado.�tc "Texto del proyecto aprobado." \f C \l 1�

	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os pueda dar a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente 





“Proyecto de ley.

Título I.

El Ministerio Público, funciones y principios que orientan su actuación.

	Artículo 1º.- El Ministerio Público es un organismo autónomo y jerarquizado, cuya función es dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito y los que determinen la participación punible del imputado. Asimismo, ejercerá, en su caso, la acción penal pública en la forma prevista por la ley. De igual manera, le corresponde la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones jurisdiccionales.

	Artículo 2º.- En sus actuaciones, los fiscales del Ministerio Público deberán ceñirse estrictamente a criterios de objetividad.

	En consecuencia, en toda investigación deberán considerar, con igual celo, no sólo los hechos y circunstancias que configuren el delito o agraven la responsabilidad del imputado, sino también los que le eximan de ella, la extingan o la atenúen.

	Artículo 3º.- En sus actuaciones procesales, el Ministerio Público se entenderá representado por cualquiera de los fiscales que, con sujeción a lo dispuesto en esta ley, intervenga en ellas.

	Artículo 4º.- El Ministerio Público adoptará las medidas administrativas tendientes a asegurar el adecuado acceso a los fiscales por parte de cualquier interesado, con pleno respeto a sus derechos y dignidad personal.

	Artículo 5°.- El Ministerio Público podrá impartir órdenes directas a las Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación. Sin embargo, las actuaciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de los derechos que la Constitución asegura, o lo restrinjan o perturben, requerirán siempre de aprobación judicial previa. La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite dichas órdenes y no podrá calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad, salvo requerir la exhibición de la autorización judicial previa, en su caso.

Título II.

De la organización y atribuciones del Ministerio Público.

Párrafo 1º.

Normas generales.

	Artículo 6°.- El Ministerio Público se organizará en una Fiscalía Nacional, dieciséis fiscalías regionales y en las fiscalías locales que se determinen por el Fiscal Nacional. 

	Existirá, además, un Consejo General, que actuará como órgano asesor y de colaboración del Fiscal Nacional.

	Artículo 7°.- El ejercicio de las atribuciones y facultades administrativas propias de los distintos órganos del Ministerio Público, podrá ser delegado  sobre las siguientes bases:

	1º. La delegación deberá ser parcial y recaer en materias específicas.

	2º. Los delegados deberán ser funcionarios de la dependencia de los delegantes.

	3º. El acto de la delegación deberá ser publicado o notificado, según corresponda.

	4º. La responsabilidad por las decisiones administrativas que se adopten o por las actuaciones que se ejecuten recaerá en el delegado, sin perjuicio de la responsabilidad del delegante por negligencia en el cumplimiento de sus obligaciones de dirección o fiscalización.

	5º. La delegación será esencialmente revocable.

	El delegante no podrá ejercer la potestad delegada sin que previamente revoque la delegación.

	Podrá, igualmente, delegarse la facultad de firmar, por orden de la autoridad delegante, en determinados actos sobre materias específicas.  Esta delegación no modifica la responsabilidad de la autoridad correspondiente, sin perjuicio de la que pudiere afectar al delegado por negligencia en el ejercicio de la facultad delegada.

Párrafo 2º.

Fiscal Nacional.

	Artículo 8º.- El Fiscal Nacional es el jefe superior del Ministerio Público y responsable de su buen funcionamiento.

	Ejercerá sus atribuciones personalmente o a través de los distintos órganos de la Institución, en conformidad a esta ley.

	Artículo 9º.- Para ser nombrado Fiscal Nacional, se requiere:

	a) Ser ciudadano chileno con derecho a sufragio.

	b) Tener a lo menos diez años el título de abogado. 

	c) Haber cumplido cuarenta años de edad.

	d) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades previstas en esta ley.

	Artículo 10.- El Fiscal Nacional será designado por el Presidente de la República, a propuesta en quina de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.

	Para formar la quina, la Corte Suprema convocará, con la debida anticipación y mediante publicaciones en el Diario Oficial y, a lo menos, en dos diarios de circulación nacional, a un concurso público de antecedentes.

	La quina, que será acordada por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, en pleno especialmente convocado al efecto, se formará en una misma y única votación, en la cual cada integrante del pleno tendrá derecho a votar por tres personas. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco primeras mayorías. De producirse un empate, éste se resolverá mediante sorteo.

	El Fiscal Nacional durará 10 años en su cargo y no podrá ser designado para el período siguiente.

	Artículo 11.- Corresponde al Fiscal Nacional:

	a) Fijar la política de persecución penal del Ministerio Público, oyendo previamente al Consejo General.

	b) Ejercer la potestad reglamentaria en conformidad a esta ley.

	c) Dictar los reglamentos de evaluación del desempeño funcionario.

	d) Dictar las instrucciones generales necesarias para la organización y funcionamiento del Ministerio Público.  En ningún caso podrá dictar instrucciones u ordenar actuaciones específicas en casos particulares.

	e) Controlar el funcionamiento de las fiscalías regionales.

	f) Sugerir al Presidente de la República, a través del Ministerio correspondiente, escuchando previamente al Consejo General, las políticas públicas para el mejoramiento del sistema penal y las modificaciones legales que estime necesarias para una efectiva persecución de los delitos, la protección de las víctimas y de los testigos, y el adecuado resguardo de los derechos de las personas.

	g) Dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 14.

	h) Comunicar al Ministerio de Hacienda las necesidades presupuestarias del Ministerio Público.

	i) Fijar, oyendo previamente al Consejo General, las políticas de recursos humanos, de remuneraciones, de inversiones, de gastos de los fondos respectivos, de planificación del desarrollo y de administración y finanzas.

	j) Ejercer, por sí o por medio de apoderado, la representación judicial y extrajudicial del Ministerio Público.

	k) Nombrar y solicitar la remoción de los fiscales regionales.

	l) Crear, previo informe del Consejo General, unidades especializadas para la persecución de determinados delitos.

	m) Ejercer las restantes atribuciones que la ley le confiera.

	Artículo 12.- El Fiscal Nacional asumirá directamente, de oficio o a petición de parte interesada, de manera excepcional y previo informe del Consejo General, la persecución penal de determinados hechos que se estimen constitutivos de delito, en los casos siguientes:

	1. Cuando la investidura de las personas involucradas como imputados o víctimas lo haga necesario.

	2. Cuando se trate de hechos que hubieren causado alarma pública y que, por su gravedad, o por la complejidad de su investigación o por la necesidad de operar en varias regiones, hagan necesaria su conducción a nivel nacional.

	Artículo 13.- La Fiscalía Nacional, para la ejecución de las tareas que en cada caso se consignan, contará con una Gerencia Nacional, a cargo de un Gerente Nacional, quien, en base a los objetivos, políticas y planes de acción que le defina el Fiscal Nacional, tendrá las funciones de organizar, planificar y supervisar las unidades administrativas que se indican a continuación:

	a) División de Evaluación, Control de la Gestión y Desarrollo, a la que corresponderá velar por la adecuada gestión de las diferentes unidades del Ministerio Público según niveles de eficiencia, celeridad y responsabilidad; de elaborar planes de desarrollo; confeccionar programas de inversión, y promover la modernización de la institución en sus diversos aspectos.

	b) División de Contraloría Interna, a la que corresponderá efectuar el control de legalidad de los actos del Ministerio Público  y realizar el control de su ejecución presupuestaria.

	c) División de Recursos Humanos, encargada de la generación de programas de capacitación, del diseño de políticas de incentivos, de estructurar sistemas de bienestar y de elaborar los programas y sistemas de reclutamiento, selección y evaluación del personal.

	d) División de Administración y Finanzas, encargada de prestar asesoría al Fiscal Nacional en la elaboración y administración del presupuesto.

	e) División de Informática, encargada de crear y mantener en operación programas computacionales que permitan el flujo de la información diaria entre las distintas oficinas que componen el Ministerio Público, así como el acceso expedito a esta información para las demás instituciones que, vinculadas al Ministerio Público, forman parte del sistema de enjuiciamiento criminal, según los rangos predeterminados por el Fiscal Nacional.

	f) División de Atención a las Víctimas, encargada de evaluar la atención a las víctimas a nivel nacional y de promover políticas de mejoramiento de los servicios, de ampliación de la cobertura y de promoción del acceso de la ciudadanía al sistema de justicia criminal. Asimismo, deberá apoyar al Fiscal Nacional en la elaboración de las instrucciones destinadas a implementar las políticas institucionales antes indicadas.

	Existirá, además, una División de Estudios Legales y Criminológicos, dependiente directamente del Fiscal Nacional, encargada de efectuar investigaciones que le encomienden las autoridades superiores del Ministerio Público, y de asesorar al Fiscal Nacional para la elaboración de propuestas de políticas de persecución penal.

	Artículo 14.- El Fiscal Nacional deberá, en el mes de abril, en forma personal y en audiencia pública, rendir cuenta de las actividades del Ministerio Público, en la que señalará, específicamente, las dificultades e inconvenientes habidos en el funcionamiento de la Institución, el uso de los recursos otorgados y las propuestas concretas para mejorar la gestión. Asimismo, incluirá las estadísticas básicas de las actividades realizadas en el período respectivo. A la audiencia indicada concurrirán los fiscales regionales y los directores de las distintas divisiones de la Fiscalía Nacional. A ella serán invitados los presidentes del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Corte Suprema, y las demás autoridades y personas relacionadas con las materias de que se ocupa el Ministerio Público y que determine el Fiscal Nacional. 

	Una copia de la cuenta será enviada al Presidente de la República, al Senado, a la Cámara de Diputados  y a la Corte Suprema. 

	Copias de la misma se mantendrán a disposición del público en la Fiscalía Nacional y en las fiscalías regionales.

	La cuenta será conocida en una sesión especial de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados, a la que asistirá el Fiscal Nacional. Dicha Comisión emitirá un informe a la Sala de la Corporación sobre la cuenta. Copia del acta del debate producido en la Sala será remitida al Fiscal Nacional.

	Artículo 15.- Las unidades especializadas a que alude la letra l) del artículo 11 estarán dirigidas por un fiscal adjunto, designado por el Fiscal Nacional, previo informe del Consejo General, que tendrá como función coordinar y asesorar a los fiscales a cargo de la persecución penal pública de determinada categoría de delitos, de acuerdo con las instrucciones que al efecto dicte el Fiscal Nacional.

	Los fiscales adjuntos que trabajen en las referidas unidades podrán actuar en todo el territorio nacional.

	Artículo 16.- El Fiscal Nacional será subrogado por el fiscal regional que designe. A falta de designación, será subrogado por el fiscal regional más antiguo. Sin perjuicio de lo anterior y mientras asuma el fiscal subrogante, el cargo será desempeñado por el fiscal regional metropolitano más antiguo.

Párrafo 3º.

Consejo General.

	Artículo 17.- El Consejo General estará integrado por el Fiscal Nacional, quien lo presidirá, y por los fiscales regionales.

	Artículo 18.- Corresponde al Consejo General:

	a) Proponer al Fiscal Nacional las políticas de persecución penal del Ministerio Público.

	Para estos efectos, el Consejo General deberá realizar a lo menos una sesión especial cada año, en la que deberá oírse al General Director de Carabineros de Chile; al Director de la Policía de Investigaciones; al Director Nacional de Gendarmería; a dos presidentes de colegios de abogados, elegidos por el Consejo entre los que tuvieren más afiliados; a dos representantes de los departamentos de derecho penal de las facultades de derecho de las universidades reconocidas por el Estado, elegidos por el Consejo; al Presidente de la Asociación Nacional de Magistrados, y a las demás personas que, por su experiencia profesional o su capacidad técnica, se estime conveniente invitar.

	b) Proponer al Fiscal Nacional las políticas de recursos humanos, de planificación de desarrollo y de administración y finanzas.

	c) Colaborar con el Fiscal Nacional en la preparación de la cuenta.

	d) Hacer presente al Fiscal Nacional las observaciones relativas al buen funcionamiento del Ministerio Público.

	e) Asesorar al Fiscal Nacional en las restantes materias que éste solicite.

	f) Cumplir las demás funciones que esta ley le asigne.

	Artículo 19.- El Consejo General sesionará ordinariamente cada sesenta días, sin perjuicio de reunirse extraordinariamente, cuando así lo requiera el Fiscal Nacional o la mayoría de sus miembros. 

	El quórum para sesionar será la mayoría de sus integrantes y sus acuerdos se tomarán por mayoría absoluta de los asistentes.

Párrafo 4º.

Fiscales regionales.

	Artículo 20.- A los fiscales regionales corresponde el ejercicio de las funciones y atribuciones del Ministerio Público en la región o parte de la región que corresponda a la fiscalía regional a su cargo, por sí o por medio de los fiscales adjuntos que se encuentren bajo su dependencia.

	Artículo 21.- Existirá un fiscal regional en cada una de las regiones del país, con excepción de la Región Metropolitana de Santiago de Santiago, en la que existirán cuatro fiscales regionales.

	Las fiscalías regionales tendrán su sede en la capital regional respectiva. En las regiones en que exista más de una, la sede y la distribución territorial serán determinadas por el Fiscal Nacional.

	Artículo 22.- Los fiscales regionales serán nombrados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna de la Corte Apelaciones de la respectiva región. Si en la región existiere más de una Corte de Apelaciones, la terna será formada por un pleno conjunto de todas ellas, especialmente convocado al efecto por el Presidente de la de más antigua creación.

	Para formar las ternas, la o las Cortes de Apelaciones convocarán a un concurso público de antecedentes con la debida anticipación y mediante publicaciones en el Diario Oficial y, a lo menos, en dos diarios de circulación regional. 

	La terna, que será acordada por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, en pleno especialmente convocado al efecto, se formará en una misma y única votación, en la cual cada integrante del pleno tendrá derecho a votar por dos personas. Resultarán elegidos quienes obtengan las tres primeras mayorías. De producirse un empate, éste se resolverá mediante sorteo.

	Artículo 23.- La designación del fiscal regional se realizará, a más tardar, sesenta días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones o dentro de los sesenta días siguientes a aquél en que el fiscal regional haya dejado de servir su cargo por razones diversas de la expiración del plazo legal.

	Los fiscales regionales durarán diez años en el ejercicio de sus funciones y no podrán ser designados como tales por el período siguiente, lo que no obsta a que puedan ser nombrados en otro cargo del Ministerio Público.

	Los fiscales regionales cesarán en su cargo al cumplir 75 años de edad.

	Artículo 24.- Para ser nombrado fiscal regional, se requiere:

	a) Ser ciudadano chileno con derecho a sufragio.

	b) Tener a lo menos cinco años el título de abogado. 

	c) Haber cumplido treinta años de edad.

	d) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades previstas en esta ley.

	Artículo 25.- Corresponde al fiscal regional:

	a) Dictar, conforme a las instrucciones generales del Fiscal Nacional, las normas e instrucciones generales y particulares necesarias para la organización y funcionamiento de la fiscalía regional y para el adecuado desempeño de los fiscales adjuntos en los casos en que deban intervenir.

	b) Distribuir las causas a los fiscales adjuntos de la correspondiente fiscalía regional, de conformidad con los criterios que señale el reglamento.

	c) Conocer y resolver las reclamaciones que cualquier interviniente en un procedimiento pueda formular respecto de la actuación de la fiscalía regional y de cualquier fiscal adjunto que en ella se desempeñe, siempre que la ley no reserve su resolución a otro órgano.

	d) Supervisar el buen funcionamiento administrativo de la fiscalía regional y de las oficinas locales que de ella dependan.

	e) Velar por el eficaz desempeño del personal a su cargo y por la adecuada administración del presupuesto.

	f) Comunicar al Fiscal Nacional las necesidades presupuestarias de la fiscalía regional y de las oficinas locales que de ella dependan.

	g) Presentar al Fiscal Nacional, al menos una vez al año, un informe sobre las dificultades e inconvenientes habidos en el funcionamiento de la fiscalía, en el que, además, formulará las propuestas para subsanarlos y mejorar su gestión.

	h) Emitir su opinión respecto del mejoramiento o formulación de las políticas de persecución penal del Ministerio Público en razón de las características de la región.

	i) Determinar, previa aprobación del Fiscal Nacional, la ubicación de las oficinas locales de la fiscalía regional, el número de fiscales adjuntos y el personal administrativo que se desempeñará en cada una de ellas, previo financiamiento aprobado.

	j) Disponer las medidas administrativas necesarias que permitan el acceso expedito de las víctimas y demás intervinientes a la fiscalía.

	Artículo 26.- Las fiscalías regionales contarán, para la ejecución de las tareas que se les encomiendan, con una gerencia regional, a cargo de un gerente regional, quien, bajo la dependencia directa del fiscal regional, velará por el funcionamiento de la fiscalía regional.

	La fiscalía regional contará, además, bajo la dependencia del gerente regional, con las unidades de administración y finanzas; de control de gestión y desarrollo; de recursos humanos; de informática, y de atención de víctimas y testigos.

	Artículo 27.- La unidad de atención de víctimas y testigos deberá implementar un sistema que cumpla, a lo menos, las siguientes funciones:

	a) Informar a las víctimas de sus derechos, del curso del procedimiento y de sus resultados.

	b) Brindar a las víctimas una atención adecuada a su carácter de tales, procurando evitarles cualquier molestia innecesaria y facilitando el ejercicio de las facultades que la ley les reconoce.

	c) Adoptar todas las medidas necesarias para la protección de las víctimas y de los testigos.

	Artículo 28.- El fiscal regional debe dar cumplimiento a las instrucciones generales impartidas por el Fiscal Nacional.

Si las instrucciones incidieren en el ejercicio de sus facultades de investigación  o en el ejercicio de la acción penal pública, el fiscal regional podrá objetarlas por razones fundadas.

Si la instrucción objetada incidiere en actuaciones procesales que no se pudieren dilatar, el fiscal regional deberá realizarlas de acuerdo con la instrucción mientras la objeción no sea resuelta.

Si el Fiscal Nacional acogiere la objeción, deberá modificar la instrucción, con efectos generales para el conjunto del Ministerio Público.

En caso contrario, deberá informar al Consejo General, y oída la opinión de éste, decidirá en definitiva y asumirá la plena responsabilidad, debiendo el fiscal regional dar cumplimiento a lo resuelto sin más trámite.

	Artículo 29.- Durante el mes de enero de cada año, los fiscales regionales deberán rendir, en audiencia pública, una cuenta de la gestión en la región, incluyendo en ella una descripción de las principales actividades del servicio en el período de que se trata; las dificultades e inconvenientes habidos en el funcionamiento de la fiscalía regional; un resumen estadístico del mismo y propuestas concretas para mejorar la gestión regional, así como también su opinión y sugerencias respecto del mejoramiento o formulación de políticas de persecución penal en razón de las características de su región.

	En los casos en que exista más de una fiscalía regional en la respectiva región, la cuenta anual será presentada en conjunto por los respectivos fiscales.

	A esta audiencia pública concurrirán los fiscales adjuntos que funcionen en la región. Serán invitados a ella los diputados de los distritos electorales de la región, los miembros del poder judicial con asiento en la región, los miembros del gobierno regional y municipal respectivos, y cualquier otra persona o autoridad que los fiscales regionales determinen.

	Copia de la cuenta deberá remitirse al Fiscal Nacional, al Intendente Regional y a las Cortes de Apelaciones de la respectiva región, todas las cuales serán públicas. 

	Además, copias de la misma deberán encontrarse a disposición del público en la fiscalía regional y en todas ellas cuando exista más de una.

	Artículo 30.- Cada fiscal regional designará al fiscal adjunto llamado a subrogarlo. En caso de no haber designación, lo subrogará el fiscal adjunto más antiguo de la región o del territorio a su cargo cuando en ésta exista más de un fiscal regional.

Párrafo 5º.

Fiscales adjuntos.

	Artículo 31.- Los fiscales adjuntos ejercerán directamente las funciones y atribuciones del Ministerio Público en las causas de que conocieren, en conformidad con los criterios de distribución que señale el reglamento.

En el desempeño de sus funciones, deberán cumplir las instrucciones generales y particulares que impartiere el fiscal regional respectivo.

	Artículo 32.- Los fiscales adjuntos serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, la que deberá formarse previo concurso público. Los concursos se regirán por las reglas generales y bases que al efecto dicte el Fiscal Nacional e incluirán exámenes escritos, orales y una evaluación de los antecedentes académicos y laborales de los postulantes. 

	Las bases que se dicten para el concurso público serán incorporadas en el llamado al mismo, el que será convocado por el fiscal regional respectivo mediante avisos que deberán publicarse, al menos, dos veces en un diario de circulación nacional y dos en un diario de circulación regional, en días distintos.

	Artículo 33.- Para ser nombrado fiscal adjunto, se requiere:

	a) Ser ciudadano chileno con derecho a sufragio.

	b) Tener el título de abogado.

	c) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades previstas en esta ley.

	Artículo 34.- Los fiscales adjuntos estarán obligados a obedecer las instrucciones del fiscal regional, salvo que estimen que son manifiestamente arbitrarias o que atentan contra los principios de la ética profesional, casos en los cuales podrán objetarlas.

	La objeción deberá ser presentada por escrito al fiscal regional dentro de las 24 horas siguientes de recibida la instrucción por el fiscal adjunto. 

Formulada aquélla, el fiscal regional podrá acogerla o rechazarla.

Si la acoge, el fiscal adjunto podrá actuar en los términos expresados en la objeción.

Si la rechaza, el fiscal regional asumirá la plena responsabilidad, pudiendo relevar al fiscal adjunto del conocimiento del caso.

	Si la instrucción objetada se refiere a una actuación procesal que no pueda ser postergada, el fiscal adjunto deberá dar cumplimiento a la instrucción mientras la objeción no sea resuelta, asumiendo el fiscal regional la plena responsabilidad

	Artículo 35.- Los fiscales adjuntos cesarán en sus cargos al cumplir 75 años de edad.

Título III.

Responsabilidades de los fiscales del Ministerio Público.

	Artículo 36.- Los fiscales del Ministerio Público tendrán responsabilidad civil, disciplinaria y penal por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones, de conformidad a la ley.

	El Fiscal Nacional no tendrá responsabilidad disciplinaria, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 80-G de la Constitución Política de la República.

	Artículo 37.- Para perseguir la responsabilidad penal de un fiscal del Ministerio Público, por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, será necesario que se haya declarado la admisibilidad de la querella de capítulos.

	Artículo 38.- Corresponderá perseguir la responsabilidad penal:

	Del Fiscal Nacional, al fiscal regional que se designe mediante sorteo, en sesión del Consejo General, especialmente convocada al efecto, la que deberá ser presidida por el fiscal regional más antiguo.

	De un fiscal regional, al fiscal que designe el Fiscal Nacional, oyendo previamente al Consejo General.

	De un fiscal adjunto, al fiscal adjunto que designe el fiscal regional respectivo.

	Artículo 39.- La responsabilidad disciplinaria de los fiscales por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones podrá hacerse efectiva por la autoridad superior respectiva, de acuerdo con el procedimiento regulado en los artículos siguientes, según corresponda.

	Artículo 40.- Las infracciones de los fiscales adjuntos de los deberes y prohibiciones que esta ley les impone serán sancionadas disciplinariamente por el fiscal regional que corresponda, de oficio o a requerimiento del afectado, previa audiencia del fiscal respectivo, con alguna de las siguientes medidas:

	a) Amonestación privada.

	b) Censura por escrito.

	c) Multa equivalente hasta medio sueldo por el lapso de un mes.

	d) Suspensión de funciones hasta por dos meses, con goce de medio sueldo.

	La resolución del fiscal regional será siempre revisable por el Fiscal Nacional.

	Artículo 41.- Las infracciones de los fiscales regionales de los deberes y prohibiciones que esta ley les impone serán sancionadas disciplinariamente con alguna de las medidas indicadas en el artículo anterior, por resolución fundada del Fiscal Nacional, quien procederá de oficio o a requerimiento del afectado.

	El Fiscal Nacional dictará estas resoluciones con audiencia del fiscal respectivo y previo informe del Consejo General, integrado para tales efectos sin el fiscal denunciado. 

	Artículo 42.- El Fiscal Nacional y los fiscales regionales sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de diez de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, previa audiencia del fiscal afectado. La Corte Suprema conocerá el asunto en pleno especialmente convocado al efecto. Para acordar la remoción, deberá reunir el voto conforme de cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio. La resolución producirá efectos de inmediato y por el solo ministerio de la ley.

	La remoción de los fiscales regionales también podrá ser solicitada por el Fiscal Nacional.

Artículo 43.- Los fiscales adjuntos podrán ser removidos por el Fiscal Nacional, a solicitud del fiscal regional respectivo, cuando incurran en alguna de las circunstancias siguientes:

	a) Incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones.

	b) Falta de probidad, vías de hecho, injurias o conducta inmoral grave, debidamente comprobadas.

	c) Incumplimiento grave de las obligaciones, deberes o prohibiciones establecidos en esta ley.

	El fiscal regional respectivo deberá notificar personalmente al fiscal adjunto de la solicitud, entregándole copia de la misma, la que deberá contener, a lo menos, los cargos y hechos que constituyen la causal.  El fiscal adjunto tendrá un plazo de diez días contado desde la notificación, para presentar sus descargos ante el fiscal regional.  Recibidos éstos, el fiscal regional deberá remitir al Fiscal Nacional la solicitud de remoción y los correspondientes descargos, si se hubieren presentado.

	El Fiscal Nacional resolverá sobre la remoción, previa audiencia del afectado, debiendo siempre fundar la resolución que remueva al fiscal adjunto.

Título IV.

Inhabilidades de los fiscales del Ministerio Público.

	Artículo 44.- Se aplicarán a los fiscales del Ministerio Público las causales de implicancia y recusación de los jueces, de conformidad a lo señalado en el Código Procesal Penal.

	Artículo 45.- Los fiscales del Ministerio Público deberán representar por escrito su implicancia dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes de tomar conocimiento de la causal que los afecta y, desde ese momento, deberán abstenerse de toda actuación personal en el caso respectivo. Con todo, si de esa inactividad se siguiere perjuicio para la investigación, deberán solicitar que se designe a otro fiscal para que asuma temporalmente el asunto y practique u ordene practicar las diligencias que correspondan.

	Artículo 46.- Si la implicancia o recusación fuere solicitada por un interviniente en el procedimiento, el fiscal seguirá interviniendo en la causa respectiva, hasta que se resuelva la implicancia o recusación.

	Artículo 47.- La implicancia de oficio, o la solicitud de implicancia o recusación, deberá ser resuelta dentro de quinto día de recibida la solicitud respectiva.

	Artículo 48. Las inhabilidades que afecten a un fiscal adjunto serán resueltas por el fiscal regional respectivo. Las que afecten a un fiscal regional serán resueltas por el Fiscal Nacional y las que afecten a este último por el fiscal regional donde tenga su sede la fiscalía nacional.

	Si la resolución rechaza la concurrencia de la causal, el fiscal continuará con la investigación del caso.

	Si la resolución acoge la causal de implicancia o recusación invocada, se deberá asignar el caso a otro fiscal para que inicie o continúe la tramitación del asunto en que recae. 

	La resolución que acoja o rechace la causal de inhabilitación invocada no será susceptible de reclamación alguna.

Título V.

Incapacidades, incompatibilidades y  prohibiciones.

	Artículo 49.- No podrán acceder al cargo de fiscal quienes tengan algún impedimento que los inhabilite para desempeñarse como jueces.

	En caso de impedimento sobreviniente, el fiscal será removido de su cargo, de acuerdo con los procedimientos establecidos en la Constitución Política de la República y en esta ley.

	Artículo 50.- No podrán desempeñarse como fiscales en el Ministerio Público, o dentro de una misma fiscalía, en cualquier cargo, los cónyuges y las personas vinculadas por parentesco de consanguinidad o afinidad en línea recta ni los colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad o afinidad.

	Esta incompatibilidad también regirá entre el Fiscal Nacional y cualquier otro miembro de la institución.

	Artículo 51.- Las funciones del Ministerio Público son incompatibles con toda otra actividad o empleo remunerado, con excepción de los cargos docentes de  hasta  un máximo de seis horas semanales.

	La compatibilidad de remuneraciones no libera al funcionario de las obligaciones propias de su cargo, debiendo prolongar su jornada para compensar las horas que no haya podido trabajar por causa del desempeño de los empleos compatibles.

	Artículo 52.- Los fiscales que se desempeñen en el Ministerio Público estarán afectos a las siguientes prohibiciones:

	a) Ejercer la profesión de abogado, salvo que se trate de actuaciones en que estén involucrados directamente sus intereses propios, los de su cónyuge, sus parientes por consanguinidad en línea recta o quienes se encuentren vinculados a él por adopción.

	b) Intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que tengan interés personal o en que lo tengan el cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.

	c) Intervenir, sin previa comunicación a su superior jerárquico, en los tribunales de justicia como parte personalmente interesada, testigo o perito, respecto de hechos de que hubiere tomado conocimiento en el ejercicio de sus funciones, o declarar en procedimiento en que tengan interés el Estado o sus organismos.

	d) Someter a tramitación innecesaria o dilación los asuntos confiados a su conocimiento o resolución, o exigir documentos o requisitos no establecidos en las disposiciones vigentes.

	e) Solicitar, hacerse prometer, aceptar o recibir cualquier tipo de pago, prestación, regalía, beneficio, donativo, ventaja o privilegio, de cualquier naturaleza, para sí o para terceros, de parte de cualquier persona, natural o jurídica, con la cual deban relacionarse de cualquier modo, en razón del desempeño de sus funciones.

	f) Ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal, medios materiales o información del Ministerio Público para fines ajenos a los institucionales.

	g) Realizar cualquier actividad de carácter político partidista.

	h) Proporcionar información relativa a las diligencias de investigación criminal o a otras actuaciones específicas que no sean públicas, de las que conozcan en el ejercicio de sus funciones o por cualquier motivo, en su desempeño en el Ministerio Público.  Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo señalado en el Código Procesal Penal.

	i) Proporcionar información relativa a la identidad de imputados, testigos o cualquier persona que pueda ser afectada por la actividad del Ministerio Público, salvo en cuanto se trate de informar de actuaciones que tengan el carácter de públicas de acuerdo con la ley.  Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo señalado en el Código Procesal Penal.

	Artículo 53.- Sin perjuicio del derecho a informar, antes de formular la acusación, los fiscales se abstendrán de adelantar opinión respecto de los asuntos de que esté conociendo el Ministerio Público.

	Artículo 54.- Las incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones previstas en esta ley para los fiscales regirán también para el personal que desempeñe labores diferentes a las de éstos.

Título VI.

Normas de personal.

Párrafo 1º.

Relaciones estatutarias.

	Artículo 55.- Las relaciones entre el Ministerio Público y quienes se desempeñen en él como fiscales o funcionarios, se regularán por las normas de esta ley y por las de los reglamentos que de conformidad con ella se dicten y, en subsidio, por las del Código del Trabajo y su legislación complementaria.

	Artículo 56.- Al Fiscal Nacional le corresponde determinar la contratación y el término de las funciones de los funcionarios que se desempeñen en la Fiscalía Nacional.

Las mismas atribuciones tendrá el fiscal regional respecto de los funcionarios que se desempeñen en la fiscalía regional a su cargo.

	Artículo 57.- La contratación de los funcionarios que se desempeñen en la Fiscalía Nacional del Ministerio Público deberá ajustarse estrictamente al marco presupuestario respectivo.

La contratación de los funcionarios por los fiscales regionales se ajustará a los marcos presupuestarios fijados para cada una de las regiones por el Fiscal Nacional.

Artículo 58.- Los funcionarios del Ministerio Público serán seleccionados por los jefes de las unidades en que se desempeñarán, previo concurso público de antecedentes. 

Excepcionalmente y por resolución fundada, podrá recurrirse a otros sistemas de  selección, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad de los postulantes.

Párrafo 2°.

Remuneraciones.

	Artículo 59.- El Fiscal Nacional tendrá una remuneración equivalente al ingreso bruto, incluidas todas las asignaciones que correspondan al cargo de Presidente de la Corte Suprema.

	Artículo 60.- Los fiscales regionales tendrán una remuneración equivalente al ingreso bruto, incluidas todas las asignaciones que correspondan al cargo de Presidente de la Corte de Apelaciones de la región en que se desempeñen.

	Artículo 61.- Los fiscales adjuntos no podrán tener una remuneración superior a la que corresponde al grado VI del escalafón superior del Poder Judicial, incluidas todas las asignaciones que le correspondan.

	Sin embargo, la remuneración del fiscal adjunto,  que se desempeñe como jefe de oficina local de la fiscalía regional, no podrá ser superior a la que corresponde al grado IV del referido escalafón, incluidas todas las asignaciones que le correspondan.

	Artículo 62.- La remuneración del personal del Ministerio Público que no se desempeñe como fiscal será determinada de acuerdo con el nivel asignado al cargo.

	Para estos efectos, existirán los siguientes niveles de cargos:

	Nivel 1: Ejecutivos.

	Nivel 2: Profesionales.

	Nivel 3: Técnicos.

	Nivel 4: Administrativos.

	Nivel 5: Auxiliares.

	Artículo 63.- El Ministerio Público no podrá acordar, en los contratos de trabajo que celebre con las personas que se indican, una remuneración superior al grado que en cada caso se señala, del escalafón superior o del escalafón de empleados del Poder Judicial, incluidas todas sus asignaciones:

	a) Ejecutivos.

	Gerente Nacional, grado II del escalafón superior.

	Gerentes de Divisiones Nacionales, grado III del escalafón superior.

	Gerentes Regionales, grado IV del escalafón superior.

	Gerentes de Unidades Regionales, grado V del escalafón superior.

	b) Profesionales, grado VI del escalafón superior.

	c) Técnicos, grado IX del escalafón de empleados, con asignación profesional.

	d) Administrativos, grado XI del escalafón de empleados, sin asignación profesional.

	e) Auxiliares, grado XVIII del escalafón de empleados, sin asignación profesional.

	Artículo 64.- El sistema de remuneraciones deberá contemplar bonos por desempeño individual basados en los resultados de la evaluación del personal y bonos de gestión institucional por el cumplimiento de las metas establecidas por el Fiscal Nacional, de acuerdo con el reglamento. 

	Las metas por gestión institucional dirán relación con la oportunidad y eficiencia del desempeño laboral y con la calidad de los servicios prestados a los usuarios, teniendo en cuenta la cantidad, complejidad y naturaleza de las causas bajo su responsabilidad, así como los medios humanos y materiales con que cuenten.

	Estos bonos serán considerados en el cálculo de las remuneraciones que se homologan con el Poder Judicial.

Párrafo 3°.

Evaluaciones.

	Artículo 65.- Los fiscales regionales serán evaluados anualmente por el Fiscal Nacional.

	Copia de la evaluación anual deberá ser remitida al Presidente de la República y a la Cámara de Diputados.

	Artículo 66.- Los fiscales adjuntos serán evaluados anualmente por el fiscal regional respectivo. 

	Copia de la evaluación anual deberá ser remitida al Fiscal Nacional.

	Artículo 67.- Los funcionarios serán evaluados anualmente por el superior jerárquico respectivo.

	Artículo 68.- Los criterios de evaluación deberán considerar, a lo menos, el cumplimiento de metas preestablecidas y la calidad del trabajo realizado.

	El reglamento establecerá un mecanismo público, transparente y objetivo de evaluación y reclamación.

	Artículo 69.- Estas evaluaciones servirán de base para determinar los incentivos que corresponda otorgar de acuerdo al reglamento, así como de antecedentes en aquellos casos en que se solicite la remoción o el término del contrato de trabajo.

Párrafo 4°.

Término del contrato de trabajo.

Artículo 70.- El contrato de trabajo de los fiscales adjuntos y el de los funcionarios del Ministerio Público terminará por:

	a) Conclusión del trabajo o servicio objeto del contrato.

	b) Salud incompatible con el cargo o enfermedad irrecuperable.

	c) Acuerdo de las partes.

	d) Renuncia, debiendo dar aviso al superior jerárquico con treinta días de anticipación, a lo menos.

	e) Muerte.

	f) Caso fortuito o fuerza mayor.

	g) No concurrencia a sus labores sin causa justificada durante dos días seguidos o un total de tres días en el mes, o la ausencia injustificada, o sin aviso previo, si ello significare un retardo o perjuicio grave para las tareas encomendadas.

h) Abandono del trabajo, entendiéndose por tal la salida intempestiva o injustificada del lugar de trabajo durante las horas de desempeño de su labor, sin permiso de quien deba otorgárselo, y la negativa a realizar las labores convenidas en el contrato, sin causa justificada.

i) Incumplimiento grave de las obligaciones que establezca el contrato.

Artículo 71.- Serán causales especiales de término del contrato de trabajo de los funcionarios las siguientes:

a) Evaluación deficiente, en conformidad al reglamento.

b) Falta de probidad, vías de hecho, injurias o conducta inmoral grave, debidamente comprobadas.

c) Incumplimiento de las obligaciones, deberes o prohibiciones establecidos en esta ley.

d) Necesidades de la Institución, tales como las derivadas de la racionalización o modernización y cambio de naturaleza de las funciones que haga necesaria la separación de uno o más funcionarios, y la falta de adecuación laboral o técnica de los mismos.

	Artículo 72.- El contrato de trabajo terminará sin derecho a indemnización alguna cuando se produzca la remoción de los fiscales adjuntos y cuando a aquél se le ponga término invocando una o más de las causales de las letras g), h) e  i) del artículo 70, y letras b) y c) del artículo 71.

	Artículo 73.- El procedimiento para poner término al contrato de trabajo, así como el de reclamos por términos del mismo y las indemnizaciones a que éste diere lugar, se regirán, en lo no previsto en esta ley, por las normas establecidas en el Código del Trabajo.

Párrafo 5º.

Normas varias.

	Artículo 74.- Serán aplicables a los fiscales y a los funcionarios del Ministerio Público las normas sobre asociaciones de los funcionarios de la Administración del Estado establecidas en la ley Nº 19.296.

	Queda prohibido a las personas que laboren en el Ministerio Público negociar colectivamente y declararse en huelga.

	Artículo 75.- El Fiscal Nacional y los fiscales regionales podrán determinar la contratación de servicios externos para el desempeño de funciones que no sean propias de la Institución.

	De igual forma, podrán contratar, sobre la base de honorarios, a profesionales y técnicos de educación superior o expertos en determinadas materias.

	Asimismo, podrán contratar, sobre la base de honorarios, la prestación de servicios para cometidos específicos.

	Artículo 76.- Las personas que se desempeñen en el Ministerio Público tendrán derecho a exigir a la Institución que las defienda y que se persiga la responsabilidad civil y criminal de quienes atenten contra su libertad, su vida, su integridad física o psíquica, su honra o su patrimonio, con motivo del desempeño de sus funciones.

Título VII.

Capacitación. 

	Artículo 77.- El Ministerio Público deberá ofrecer programas destinados a la capacitación de sus integrantes, los que deberán ser aprobados por el Fiscal Nacional.

	Dichos programas, que podrán ser propuestos por los fiscales regionales, deberán garantizar un acceso igualitario a ellos de los fiscales y demás personas que se desempeñen en el Ministerio Público.

	El Ministerio Público podrá ejecutar directamente la capacitación o la podrá realizar a través de convenios con terceros, debiendo fundar, en ambos casos, su decisión. Si acuerda realizarla a través de convenios con terceros, se llevará a cabo una licitación, a la que podrán postular personas naturales o instituciones públicas o privadas, nacionales o internacionales.

	El reglamento determinará la forma de distribución de los recursos anuales que se destinarán a actividades de capacitación, así como su periodicidad, formas de selección de los alumnos, bases de los concursos, licitación de fondos y los niveles de exigencias mínimas que se requerirán a quienes realicen la capacitación.

	Artículo 78.- En los casos en que la capacitación impida al funcionario desempeñar las labores de su cargo, conservará el derecho a percibir las remuneraciones correspondientes.

	La asistencia a cursos obligatorios de capacitación fuera de la jornada ordinaria de trabajo dará derecho a un descanso complementario igual al tiempo efectivo de asistencia a clases.

	Artículo 79.- Los fiscales y funcionarios seleccionados para seguir cursos de capacitación tendrán la obligación de asistir a éstos desde el momento en que hayan sido seleccionados. Los resultados que obtengan deberán ser considerados para la evaluación de su desempeño.

	Lo anterior implicará la obligación del fiscal o del funcionario de continuar desempeñándose en el Ministerio Público a lo menos por el doble del tiempo de extensión del curso de capacitación.

Título VIII.

Presupuesto.

	Artículo 80.- El Ministerio Público se sujetará a las normas de la ley de Administración Financiera del Estado.

	La ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente los recursos necesarios para el funcionamiento del Ministerio Público.

	Para estos efectos, el Fiscal Nacional comunicará al Ministerio de Hacienda las necesidades presupuestarias del Ministerio Público dentro de los plazos y de acuerdo con las modalidades establecidas para el sector público. 

Artículos  transitorios.

	Artículo 1º.- Para el nombramiento del primer Fiscal Nacional, dentro de los cuarenta días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, la Corte Suprema deberá llamar a concurso público de antecedentes para conformar la quina de postulantes al cargo, la que remitirá en el mismo lapso al Presidente de la República.  Éste, dentro de los seis días siguientes a la recepción de la quina, deberá enviar al Senado el nombre del candidato seleccionado para su ratificación.  En lo no regulado, se observará lo dispuesto en el artículo 10.

	Artículo 2º.- Dentro de los cuarenta días siguientes a aquél en que el Senado dé su acuerdo a la persona designada por el Presidente de la República como Fiscal Nacional, conforme lo dispuesto en el artículo 10, las Cortes de Apelaciones de las regiones IV, IX y Región Metropolitana de Santiago deberán llamar a concurso público de antecedentes para conformar las ternas de los postulantes a los cargos de fiscales regionales respectivos, las que serán remitidas en el mismo plazo al Fiscal Nacional para su designación

Dentro de los seis días siguientes a la recepción de las ternas, el Fiscal Nacional procederá al nombramiento de los fiscales regionales.

	Artículo 3º.- Las Cortes de Apelaciones de las restantes regiones del país deberán elaborar las ternas para la designación de los fiscales regionales con una anticipación de dieciocho meses respecto de la fecha de entrada en vigencia de las facultades plenas que la Constitución otorga al Ministerio Público. 

El Fiscal Nacional procederá a la designación dentro del plazo de treinta días, contado desde la recepción de las ternas.

	Artículo 4º.-  Las normas de esta ley que autorizan al Ministerio Público para ejercer la acción penal pública, dirigir la investigación y proteger a las víctimas y los testigos entrarán en vigencia en las siguientes fechas:

	Regiones IV y IX, el 1 de marzo del año 2000;

	Región Metropolitana de Santiago de Santiago, el 1 de marzo del año 2001;

	Demás Regiones, el 1 de marzo del año 2002.

	En todo caso, los plazos anteriores estarán sujetos a la entrada en vigencia de la ley de Defensoría Pública.

	Artículo 5º.- En tanto no se hubieren designado todos los fiscales regionales, el Consejo General del Ministerio Público funcionará con el Fiscal Nacional, que lo presidirá, y los fiscales regionales que se hubieren designado.

	Artículo 6°.- Dentro de los seis meses siguientes a su nombramiento, el Fiscal Nacional dictará los reglamentos sobre persecución penal; sobre administración de personal, remuneraciones, asignaciones e incentivos, mecanismos de evaluación del desempeño individual y colectivo, capacitación, formas de pago de viáticos y horas extraordinarias, y las normas del funcionamiento interno del Ministerio Público.”





Diputado Informante.�tc "Diputado Informante." \f C \l 1� 

	Se designó Diputado Informante al señor Cornejo González, don  Aldo.

	Sala de la Comisión, a 12 de julio de 1998.

















	Acordado en sesiones de fechas 14 y 21 de abril, 5, 12, 13 y 20 de mayo, 2, 3, 9, 10, 16 y 30 de junio, 1, 7, 8, 14 y 21 de julio, y 11 y 12 de agosto de 1998, con asistencia de los Diputados Aldo Cornejo González (Presidente), Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Alberto Cardemil Herrera, Juan Antonio Coloma Correa, Sergio Elgueta Barrientos, Alberto Espina Otero, Pía Guzmán Mena, Enrique Krauss Rusque, Zarko Luksic Sandoval,  Aníbal Pérez Lobos, Antonella Sciaraffia Estrada, Laura Soto González. e Ignacio Walker Prieto. 











Adrián Álvarez Álvarez,

Secretario de la Comisión.



�INDICE

I. � TOC \o "1-3" \f �Fundamentos del proyecto.	� PAGEREF _Toc428961638 \h ��1�

a) Ubicación institucional del Ministerio Público.	� PAGEREF _Toc428961639 \h ��2�

b) Funciones del Ministerio Público	� PAGEREF _Toc428961640 \h ��2�

c) Sistemas de control y responsabilidades del Ministerio Público.	� PAGEREF _Toc428961641 \h ��2�

d) Organización del Ministerio Público.	� PAGEREF _Toc428961642 \h ��3�

1. El Fiscal Nacional	� PAGEREF _Toc428961643 \h ��3�

       2. El Consejo General..............................................................................3

3. Los fiscales regionales.	� PAGEREF _Toc428961644 \h ��3�

4. El fiscal adjunto.	� PAGEREF _Toc428961645 \h ��3�

e) Inhabilidades del Ministerio Público.	� PAGEREF _Toc428961646 \h ��4�

f) Incapacidades, prohibiciones e incompatibilidades.	� PAGEREF _Toc428961647 \h ��4�

g) Capacitación.	� PAGEREF _Toc428961648 \h ��4�

h) Presupuesto.	� PAGEREF _Toc428961649 \h ��4�

i) Patrimonio.	� PAGEREF _Toc428961650 \h ��4�

j) Normas generales.	� PAGEREF _Toc428961651 \h ��4�

II. Minuta de la idea matriz o fundamental del proyecto.	� PAGEREF _Toc428961652 \h ��4�

III. Relación descriptiva del contenido del proyecto.	� PAGEREF _Toc428961653 \h ��5�

IV. Antecedentes.	� PAGEREF _Toc428961654 \h ��7�

1. Constitución Política del Estado.	� PAGEREF _Toc428961655 \h ��7�

A) La reforma constitucional contenida en la ley N° 19.519, de 16 de septiembre de 1997.	� PAGEREF _Toc428961656 \h ��7�

B) Naturaleza jurídica del Ministerio Público.	� PAGEREF _Toc428961657 \h ��8�

C) Funciones del Ministerio Público.	� PAGEREF _Toc428961658 \h ��9�

D) Contenido de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.	� PAGEREF _Toc428961659 \h ��11�

E) Otras materias contenidas en la Constitución sobre el Ministerio Público.	� PAGEREF _Toc428961660 \h ��11�

2. El Ministerio Público en el nuevo Código Procesal Penal.	� PAGEREF _Toc428961661 \h ��15�

3. Informe  técnico-financiero.	� PAGEREF _Toc428961662 \h ��17�

4. Opinión de la Corte Suprema.	� PAGEREF _Toc428961663 \h ��18�

V. Discusión y aprobación en general del proyecto.	� PAGEREF _Toc428961664 \h ��19�

VI. Discusión y aprobación en particular del proyecto.	� PAGEREF _Toc428961665 \h ��38�

VII. Constancias reglamentarias.	� PAGEREF _Toc428961682 \h ��66�

VIII. Texto del proyecto aprobado.	� PAGEREF _Toc428961683 \h ��66�

IX.  Diputado Informante.	� PAGEREF _Toc428961694 \h ��84�

�

� El Mensaje 11-337, de 23 de marzo de 1998, ingresó a trámite legislativo el 25 de marzo de 1998, siendo tramitado a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

� Durante el estudio del proyecto en la Comisión, se crearon, además, la Fiscalía Nacional, las fiscalías regionales y las oficinas locales de estas últimas.

� Esta materia fue retirada del proyecto dado que el Ministerio Público, por carecer de personalidad jurídica, no tiene patrimonio propio.

� En el artículo 19, letra i), se faculta al Fiscal Nacional para asumir directamente la persecución penal en los asuntos que, por su relevancia nacional, requieran de una conducción especial y de los delitos que, por su complejidad y trascendencia, lo exigieren, función que puede delegar “en el o en los abogados de la Fiscalía Nacional que él designe, quienes, con el nombre de “coordinadores especializados”, asumirán la causa.

� La ley N° 19.519 modificó el artículo 73 de la Constitución, que faculta a los tribunales para ejecutar sus resoluciones y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten, la que se reemplaza por otra que les faculta para hacer ejecutar sus resoluciones, y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que determine la ley. 

En el fondo, se sustituyen las palabras "que decreten" por la expresión "que determine la ley". 

La sustitución está en armonía con el traspaso al Ministerio Público los actos de instrucción en materia penal y las atribuciones de impartir órdenes a las Fuerzas de Orden y Seguridad, a fin de investigar hechos que revistan caracteres de delito, que determinen la participación punible o que establezcan la inocencia del imputado. 

� El art. 256 del Código Orgánico de Tribunales (C.O.T.)  establece que no pueden ser jueces los que se hallaren en interdicción por causa de demencia o prodigalidad; los sordos, los mudos; los ciegos; los que se hallaren procesados por crimen o simple delito; los que hubieren sido condenados por crimen o simple delito, incapacidad que no comprende a los condenados por delitos contra la seguridad interior del Estado; los fallidos, a menos que hayan sido rehabilitados en conformidad a la ley, y los que hayan recibido órdenes eclesiásticas mayores.

� Conforme con el artículo 13 de la Constitución, son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva. La calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y los demás que la Constitución o la ley confieran.

El artículo 2° de la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y servicio electoral, dispone que para acreditar la existencia de los requisitos anteriores los ciudadanos con derecho a sufragio deben cumplir con el trámite de inscripción en los registros electorales.

�  El Mensaje agregaba a la Constitución dos disposiciones transitorias, como trigesimosexta y trigesimoséptima, que indican al legislador la forma en que deberá regular los efectos en el espacio y en el tiempo de las leyes sobre el nuevo proceso penal, porque el Ejecutivo ha resuelto que su introducción sea paulatina, a medida que los recursos y los cambios culturales involucrados lo permitan.

La disposición trigesimosexta transitoria permitía  poner en efectividad, de inmediato o en forma gradual, en las diversas regiones del país, en la forma que establezca la ley, las disposiciones legales que darán vida al nuevo sistema procesal penal.

La regla general en la materia, consagrada en la ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes, de 7 de octubre de 1861, es que las leyes procesales entran en vigor de inmediato, desde su publicación. 

De este modo, las normas actualmente vigentes sobre instrucción y juzgamiento penal seguirán vigentes y serán aplicables a las causas iniciadas y a los hechos ocurridos bajo su imperio, hasta la conclusión definitiva de los respectivos procesos; en tanto, las nuevas reglas serán aplicadas exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigor del nuevo régimen, sin perjuicio de aplicar de inmediato, en todo tipo de procesos penales, las disposiciones que establezcan derechos y garantías en materia de medidas cautelares personales. 

Como corolario de estas disposiciones, la norma trigesimoséptima  transitoria establece  que los preceptos constitucionales actuales conservarán su vigencia, para evitar que las leyes del sistema procesal penal antiguo que continuarán aplicándose sean impugnadas de inconstitucionalidad.

El Senado refundió ambas disposiciones transitorias en una sola, redactada en términos más sencillos, con el propósito — según esa Cámara — de facilitar su comprensión y aplicación. 

Durante un período, continuarán aplicándose ambos sistemas procesales: el antiguo y el nuevo, aunque a distintos hechos y causas. De otro punto de vista, no será posible reemplazar un procedimiento ya iniciado por otro, ni se está consagrando un derecho de los inculpados y los procesados a escoger el sistema de su preferencia. 

Al margen de los acuerdos adoptados, la Comisión técnica del Senado acordó dejar establecidas las siguientes constancias:

a) que las leyes  que regulan los procedimientos ante los tribunales necesarios para la administración de justicia rigen desde su publicación y pueden ser aplicables a hechos ocurridos con anterioridad a tal publicación, a menos que ellas mismas fijen otro efecto en el tiempo, lo cual no vulnera la garantía de igualdad ante la ley; 

b) que no es la voluntad del constituyente alterar en la presente reforma constitucional el principio general que queda enunciado en la letra a) precedente;

c) que la mención que se hace en esta disposición trigesimosexta transitoria, del Código Orgánico de Tribunales y del Código de Procedimiento Penal, no significa que se estime necesario dar rango constitucional a la regulación de los efectos de las leyes procesales en el tiempo, sino que tiene como único y exclusivo propósito despejar dudas acerca del sentido y alcance que se desea dar a los rasgos de simultaneidad y gradualidad de la instauración del nuevo sistema de proceso penal;

d) que las enmiendas que, como consecuencia de esta reforma constitucional, deban introducirse en el Código Orgánico de Tribunales y en el Código de Procedimiento Penal, también podrán aplicarse gradualmente en las diversas regiones del país;

e) que la aplicación de leyes diversas a conflictos similares, hecha por un mismo tribunal, sí atentaría contra la garantía constitucional de igualdad ante la ley.

Sin perjuicio de la validez de las constancias anteriores, un análisis comparativo de las disposiciones transitorias contenidas en el mensaje y de las aprobadas por el Senado, permite concluir que dicha Corporación no sólo aprobó la refundición de ambas disposiciones transitorias en una sola, para redactarla en términos más sencillos que facilitaran su comprensión y aplicación, sino que alteró substancialmente su contenido.

Ese análisis comparativo ( libre, no ajustado al desarrollo y a la exposición de las diferentes materias ( entre ambas disposiciones transitorias, efectuado partiendo de la base del contenido de ellas, así lo confirma. 

� El Ministerio de Justicia maneja cifras de $ 100.339.147.992, que equivalen a US$ 222.975.884.

� La idea original era que todas estas materias de personal figuraran en un proyecto de ley complementario a esta ley orgánica, idea que posteriormente fue desechada, optándose por incluir esa normativa en el proyecto en informe, por incidir en la organización del Ministerio Público.

� El 11 de agosto de 1998 ingresó a la Corporación un proyecto de ley sobre normas adecuatorias del sistema legal chileno al proyecto de Código Procesal Penal y a la ley orgánica constitucional del Ministerio Público (BOL. 2217-07), en actual tramitación en la Comisión.

� Las materias que se indican en esta parte del informe aparecen reproducidas en las páginas 27 y siguientes del tomo I del referido informe final.

� Incluye un ayudante de fiscal.

� En el sentido indicado: “La naturaleza jurídica del Ministerio Público”. Mauricio DECAP Fernández, profesor de Derecho Administrativo y Abogado Asesor de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal. En Anexo acta sesión 13ª., en martes 2 de junio de 1998.

“Artículo 97.� Implicancias y recusaciones.  Los fiscales del ministerio público se considerarán implicados y podrán ser recusados por los mismos motivos establecidos respecto de los jueces. Con todo, no les serán aplicables las causales previstas en los artículos 90, letra b), de este Código, 195,  Nº 8,  y 196, Nº 10, del Código Orgánico de Tribunales.

	La implicancia de oficio o la solicitud de implicancia o recusación serán resueltas por las autoridades del ministerio público conforme a la ley orgánica respectiva.”
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